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    Introducción


    EL TRIENIO LIBERAL, UN CRUCE DE CAMINOS


    Aquel día de marzo de 1820 en que el rey Fernando VII juró la Constitución se produjo un seísmo político que pudo sentirse a este y al otro lado de Atlántico. Vilipendiada, anatemizada, “quitada de en medio del tiempo” durante seis años largos y absolutistas, ahora se reinstauraba. El titular de la monarquía hispánica lanzaba el mensaje de que aceptaba las nuevas reglas del juego contenidas en el código gaditano.


    Pero 1820 no era ni 1808 ni 1810. Ni Fernando VII el Deseado. Tras años de represión liberal, de encarcelamiento y exilio en la pe­­nínsula, de “guerra a muerte” en América, la “máscara” fernandina se resquebrajaba, especialmente en los territorios americanos, los “fieles”, los recuperados y los independientes.


    Todo había cambiado. Aunque no lo pareciera. Por ello, este tex­­to no fue leído de manera unívoca. Sería interpretado en clave muy diferente dependiendo de las condiciones en que se encontraban los distintos territorios españoles. De lo que no cabe duda es que fue como una señal para poner en marcha las aspiraciones políticas de aquellos que acababan de ver reconocida su condición de ciudadanos, tanto en la península como en ultramar. Y por ello su proclamación fue celebrada como un acontecimiento histórico. La carta, en 1820, adquirió una condición mítica: fue calificada de “divina”. Dis­­cutiendo, con ello, la otrora categoría real.


    Buena parte de las élites, marginadas del poder o en conflicto con él hasta entonces, consideraron que había llegado el momento de hacer valer su liderazgo social y pasar a la acción política. La situación lo permitía. No obstante, conscientes del signo de los tiempos que les había tocado vivir, asumieron que necesitaban hacerlo atrayendo el apoyo popular. En ocasiones a su pesar. Ya fuera para conservar, contestar, conquistar o separar, en todos los casos la participación popular se convirtió en un elemento fundamental para la legitimación del poder. La Constitución abrió un amplio espacio para la participación que se revelaría como una escuela de política donde la sociedad comenzó a familiarizarse con los rudimentos de la política liberal. Hubo una eclosión de procesos electorales. El poder local, el provincial y el nacional necesitaron de la legitimación del voto. Sus coetáneos lo tildaron de revolucionario. Nuevas leyes, nuevas instituciones, nuevas normas, nuevos protagonistas, nuevas relaciones… Todo ello se condensó en un tiempo crítico, intenso y extremadamente breve como fue el Trienio Liberal. Pero fue un tiempo tan dinámico como contradictorio, tan explosivo como retroactivo.


    La otra cara de esta participación la constituyen las armas. El telón de fondo de estos años fue la guerra. Ya fuera en forma de ejércitos, milicias o guerrillas, la violencia formó parte del día a día. La discrepancia radical en la definición de los modelos políticos y nacionales a aplicar y sobre las fórmulas para articular los intereses de cara al futuro vinieron acompañados de la guerra civil. La guerra fue un motor de ascenso social, de quiebra de jerarquías, de discusión de primacías ancestrales ideológicas y religiosas, de movilización étnica y racial. Nadie pudo quedar al margen. Ganar la guerra se convirtió en prioridad de los contendientes. Mediatizó incluso el tiempo, que pasó a ser relativo. La suerte de las armas condicionó la decisión entre realizar lo urgente o lo importante. Las medidas revolucionarias o su con­­trarreacción se aceleraron o ralentizaron en función de la cambiante coyuntura bélica. Ningún territorio de la monarquía española escapó a ello. Dio lo mismo en la península que en América. Es más, ambos territorios y coyunturas se retroalimentaron.


    En 1820 estalló la ilusión. Se renovó la esperanza de derribar cadenas, con la fuerza taumatúrgica del código doceañista frente a un Fernando VII que había perdido su brillo de ídolo inocente restaurado en su trono. Mientras la península se disponía a emprender un rápido proceso de reformas políticas, se imaginaba que América abandonaría la insurgencia abrazando el nuevo marco de libertades constitucionales como un renovado pacto de convivencia en el seno de la monarquía hispánica. El posibilismo se instaló en la política y las armas, incluso, cesaron en América tras los armisticios acordados en las Cortes.


    Pero todo se complicó. 1821 marcó un antes y un después. México, Centroamérica, Panamá, Perú y Santo Domingo declararon la independencia. Y la pólvora y las bayonetas reaparecieron en Sudamérica. Las remesas americanas dejaron de fluir. La Hacienda liberal se vio obligada a incrementar la presión fiscal, agravada su situación por las malas cosechas de ese año, y comenzó a fraguarse la insurrección realista. En Europa las potencias absolutistas comenzaron a presionar para forzar una reforma constitucional en sentido conservador.


    1822 señaló la llegada del liberalismo “exaltado”. Los problemas económicos siguieron sin resolverse, al tiempo que la diplomacia internacional, en el Congreso de Verona, fijó su atención en España y preparó el terreno para una intervención militar. El Trienio Liberal no fue un “fracaso” (como se cansaron de repetir los coetáneos contrarrevolucionarios) ni la Constitución doceañista un texto con ideas “extranjeras” desconectado de la realidad “española”. 1823 demostró que el régimen liberal fue derrotado por las armas desde el exterior en connivencia con un rey que, sin las remesas reales americanas, se quitó la máscara constitucional.


    Demasiadas veces omitido por la historiografía, durante estos años el mundo hispánico se sitúa en el centro de la atención internacional que lo contempla al mismo tiempo con ilusión y con temor, como un mito para los pueblos y como un estigma para las monarquías absolutas, con la esperanza de una primera ola de libertad capaz de romper fronteras y con la impaciencia de quien no ve llegar el momento de poner fin a una experiencia tan desestabilizadora como aquella.


    A 200 años de distancia, volver la mirada sobre la revolución española de 1820 implica, necesariamente, relacionarla con las independencias de la práctica totalidad de los territorios continentales americanos que tuvieron lugar durante la vigencia del régimen constitucional. Una necesidad historiográfica, entiéndase, porque para comprender bien los fenómenos clave del pasado resulta imprescindible responder antes a las preguntas sobre los orígenes. Y en el Trienio Liberal se encuentran muchas de las respuestas sobre el desembarco de España en la política contemporánea y sobre la coyuntura que permitió la gestación de muchos de los estados americanos actuales.


    El presente libro se propone una síntesis interpretativa del Trienio Liberal tratando de manera conjunta la historia de los territorios de la monarquía hispana, algo que no había sido realizado hasta la fecha. Partimos de la idea de que la península y los territorios de ultramar formaban parte de una misma entidad política que respondía a los designios de la corona y que, por lo tanto, los acontecimientos vividos durante estos años obedecen a una misma matriz histórica. Un buen ejemplo de ello es que el triunfo de la revolución en la España peninsular tuviera su reflejo en forma de juramento de la Constitución de 1812 en casi todo el territorio americano que permanecía vinculado políticamente a España.


    Prestaremos especial atención a la dimensión política de lo sucedido, pues en el centro de todo lo que ocurre durante estos años existe un poderoso impulso político. Resulta fácilmente identificable una voluntad de transformar la realidad a partir de los instrumentos que proporciona la Constitución. Es evidente que la experiencia de los márgenes también forma parte del aprendizaje y del desarrollo de la política. Los actores forzaron la interpretación hasta donde pudieron y rompieron los límites cuando las autoridades de la monarquía mostraron debilidad o ineficacia. Desde esta perspectiva, los ejércitos y la guerra solo son otra dimensión más de la política utilizada por sectores sociales convencidos de poder provocar un desbordamiento institucional mediante el uso de las armas. Con el tiempo lo consiguieron en la mayor parte de los territorios americanos, que alcanzaron su independencia apoyándose en ejércitos y milicias. Y fracasaron en la península los absolutistas, que precisaron de la ayuda militar exterior para conseguir derribar el Gobierno constitucional.


    Hay también en las páginas que siguen una voluntad de releer la política sobre nuevas bases. La historiografía moderada del siglo XIX y la conservadora del XX censuraron los años del Trienio por considerarlos el resultado del enfrentamiento entre sectas liberales que solo traducían el interés partidario y la quiebra de la unidad en el seno de la sociedad española. Frente a ellas, las historiografías progresistas se mostraron decepcionadas por el corto alcance revolucionario que lograron los liberales durante el periodo constitucional, llegando a identificar “moderantismo liberal” y “contrarrevolución”. Un análisis menos ideológico y más pegado a los hechos nos descubre una imagen distinta: la de un periodo de manifiesta modernidad y de gran madurez política. Las elites políticas del Trienio estaban constituidas por hombres con grandes aptitudes y bien formados, y cuya experiencia política no había dejado de crecer en los últimos años. Nombres como los de Agustín de Argüelles, el conde de Toreno, Fran­­cisco Martínez de la Rosa, Álvaro Flórez Estrada, José María Calatrava, Juan Romero Alpuente o Miguel Ramos Arizpe son no solo figuras centrales de un tercio de siglo de la historia de España y América, sino agentes principales de la modernidad política y responsables de la en­­trada del país en la contemporaneidad.


    Esto no supone dejar de lado el importante papel político jugado por el rey y la religión, factores centrales en la defensa del Antiguo Régimen y que condicionan todos los procesos estudiados. El rey, intrigante y ambiguo, se comportó con notable habilidad política, sobre todo para no cometer ningún error que pudiera ser fatal para sus intereses. Tenía muy fresca la experiencia de su tío Luis XVI en Va­­rennes y no quería ser expulsado del trono antes de tener la oportunidad de consumar un nuevo golpe de Estado. El clero, por su parte, con­­tribuyó a deslegitimar al régimen restando apoyo intelectual y moral al liberalismo. Al mismo tiempo, la Santa Sede se alineó con las potencias absolutistas y numerosos clérigos formaron entre las filas de los insurgentes persiguiendo el horizonte de una Iglesia americana.


    En definitiva, en la política del Trienio nadie es lo que parecía, ni los moderados eran tan moderados ni los exaltados tan exaltados; ni el rey fue tan torpe como se pretende ni la religión tan espiritual como proclamaban sus ministros; ni los insurgentes tan re­­volucionarios ni siquiera los realistas trasatlánticos tan serviles como se había pretendido. Por eso hay que revisar lo que se escribió, tanto sobre los sujetos como sobre los objetivos. Hay que volver —o ir— a las fuentes primarias críticamente, como es el caso de este libro. Su lectura y su interpretación nos pueden dar otra dimensión del Trienio Liberal. Y de paso, rescatarlo de la injusta encrucijada que durante décadas lo encasilló en la Historia de España entre la interpretación conservadora de un denostado fracaso y el idealismo melancólico y pesimista de una revolución traicionada e inconclusa del progresismo.


    En estas páginas proponemos huir decididamente del anacronismo a través del análisis de cada tiempo en su tiempo, introduciendo la incertidumbre del futuro como un factor fundamental para entender todo lo sucedido. El futuro del régimen constitucional no estaba escrito en sus orígenes, sino que su historia se fue labrando día a día, tratando al mismo tiempo de ampliar el consenso y cambiar la realidad, combinación que no era nada fácil, pero que no estaba, a priori, condenada al fracaso. De hecho, será un factor exterior como la invasión francesa el que desequilibrará las fuerzas y provocará la caída de los liberales. Solo así, dando al tiempo su valor, podremos comprender la multitud de posibilidades que se abrían ante las autoridades americanas que en la primavera de 1820 recibieron las primeras noticias de que en la península había sido proclamada la Constitución. ¿Qué hacer en esa coyuntura, a miles de kilómetros y a varias semanas de tiempo del lugar donde se habían emitido las órdenes? El presentismo nacionalista ha impedido, con frecuencia, valorar adecuadamente todo lo que se jugó en América en los años del Trienio, considerando, sin fundamento, que las naciones del futuro estaban ya escritas de antemano en el destino de las gentes.


    La bibliografía final recoge, fundamentalmente, los principales libros sobre el tema y las obras citadas. Solo excepcionalmente se citan artículos cuya relación desbordaría con mucho el marco de una obra de estas características. Valorar el impacto, influencia, desarrollo y contradicciones de la aplicación de la Constitución de 1812 en América durante los años veinte, como se hace en este libro, hubiera sido imposible tan solo un par de décadas atrás por dos razones. De un lado, porque la mayor parte de la historiografía española no se preocupaba por el impacto de la Constitución más allá de las fronteras españolas. Y, por otro, porque los especialistas en la insurgencia americana no tenían casi presentes las zonas “realistas” para historiar su tema, mientras que era menospreciada la influencia doceañista en los regímenes republicanos. Además, se omitían también la importancia y conexión de los diputados americanos en las Cortes de Madrid para ambas historiografías.


    En definitiva, el Trienio Liberal se presenta en las páginas que siguen como un cruce de caminos en la Historia de España y buena parte de América. Un cruce en el que confluyen las trayectorias de los continentes europeo y americano, donde se anudan líneas maestras procedentes del pasado. Un cruce del que parten para el futuro los distintos proyectos nacionales de los territorios de ultramar y la posibilidad de construir un día en la península un régimen liberal bajo el amparo de la Constitución de Cádiz. Sin embargo, esto que hoy, con la nitidez que ofrece el tiempo transcurrido, parece fuera de dudas, no estaba en el horizonte de los españoles que vivieron entre 1820 y 1823. Para ellos el régimen liberal surgido de la revolución era un proyecto pleno, con vocación de futuro, que, como destacan algunos testigos, disfrutó de un amplio consenso inicial y se nutrió del prestigio ganado por la Constitución durante los años de la guerra de la Independencia.

  


  
    


    



    Capítulo 1


    EL PRONUNCIAMIENTO


    Un lejano pronunciamiento en el Sur


    El año 1820 comenzó con un nuevo pronunciamiento sin éxito. Uno más, como lo habían sido en los años anteriores los de los generales Francisco Espoz y Mina (1814), Juan Díez Porlier (1815) y Luis Lacy (1817), o la llamada “conspiración del Triángulo” (1816). Sin em­­bargo, en este caso la neutralización del movimiento se dilató en el tiempo, permitiendo que el eco de la sublevación se fuera amplificando. El comandante Rafael del Riego había sublevado al batallón de Asturias el 1 de enero, en Cabezas de San Juan, y proclamado la Constitución de 1812. Lo había conseguido aprovechado el malestar que reinaba entre la tropa reunida para embarcar camino a América en unas naves de dudosa flotabilidad y con un objetivo: acabar con la insurrección americana, que no prometía grandes resultados1.


    Pero conseguir que los hombres no subieran a los barcos no era lo mismo que hacer de este acto de rebeldía un hecho político relevante. Consciente de ello, Riego llevó a cabo una acción de riesgo. Se dirigió a Arcos e hizo prisionero al general en jefe, el conde de Cal­­derón, y a su estado mayor, al tiempo que conseguía sumar nuevas fuerzas a su causa. Mientras tanto, el coronel Antonio Quiroga, recién liberado de la cárcel por responsabilidades en otro complot, había sublevado los batallones de España y de la Corona y se había lanzado contra Cádiz, verdadero foco de la conspiración, pero había sido rechazado. Se estableció entonces a las puertas, en la Isla de León, bloqueando la plaza, y es allí donde se le unió Riego, formando en conjunto una tropa considerable. Tras un consejo de oficiales en el que participaron, entre otros, Riego, Felipe Arco-Agüero, los hermanos Evaristo y Santos San Miguel, José Rodríguez Vera, Demetrio O’Daly y Quiroga, este último recibió el mando de los insurgentes, que se consolidaron en la isla fortificando especialmente la Carraca. “La patria corre a su destrucción”, decía Quiroga a sus soldados en la primera proclama tras hacerse cargo de las tropas. Señalaba como objetivo de la acción a “un Gobierno arbitrario, tiránico, que a su antojo dispone de las propiedades, de las vidas y de la libertad de los infelices españoles”2. Y reclamaba el protagonismo de los militares en defensa de los intereses de la nación. “Restablecer la Constitución española […] es nuestra sola idea. Hacer reconocer que solo a la nación legítimamente representada compete el derecho de darse leyes. Tal es el objeto de los votos ardientes del ejército y de su entusiasmo”, declaraba en otro de sus textos.


    Durante algunos días la situación no evolucionó, más allá de la llegada del general Freire, enviado por el Gobierno a combatir a los rebeldes, que, de momento, se conformó con tenerlos bajo control y reforzar militarmente a Cádiz con tropas transportadas por mar. De ahí que Riego, a finales de enero, saliera de la isla y emprendiera una expedición por Andalucía con la intención de desbloquear la situación. Partió con 1.500 hombres, recorrió Chiclana, Conil y Vejer hasta Algeciras, pero el impacto sobre las gentes de Andalucía no fue muy grande. José O’Donnell persiguió infatigablemente a la columna expedicionaria, a la que logró alcanzar en Marbella, ocasionándole una pérdida importante. Riego llegó a Málaga, cuyas autoridades ha­­bían abandonado la ciudad, y encontró las calles desiertas. Presionado de nuevo por O’Donnell tuvo que retirarse hacia las montañas, perdiendo efectivos a cada paso. A comienzos de marzo una nueva derrota les hizo huir pasando por Córdoba, intentando buscar, sin éxito, refugio al otro lado del Guadalquivir, en las estribaciones de Sierra Morena. Convencido de que no había otra forma de eludir la persecución de las tropas realistas, el día 11 de marzo, ajeno a lo que estaba sucediendo en otros lugares, Riego decidió disolver su unidad.


    Ecos de la Constitución


    Fue entonces, a finales del mes de febrero de 1820, con la acción de Riego a punto de perder su energía y de extinguirse, cuando comenzaron a producirse réplicas del movimiento en otros lugares de la península. Los sublevados de la isla habían mantenido contacto con otros puntos del país, lo que terminó dando sus resultados. El primer foco de apoyo se localizó en Galicia, con el pronunciamiento de la guarnición de La Coruña a favor de la Constitución el día 20, acción que sería secundada por movimientos del mismo tipo en El Ferrol, Vigo y otros puntos cercanos. Incluso se creó una junta, liderada por el exregente Pedro Agar, que se autoproclamó suprema con la pretensión de centralizar de manera interina el poder de los rebeldes “entre tanto que no es conocida la declaración de las demás Provincias de la monarquía, y que de acuerdo con todas, no constituyan el Gobierno Soberano de la Nación sin convocar Cortes”3. Unos días después, el 29, se constituía en Oviedo una Junta Revolucionaria que asumió el mando militar y político de la región4.


    Las noticias se iban acumulando en Madrid creando un clima de expectación y de nerviosismo creciente, pues resultaba difícil calibrar de lo que estaba sucediendo. El consejo del rey, la cámara, intentaba descifrar las informaciones consultando con personas bien informadas de los rumores que llegaban de movimientos en Aragón y Cataluña. No menos activa, la camarilla (es decir, el consejo privado del monarca) se afanaba por ofrecer su interpretación de los hechos al oído de Fernando VII. Finalmente se decidió tomar la iniciativa y poner fin al desafío de los rebeldes constitucionales. Para ello, Enrique O’Donnell, conde de La Bisbal, fue nombrado comandante de las fuerzas reunidas en La Mancha con la misión de acabar con los rebeldes. Al mismo tiempo, en un decreto publicado el día 3 de marzo reconociendo la necesidad de hacer reformas en la organización del ejército, en la Real Hacienda, en la Administración de justicia y en la agricultura, el comercio y la industria, ordenaba a una junta presidida por el infante don Carlos que propusiera al Consejo de Estado “cuantas reformas sean conducentes al bien de la monarquía”5.


    Sin embargo, los hechos se precipitaron durante aquellos primeros días de marzo. El 5, la guarnición de Zaragoza se pronunció a favor de la Constitución, estableciendo mediante elección una Junta Superior Gubernativa presidida por el marqués de Lazán, el hermano mayor de José de Palafox6. En la proclama que publicó la guarnición decía que el ejemplo de las provincias del mediodía había “abierto nuestros adormecidos ojos” y se habían movilizado para que “el rey que reconocemos se una a la voluntad general de sus pueblos, convocando las Cortes Generales del reino para el acierto de las deliberaciones que salven nuestra patria”7. El movimiento zaragozano sirvió de ejemplo para que territorios próximos se decidieran también a favor de la Constitución. En Pamplona fue jurada el día 11, después de que Mina, que estaba recorriendo el Baztán y agitando los pueblos del valle, hubiera animado a hacerlo al conde de Ezpeleta, virrey de Navarra. Y el día 10, en Barcelona, el general Francisco Castaños, capitán general de Cataluña, accediendo a las demandas de la multitud que clamaba ante su residencia formó una junta y organizó el juramento de la Constitución. En los días siguientes el ejemplo fue imitado en otras localidades catalanas, entre ellas Tarragona, Gerona o Mataró. En Cádiz los hechos fueron menos pacíficos. El día 9 la población había forzado el reconocimiento de la Constitución, pero al día siguiente, cuando se iban a celebrar los actos de jura, la multitud se vio atacada por el batallón de Guías, desencadenándose escenas de violencia inusitada en lo que se presentaba como una fiesta. Pese a ello, Sevilla proclamaba el código gaditano el 10, Valladolid y Granada el 11 y Murcia el 12.


    La secuencia de proclamaciones de la Constitución en numerosos puntos de la península ponía de manifiesto la magnitud territorial del descontento con el régimen y el apoyo que ya tenía el movimiento revolucionario. En estos lugares no se tenía información actualizada de lo que estaba sucediendo en Madrid, pero sí de la real orden del día 3 que, a todas luces, fue interpretada como un signo de debilidad del Gobierno. No obstante, todavía le quedaba la baza militar.


    Pánico en palacio


    El hecho que aceleró los acontecimientos fue la traición de La Bisbal. Este, que había jugado un papel ambiguo en las conspiraciones liberales descubiertas el año anterior, no tardó en volver las armas contra la monarquía absoluta. El día 4 de marzo, al llegar a Ocaña para recibir las fuerzas que comandaba su hermano Alejandro, y con las que debía dirigirse a aplastar la insurrección, proclamó la Cons­­titución de 1812, abandonó su objetivo y se dedicó en los días si­­guientes a extender el movimiento por el territorio de La Mancha. La defección de La Bisbal dio al monarca y a sus consejeros la medida de su soledad frente al movimiento revolucionario. Las moderadas providencias adoptadas el día 3 habían quedado superadas por los hechos y ya no eran suficientes el 6 de marzo. Ese día, confirmando así la gravedad de la situación, el rey firmaba una real orden convocando Cortes que, evidentemente, tenían carácter estamental.


    Pero, una vez más, los sucesos superaron la previsión de palacio. Al día siguiente, la tensión vivida en las calles provocó un movimiento con origen en la Puerta del Sol que llegó hasta palacio, donde una comisión exigió del rey que jurara la Constitución. Fernando, muy asustado, recabó la opinión del general Francisco López Ballesteros, que se convirtió en el hombre clave de la situación. El desconcierto era muy grande y la reina Amalia no dejaba de llorar ante las escenas que se estaban viviendo en palacio. Mientras la tensión subía, “los liberales colocaron una lápida provisional en la Plaza Mayor, y derramándose por las calles en grupos con el libro impreso de la Constitución en la mano, alumbrado por hachones, obligaban a los transeúntes a acatarlo y besarlo de rodillas, mientras que otros invadían el edificio de la Inquisición, y con gran destrozo de archivos y librería daban suelta a los encarcelados”8.


    Esa noche Fernando VII tomó la decisión de jurar el código gaditano. Al día siguiente, 8 de marzo, los madrileños pudieron leer en un número extraordinario de la Gaceta de Madrid un breve decreto donde el rey afirmaba que “siendo la voluntad general del pueblo, me he decidido a jurar la Constitución promulgada por la Cortes Generales y extraordinarias en el año 1812”9. Con la misma fecha, el general Ballesteros era nombrado general en jefe del ejército del centro. Sin embargo, aquellas palabras no parecían suficientes a la opinión que dominaba las calles de Madrid. Querían que el juramento se hiciera efectivo. Las protestas se trasladaron hasta el Palacio Real y algunos de los amotinados hicieron sentir su presencia muy cerca del monarca. El rey aceptó la reposición del Ayuntamiento madrileño de 1814 y ante él juró la Constitución el día 9.


    La gestión política de la situación quedó en manos de una Junta Provisional Consultiva, presidida por el cardenal arzobispo de Toledo, Luis de Borbón, y con el general Ballesteros de vicepresidente, aunque a todos los efectos fue este quien dirigió su actividad10. Los vocales fueron Manuel Abad, obispo de Michoacán, Mateo Valde­­moros, el conde Taboada, Manuel Lardizábal, Bernardo de Borjas y Tarrius, Francisco Crespo de Tejada, Ignacio de la Pezuela y Vicente Sancho. Los miembros de la camarilla —el marqués de Mataflorida o el duque de Alagón11— fueron alejados del monarca. La junta consultiva asumió el papel de la soberanía nacional hasta la reunión de las próximas Cortes, lo que explica que estuviera por encima de las juntas provinciales, del Gobierno e, incluso, del rey12. Entre las medidas que adoptó de inmediato estaban la supresión de la Inquisición, con la inmediata liberación de aquellos que estuvieran en las cárceles por sus opiniones políticas y religiosas, el restablecimiento de la libertad de imprenta y la instalación de los ayuntamientos constitucionales.


    


    Como hemos visto, al tiempo de proclamarse la Constitución se habían ido creando por todo el país juntas gubernativas que asumían el poder en el territorio en nombre del texto gaditano. Estas juntas se mantuvieron activas hasta la reunión de las Cortes. Entre tanto, alguna de ellas reclamó su derecho a tener representación en la junta consultiva madrileña. Sin embargo, esta petición no fue satisfecha y la junta mantuvo su composición hasta el mes de julio. Este comportamiento centralista impidió darle al movimiento revolucionario una naturaleza federal, lo que facilitó en un primer momento la labor del Parlamento concebido como crisol de la soberanía nacional.


    Finalmente, el día 10 de marzo el rey dio un Manifiesto a la Na­­ción, en el que se mostraba convencido de que hacía la voluntad del país jurando la Constitución y expresaba su mejor disposición a ser el primero en caminar “por la senda constitucional”. Ese mismo día, a la una de la tarde, en el Paseo del Prado fue leída la Constitución ante las tropas de la plaza y a continuación procedieron a jurarla. El día 13 la lápida de la Constitución fue colocada en la Plaza Mayor, en la casa de la Panadería, ante la presencia de las autoridades, jefes militares, clero y corporaciones, y al finalizar el acto se distribuyeron con profusión entre la población ejemplares del Manifiesto a la Nación.


    ¿Qué había pasado?


    La mayor parte de los discursos que pudieron oírse aquellos últimos días de invierno evocaban la inactividad y la corrupción de los go­­biernos de la monarquía desde 1814. El estado de gracia del que se había beneficiado Fernando VII a su retorno, cuando todo le había favorecido para recuperar el poder absoluto, había desaparecido. Y el que recién liberado de Valençay había sido recibido como el agente pacificador que traería la prosperidad al país era ahora simplemente un monarca ineficaz rodeado de perversos consejeros. La Constitución se presentaba como un horizonte programático que podía traer la justicia y la prosperidad que la restauración absolutista no había conseguido. No obstante, sin la acción revolucionaria de los militares, el cambio no se habría producido nunca. La mutación experimentada por el ejército durante la Guerra de la Independencia había provocado una profunda transformación de la institución armada que ahora se contaba entre los primeros núcleos de las ideas liberales. La guerra había depositado en manos de los militares amplias parcelas de poder que, sumadas a la apertura que la oficialidad había vivido por las propias necesidades del conflicto, hizo de los militares un colectivo muy activo y orientado hacia el liberalismo. No obstante, menos operativos, pero igualmente partidarios del régimen constitucional, se habían mostrado algunas burguesías locales distribuidas por las capitales de las provincias y un buen número de empleados públicos y miembros de consejos que habían desempeñado cargos desde las Cortes de Cádiz hasta el momento de la revolución.


    Pero nada de todo esto puede ser explicado sin introducir América en el argumento. En la América hispana, desde 1810 se había extendido un proceso de separación de la península con diversos movimientos orientados a la independencia, en especial en Nueva España, Venezuela, Nueva Granada y el Río de la Plata. Esto había producido la interrupción de una parte de los envíos de plata (en especial desde Perú), que habían venido nivelando el balance de una Hacienda estructuralmente deficitaria. Fueron estas dificultades económicas las que llevaron a la fallida reforma de la Hacienda impulsada por Martín de Garay, y la causa de que la presión fiscal tras la guerra se viera incrementada, empeorando la situación de los campesinos españoles. Finalmente, fueron las tropas reclutadas para combatir la insurrección americana las que se sublevaron contra el régimen, apostando por la idea de que lo que América necesitaba no eran ejércitos que le devolvieran a la obediencia española, sino la libertad que le podía ofrecer la Constitución. De ahí que la proclamación en la España peninsular del texto gaditano supusiera, de algún modo, la solución a los problemas americanos. O, por lo menos, eso es lo que Riego había dicho desde el primer momento a sus hombres al referirse a aquella como “una guerra inútil, que podría fácilmente terminarse con solo reintegrar en sus derechos a la nación española. La Constitución, si, la constitución, basta para apaciguar a nuestros hermanos de América”13.


    Aprender la política del liberalismo:

    la reunión de Cortes


    El juramento de la Constitución por el rey trajo consigo todo un amplio proceso de renovación de las instituciones políticas de la monarquía. Siguiendo con la recomposición institucional, el 18 de marzo fue disuelto el antiguo Consejo de Estado y formado uno nuevo que tenía por consejeros a Joaquín Blake (como decano) y a Pedro Agar, Gabriel Ciscar, el cardenal de Borbón, Andrés García, Martín de Garay, Francisco Javier Castaños, José Mariano Almanza, Pedro Cevallos, el marqués de Piedrablanca, Justo María Ibar-Navarro, José Aycinena, Antonio Ranz Romanillos, Francisco Requena y Esteban Varca como vocales, actuando como secretarios José Luyando y Juan Madrid Dávila.


    También con esa fecha se constituyó un nuevo Gobierno, aunque alguno de sus miembros tardaría todavía varias semanas en tomar posesión. El primer gabinete del Trienio Liberal había sido reclutado entre figuras relevantes de la vida parlamentaria de las Cortes de Cádiz, doceañistas que habían destacado en las bancadas constitucionales antes del golpe absolutista de 1814. Eran hombres cuya mera presencia violentaba a Fernando VII, que les llamó, entre el desprecio y la socarronería, “Gobierno de presidiarios”, porque muchos de ellos habían pasado de la cárcel, el exilio o la clandestinidad al ministerio. Liderados por Agustín de Argüelles en la Secretaría de Gobernación, formaban parte de este Ejecutivo Manuel García Herreros, José Canga Argüelles, Evaristo Pérez de Castro, Antonio Porcel, Juan Jabat y el marqués de las Amarillas. Este último, que ocupó la Secretaría de Guerra, era el único que poseía un perfil próximo al realismo y con el que el rey se sentía más cómodo. La designación de este Gobierno había sido obra de la Junta Consultiva, lo que suponía un recorte de las atribuciones constitucionales del rey a la hora de formar su propio Ejecutivo. Esto fue una dificultad añadida a la puesta en marcha del régimen constitucional, porque el entendimiento entre ministros y monarca fue difícil desde el principio.


    A lo largo de la segunda mitad del mes de marzo las ceremonias de proclamación de la Constitución y de juramento de la misma por las autoridades, empleados, religiosos y militares se extendieron por todo el país. Los actos gozaron de amplia participación popular, combinando ceremonias religiosas que sacralizaban el momento político que se estaba viviendo con otras de carácter marcadamente cívico que pretendían dar a conocer el contenido del texto constitucional entre el conjunto de la población. El carácter incruento de la revolución de 1820 contribuyó mucho a que las celebraciones fueran muy festivas y a crear un clima de amplio y participativo consenso político.


    Para difundir de manera eficaz el contenido de la Constitución se recurrió a los tradicionales mediadores entre poder y pueblo, es decir, a las parroquias y a los clérigos que desde ella tenían una gran influencia entre la población. “Que todo los curas párrocos de la monarquía —mandaba la Junta— expliquen a sus feligreses en los domingos y días festivos la Constitución política de la Nación, co­­mo parte de sus obligaciones, manifestándole al mismo tiempo las ven­­tajas que acarrea a todas las clases del Estado, y rebatiendo las acusaciones calumniosas con que la ignorancia y la malignidad hayan intentado desacreditarla”14. Y, en la misma dirección, se daban instrucciones a las escuelas de primeras letras y humanidades, a las universidades, seminarios conciliares, estudios públicos y privados y colegios de todo tipo. En todos los lugares se fijó una lápida en honor a la Constitución a la que rodearon de los atributos propios de una advocación religiosa, desde su traslado en procesión hasta su ubicación en una hornacina bajo un dosel, pasando por la rendición de honores, tañido de campanas, etcétera. El propio texto constitucional fue tratado de manera generalizada como un “libro sagrado”.


    El ciclo de restauración del régimen constitucional pasaba por la elección de los representantes de los ciudadanos en las instituciones municipales y nacionales. La restauración de los ayuntamientos de acuerdo con el texto gaditano fue una de las prioridades de la Junta Provisional. De hecho, el decreto fue publicado el 9 de abril, lo que da la medida de la importancia que tenía consolidar territorialmente a la nueva legalidad surgida de la revolución. “Para que el sistema constitucional que he adoptado y jurado, decía el real decreto, tenga la marcha rápida y uniforme que corresponde, he resuelto […] que en todos los pueblos de la monarquía se hagan inmediatamente las elecciones de Alcaldes y Ayuntamientos constitucionales”15. Como medida intermedia, las autoridades hubieran podido ordenar la reposición de las corporaciones suspendidas en mayo de 1814. Sin embargo, la propuesta contemplada era más ambiciosa y suponía la apertura de elecciones municipales para formar nuevos ayuntamientos constitucionales en todo el reino, implicando en el proceso a una parte importante de la población. De este modo, una de las primeras noticias sobre la revolución que llegó a oídos de los españoles fue que debían participar en estos comicios para elegir a sus representantes en el municipio. Las elecciones se celebraron entre la segunda quincena del mes de marzo y durante el mes de abril. Los que sí fueron repuestos en sus cargos fueron los jefes políticos que debían ocuparse de coordinar estas elecciones16.


    Por su parte, la convocatoria de elecciones a Cortes para los años 1820 y 1821 fue publicada el 22 de marzo. El decreto preveía abreviar al máximo los plazos para la celebración de los comicios con la intención de que la cámara pudiera inaugurar sus sesiones el 9 de junio. Ni siquiera se contaba con esperar a que las provincias americanas pudieran enviar a sus diputados electos; provisionalmente serían representadas por suplentes. “Ciudadanos: ya tenéis Cortes, ese ba­­luarte inexpugnable de la libertad civil, ese garante de la Constitución y de vuestra gloria. Ya tenéis Cortes, ya sois hombres libres, y el genio odioso de la tiranía huye despavorido de nuestro feliz suelo, llevando sus ensangrentadas cadenas a países menos venturosos. Volad a reuniros a vuestros hermanos y a elegir vuestros Diputados”, proclamaba la Junta Provisional.


    Se abrían así unas semanas de intensa actividad política orientada a un doble objetivo. De un lado, instruir a los ciudadanos españoles sobre la naturaleza de la Constitución que acababa de entrar en vigor y en cuyo marco jurídico se convocaban las elecciones de diputados a Cortes. Y, de otro, orientar el voto hacia determinadas candidaturas que se consideraban más afines a los intereses de los territorios. Algunos de los textos publicados adoptaron fórmulas muy didácticas que, a modo de diálogos entre personas del pueblo, mostraban los aspectos del debate que tenía lugar en todos los rincones de la monarquía. En ellos se combatían las críticas a la Constitución —ataques a la religión, abuso de la libertad de imprenta, liberalización de relaciones económicas, despojo de facultades al rey…—, se difundían sus virtudes —equidad en las contribuciones, igualdad de derechos, impulso a la educación, control sobre los presupuestos, garantías procesales…— y se señalaba a los sectores más hostiles al nuevo régimen —“obispos, clérigos, monjes, mayorazgos, rentistas, curiales…”—. Especial interés tienen las recomendaciones sobre la lógica de la participación en los procesos electorales —municipal y parlamentario— que tenían ante sí. “Porque así como de los buenos cimientos pende la seguridad de una casa —afirmaba el cura en uno de estos diálogos—, así también de las buenas elecciones parroquiales pende absolutamente el que sean buenos los ayuntamientos, que tienen a su cargo el buen Gobierno de los pueblos, y las Cortes, que son las que cuidan de la felicidad de toda la nación”. Y continuaba la recomendación sobre el sentido del voto:


    Si queréis tener un buen ayuntamiento constitucional que promueva el bienestar de todo el concejo, es indispensable que nombréis electores afectos a la Constitución, o que nunca hayan dado pruebas de ser opuestos a ella; de lo contrario tendréis un mal ayuntamiento, y sufriréis mil atrasos en la seguridad de vuestra personas y bienes, en la Administración e inversión de los propios y arbitrios, en los repartimientos y recaudación de las contribuciones, en las escuelas de primeras letras, en el reparo de caminos, calzadas, puentes, montes y plantíos del común y, sobre todo, no veréis adelantada la agricultura, la industria y el comercio, como debía esperarse con un ayuntamiento apasionado a la Constitución. Pues todas estas facultades se les conceden por ella a estos cuerpos territoriales.


    A partir de ahí el diálogo abordaba el tema de las elecciones a Cortes, donde las clases populares participaban en la designación de los electores de parroquia. “En escoger estos compromisarios está la dificultad, porque siendo estos afectos a la Constitución, el elector que ellos nombren precisamente lo ha de ser también”17.


    Guardianes de la revolución


    Entre el triunfo de la revolución, los primeros días de marzo de 1820 y la apertura de Cortes, el 9 de junio siguiente el régimen constitucional giró en torno a la Junta Provisional que, con Ballesteros a la cabeza, fue el núcleo principal de decisión de todo el proceso. Junto a ella actuaron el Gobierno y el rey al frente del Ejecutivo, y en los territorios los jefes políticos dependientes de la secretaría de Estado. La ausencia de contrapesos institucionales a la acción ejecutiva central otorgó un protagonismo político muy importante a otros actores que, de facto, asumieron la tutela y la defensa del proceso revolucionario. Es el caso de las juntas provinciales que se habían adherido al pronunciamiento de Riego —las reconocidas fueron las de San Fernando, La Coruña, Oviedo, Zaragoza, Barcelona y Pamplona— y habían proporcionado un apoyo social clave para el triunfo de la revolución. “A su celo, a su ilustración y al influjo de su crédito en la opinión general de sus conciudadanos —reconocía el secretario de Gobernación— se debe en gran ma­­nera la tranquilidad y el orden con que la Nación ha consumado sin violencia, y sin abandonar la senda del orden una revolución asombrosa”18. Estas se mantuvieron en pie todo el tiempo que el régimen constitucional careció de Cortes. Durante los meses que transcurrieron hasta la apertura del Congreso, ejercieron un papel de control sobre el Gobierno en virtud de ser depósitos temporales de soberanía, ya que habían surgido, de un modo u otro, de distintas formas de elección.


    En la misma dirección, también las sociedades patrióticas se invistieron de unas funciones de control sobre el poder19. Estos espacios de sociabilidad política que reunían a ciudadanos muy activos en el debate público, generalmente procedentes de las clases acomodadas, ejercieron una actitud de control sobre los poderes públicos, aspirando a desempeñar un papel relevante. No es de extrañar que una de las leyes aprobadas en el primer año pretendiera regular las atribuciones y funcionamiento de las sociedades patrióticas, limitando su capacidad de acción.


    La ciudadanía activa en defensa de la Constitución se alistó también en las filas de la milicia nacional20, que dispuso de un temprano reglamento provisional publicado el 24 de abril. Organizada en torno a las provincias, lo que le daba una gran amplitud territorial, tenía carácter voluntario y podían inscribirse en ella todos los españoles entre 18 y 50 años. Sus funciones eran de orden público, persecución de delincuentes, defensa ante enemigos exteriores y protocolo. Se identificarían por el uniforme “airoso, cómodo, barato y de géneros del país” y portarían armas, siempre que los ayuntamientos pudieran sufragar su coste21. Los oficiales eran elegidos por los propios milicianos, un mecanismo de democracia interna que cohesionaba al grupo y lo convertía en un importante actor político en el plano local.


    Finalmente, cabe señalar el papel desempeñado por el Ejér­­cito de la Isla y sus jefes más carismáticos —Riego, Quiroga o Arco-Agüero—, que ejerció como una fuerza que garantizaba el mantenimiento del régimen, pero también que permanecía vigilante ante la evolución del mismo. El propio Riego se había referido a él diciendo que había sido organizado por el Gobierno que “le consideraba como un apoyo pronto, seguro y decidido contra los enemigos de un sistema cuyos beneficios y ventajas no son aún bastante conocidos y apreciados”22. Con la intención de diluir su entidad y limitar su capacidad de intervenir en política, fue reconvertido en Ejército de observación de Andalucía como etapa previa a su disolución en agosto, que sería interpretada como un intento de debilitar al propio régimen constitucional.

  


  
    



    Capítulo 2


    LA VIDA POLÍTICA


    Durante el Trienio Liberal se puso en práctica por vez primera la Constitución en un escenario de normalidad institucional, es decir, en tiempos de paz y con la presencia del rey a la cabeza de la monarquía. En estas condiciones fue posible aplicar el sistema ideado en Cádiz y comprobar su alcance como instrumento para la construcción de un nuevo estado liberal. Al mismo tiempo, también se identificaban los puntos de fricción y las dificultades para conseguir que operase como una maquinaria bien ajustada. Pese a todos los problemas a los que debió hacer frente —el rey, las conspiraciones, las insurrecciones, la presión internacional, etcétera—, de lo que no cabe ninguna duda es de que el Trienio Liberal supuso una apertura de la vida política como jamás se había producido hasta la fecha en España. Las instituciones comenzaron a funcionar y fueron afirmándose en el desempeño cotidiano de su actividad, mientras la sociedad iba aprendiendo rápidamente los mecanismos de participación, se interesaba por los debates que agitaban la opinión pública y buscaba formas para participar a través de la multitud de instrumentos que se ofrecían ante sí. Todo ello configura un contexto político de una enorme riqueza e intensidad que conviene tratar con cierto detenimiento. Haremos aquí un recorrido desde la política de las instituciones hasta la de la calle, intentando sintetizar los distintos niveles de acción y participación que se produjeron en estos tiempos.


    Las Cortes


    La primera legislatura de las Cortes del Trienio comenzó el 26 de junio con la lectura del nombre de los diputados electos que realizó el secretario de Gobernación, Agustín de Argüelles, ya que no existía comisión permanente del Congreso. A partir de ahí se eligió la comisión que debía dirigir las juntas preparatorias para aprobar las actas de los diputados, recibir el juramento de la Cámara y elegir al presidente, vicepresidente y secretarios de las Cortes. Así, finalmente, el día 9 de julio de 1820 tuvo lugar la solemne apertura de las Cortes en el antiguo edificio de doña María de Aragón —el mismo que en la actualidad ocupa el Senado—, bajo la presidencia de José Espiga, arzobispo de Sevilla y diputado por Cataluña. A las nueve de la mañana los diputados ya se encontraban ocupando sus escaños en el salón de plenos y desde la tribuna presenciaba la sesión, además del cuerpo diplomático, los miembros del consejo de Estado y el Tribunal Supremo, un inmenso gentío.


    Un poco más tarde llegaron la reina y las infantas, que permanecieron de pie, junto a la comisión que les había recibido, aguardando la llegada del rey. Fernando VII entró a continuación, acompañado de los infantes y una larga servidumbre de gentilhombres y mayordomos. El rey iba descubierto, subió al trono y se sentó. Hasta él llegaron después el presidente de la Cámara y los dos secretarios, que mantuvieron abierto un ejemplar de los Evangelios. El rey se puso en pie y con él todos los asistentes, y apoyando la mano derecha sobre el libro pronunció el juramento en el que se comprometía a conservar la religión católica en el reino, a guardar y hacer guardar la Constitución política y la leyes de la monarquía española, a mantener íntegro el reino, a no exigir ningún impuesto sin autorización de las Cortes y a respetar las propiedades y la libertad política de los españoles y de la nación.


    A continuación, el presidente de las Cortes pronunció su discurso de apertura formal, en el que recordaba al rey el origen del momento que estaban viviendo. Evocaba el tiempo de la gue­­rra contra los franceses en que, estando ausente el rey, “rugió el león de España”, es decir, la nación, en un “grito general y uniforme”.


    [Y] mientras que los bravos guerreros presentan sus pechos de bronce y ahuyentan de este virtuoso suelo las legiones del tirano, los Padres de la Patria, que habían sido llamados por el voto general de las provincias, restablecen la Constitución de la monarquía española, que, declarando solemnemente sagrada e inviolable la persona del Rey, afianza más la Corona sobre las Reales sienes de vuestra majestad, le asegura de las viles asechanzas de algún valido, y puede así vuestra majestad hacer más libremente el bien de los pueblos y su pública felicidad23.


    La respuesta del rey, un texto leído que había redactado Argüelles, partía del olvido del pasado, “circunstancias lamentables que deben borrarse de nuestra memoria”. Y a partir de ahí planteaba sumariamente las labores que tenía por delante el ejecutivo. Señalaba la decadencia de la Hacienda Pública y la necesidad de establecer bases sólidas para recurrir al crédito público. Proponía la reforma de los códigos que deben guiar a los magistrados en la Administración de justicia, la adaptación de la Administración local a la Constitución y la reestructuración del ejército en sentido nacional. Sobre América mostraba su confianza en que el restablecimiento de la Constitución allanara la solución de los territorios disidentes, y en materia de política exterior señalaba algunas cuestiones fronterizas pendientes con Estados Unidos, otras derivadas de la toma de Montevideo y medidas a adoptar en el Mediterráneo para garantizar la navegación. Concluía diciendo que iba a consagrar todas sus facultades en el “establecimiento y conservación entera e inviolable de la Cons­­titu­­ción”. Con el juramento del rey y la apertura de las sesiones de Cortes ordinarias quedaba establecido el último de los poderes constitucionales que faltaba y el régimen liberal se hallaba en condiciones de avanzar con normalidad en los desafíos que tenía ante sí.


    Los diputados


    ¿Quiénes eran aquellos diputados que el 9 de julio se aprestaban a comenzar una legislatura única por su trascendencia política? Aquellas primeras Cortes habían sido elegidas, como establecía la Constitución, en un sistema de tres grados (parroquia, partido y provincia). Reunían representantes de la España peninsular y de Ultramar, aunque estos últimos no serían elegidos en sus respectivos distritos hasta el segundo semestre de 1820. De momento actuarían en su lugar, como veremos más adelante, 30 diputados suplentes elegidos entre los americanos residentes en Madrid. Al final, debido al proceso insurreccional que se estaba viviendo en América, solo pudieron ser elegidos 85 diputados de los 168 que componían la representación ultramarina, o lo que es lo mismo, los representantes de 34 provincias correspondientes a 7 de las 11 circunscripciones24. De ellos fueron 59 los que llegaron a tomar posesión en un Parlamento teórico de 243 diputados que tuvo una tasa de ocupación de los escaños del 88,48%, según datos de Quintí Casals. Su actividad se desarrolló en tres periodos de sesiones (9 julio-9 noviembre 1820, 1 marzo-30 junio 1821 y 28 septiembre 1821-14 febrero 1822) que finalizaron a comienzos de 1822 con unas nuevas elecciones.


    Entre los diputados electos destacaba el grupo de los eclesiásticos con un 27,6%, un número muy elevado todavía a pesar de haber experimentado un descenso considerable desde la últimas Cortes ordinarias de 1813 (36,36%). Los miembros del clero demostraban así, tras el triunfo de la revolución, que seguían siendo los mediadores preferidos por la comunidad para defender sus derechos ante las autoridades, incluso las del liberalismo. En segundo lugar aparecían los militares, que con un 17% ponían de manifiesto su protagonismo en todo el proceso político que había llevado a los comicios y la confianza depositada en ellos como guardianes del nuevo régimen. Tras ellos venían diversos colectivos identificados por su capacidad profesional para gestionar asuntos públicos. De un lado los abogados, con un 15%, expertos en tratar con la Administración y a los que se les reconocía de este modo la pericia para gestionar adecuadamente su representación. Después se situaban los funcionarios y diversos cargos públicos, con un 12%, que veían reflejando en sus votos la confianza en la experiencia de aquellos que co­­nocían bien la Administración. A continuación, con un 8%, estaban los que se agrupan en una denominación genérica de magistrados e intelectuales, lo que proyectaba de nuevo la búsqueda de representantes cualificados como mediadores oportunos con las instituciones que estaban en proceso de formación. En cuanto a los sectores sociales más vinculados a la burguesía (comercial-industrial) y agraria (hacendados), su presencia es ambigua, ya que los primeros estaban todavía muy escasamente representados (2,5%), mientras que los últimos habían experimentado un importante aumento respecto al último Parlamento y representaban el 6,88%. Finalmente, la presencia de la nobleza había registrado un descenso muy notable en estas Cortes (1,88%) en relación con las anteriores (5,11%), un signo evidente de que los electores habían identificado que el nuevo régimen se alejaba rápidamente de la aristocracia como elite capaz de gestionar sus intereses ante las instancias políticas.


    Es lógico que el reclutamiento del nuevo personal político se realizara a partir de la posición social y profesional de los candidatos, pero también de su experiencia previa en situaciones similares. Por eso, entre los parlamentarios que se dieron cita aquel 9 de julio tenían un peso especial los antiguos diputados de las Cortes de Cádiz, ya fuera en las extraordinarias o en las ordinarias. El número de aquellos que contaba con experiencia parlamentaria anterior era de 3325, lo que significaba un importante núcleo de referencia. Ahora bien, no todos los antiguos diputados estaban en las bancadas del Congreso. Los había también formando parte del Gobierno, ya que la ley hacía incompatibles las funciones de diputado y de ministro. La influencia de los diputados doceañistas sobre los primeros compases del Trienio fue decisiva, configurando el bloque central de las posiciones denominadas moderadas, una circunstancia que nos lleva a tratar de manera más detenida la cuestión de la configuración de los partidos que iban a articular la vida política bajo el régimen constitucional.


    Los partidos


    No es fácil definir de manera clara los partidos que disputaron el espacio político del Trienio Liberal, fundamentalmente por dos razones. La primera de ellas es que la publicística antiliberal y, más tarde, las historiografías herederas de estas posiciones desarrollaron una interpretación deslegitimadora del régimen basada en dos ejes: el enfrentamiento y la conspiración. De un lado atribuían al liberalismo un mal funcionamiento congénito que era el enfrentamiento entre diferentes fracciones. Hacían, pues, de la disputa política una anormalidad del sistema, en lugar de interpretarla como la dinámica lógica de un cuerpo de representantes y actores políticos que poseen ideas diversas sobre la realidad y sobre las soluciones posibles que deben ser aplicadas. Añorando las formulaciones unitarias, más propias del Antiguo Régimen, una parte de la historiografía nunca llegó a entender que el combate de ideas, incluso la disputa táctica de las posiciones en el terreno de la opinión pública, constituía un signo de dinamismo del sistema y no el preludio de la inmediata guerra civil.


    De otro lado, consideraban que toda agrupación política era conspirativa y, por lo tanto, ilegítima. La inexistencia de burocracias de partido, propias de una fase temprana en el desarrollo del sistema liberal, hicieron necesario implementar sistemas de articulación de la opinión y de definición de estrategias propias de la acción política liberal. No hay nada de ilegítimo —sino que es constitutivo del sistema— en el establecimiento de planes de acción política o en la utilización de reuniones con la intención de ampliar el peso de determinadas posiciones y obtener mayorías tanto en el Parlamento como en la opinión pública. Considerar conspirativa cualquier reunión es no comprender los mecanismos básicos para la construcción de consenso político en las sociedades liberales. El efecto hipnótico que han ejercido las sectas en los críticos del sistema se ha extendido sobre los análisis del Trienio como una mancha de aceite. Sin embargo, esta denuncia sobre la perversión de un régimen que se movía a golpe de conspiración nunca ha llegado a ser más que una excitante intuición paranoica cuyos mecanismos no han sido descritos. Hubo en la política del Trienio partidos, “sectas” y facciones, por supuesto, pero estos no fueron mecanismos oscurantistas que hicieron de la vida pública una sucesión de episodios conspirativos orientados a traicionar la opinión general ni los intereses de la mayoría.


    La segunda de las razones aducidas que hacen difícil el análisis de la vida política del Trienio nace de aquí, de la escasa estructura organizativa propia de que disponían los partidos y la dependencia parcial de otras plataformas que podían servir de instrumento para la consecución de sus objetivos. Periódicos, cafés, sociedades —secretas o no—, milicia, círculos profesionales… Todo era susceptible de ser utilizado como fórmula para cohesionar la línea política que configura un partido. Su dinamismo, y la voluntad de participación de los actores en los distintos niveles de la política, hace muy compleja, pero enormemente fértil, la tarea de analizarlo. El Trienio Liberal fue un episodio histórico de una enorme intensidad política protagonizado por actores intelectualmente muy bien preparados y que actuaron con un compromiso e intensidad dignos de consideración. De ahí que nuestra interpretación de este tiempo germinal del liberalismo en España se esfuerce por explicar el funcionamiento de la política, en sus mecanismos y lógicas internas, y no tanto en dar rienda suelta a prejuicios heredados que, si bien son excitantes en su relato, carecen de fundamento científico.


    En estas Cortes de 1820 convergían dos concepciones de la política liberal: la de los moderados y la de los exaltados; que coincidían, en términos generales, con dos generaciones de políticos26. La primera de ellas la defendían aquellos que contaban con la experiencia de las Cortes de Cádiz, los moderados, hombres que habían contribuido a la redacción de la Constitución o que habían participado en la forja de la vida parlamentaria durante los primeros tiempos del liberalismo. Sus ideas y su compromiso con el régimen estaban fuera de toda duda, pero consideraban que la actividad política de la Cámara debía avanzar hacia la consolidación institucional del régimen, y eso requería mantener las riendas de la política desde las Cortes y estrechar el margen de participación popular para evitar derivas del régimen hacia posiciones más avanzadas. Con su actividad contribuyeron a desmantelar jurídicamente el Antiguo Régimen, comenzando por la aplicación y el desarrollo de las bases establecidas por las Cortes de Cádiz. Destacaron en las filas de moderantismo, bien desde la tribuna de las Cortes, bien desde los puestos del Gobierno, hombres relevantes de la política del primer liberalismo como Agustín de Argüelles, Diego Muñoz Torrero, Francisco Martínez de la Rosa, el conde de Toreno, José Espiga, Marcial Antonio López, Nicolás María Garelly, Eugenio de Tapia, Diego Clemencín o José Ma­­ría Moscoso.


    Avanzado el Trienio, de las filas de los moderados surgió la Sociedad Constitucional, más conocidos como los “anilleros”. Tenía como objetivo poner freno a las actitudes radicales que podían amenazar la estabilidad del régimen constitucional. Para ello, estaban dispuestos a aceptar una reforma de la Constitución incorporando una segunda Cámara y devolviendo al rey algunas de sus prerrogativas. Para Miraflores la formaban “hombres respetables” que decidieron darle la forma de una sociedad literaria que funcionara con conocimiento a las autoridades civiles, sin conseguir grandes resultados27. Para sus adversarios, sin embargo, esta sociedad buscaba “un punto de contacto, un medio de conciliación entre el servilismo puro y el mal llamado moderantismo”, basado en “un pacto inicuo”, “la reforma de la Constitución sobre el pie de las cámaras francesas”. Y le atribuía una gran influencia dentro de la Administración. “Como los anilleros eran los más fuertes —decían— empezaron cargando con los empleos y de ahí salió ese torrente asolador de jefes políticos y comandantes militares que son hoy el azote de nuestras míseras provincias”28.


    En oposición a estas actitudes moderadas dentro del orden constitucional se presentaron los llamados “exaltados”. Estos encarnaban posiciones mucho más dinámicas, partidarias de profundizar socialmente el régimen y abrir los espacios de participación. En el campo exaltado las posiciones ideológicas y tácticas se realimentaban entre sí, haciendo muy difícil separar unas de otras. Dar poder a la sociedad, a través de la milicia, las sociedades patrióticas o de una amplia libertad de imprenta, eran principios que movían la acción política de los exaltados. Pero, al mismo tiempo, a través de estas vías de participación abrían su espacio político, adquirían fuerza e influencia y conseguían consolidarse como grupo relevante en la toma de decisiones. El núcleo de los exaltados lo constituían los impulsores del levantamiento, como Antonio Alcalá Galiano y Fran­­cisco Javier de Istúriz, junto con los artífices militares del mismo, como Riego o Quiroga, a los que se incorporaron otros políticos partidarios de una interpretación social del liberalismo como José María Moreno Guerra, José María Calatrava, Juan Romero Alpuente, Juan Palarea, Francisco de Paula Gascó o Alvaro Flórez Estrada.


    Con el paso de los meses los exaltados fueron ampliando su presencia pública y también las disputas por la hegemonía interna dentro del campo político. Si la masonería había sido un hilo conductor que cohesionaba en torno a ella las actitudes de los exaltados —aunque sus miembros podían encontrarse en todos los sectores del liberalismo—, pronto surgieron, dentro de este espacio, posiciones que se destacaban por ser más radicales. Estas terminaron articulándose a comienzos de 1821 en otra suerte de sociedad29, los comuneros o hijos de Padilla, que no solo daba curso a una concepción más avanzada de la política, sino que abría posibilidades de poder a sus miembros más destacados, como José Manuel Regato, Juan Romero Alpuente o el general Ballesteros, José María Moreno Guerra, José María Torrijos o Juan Palarea.


    A lo largo del Trienio circularon rumores de conspiraciones republicanas —en Málaga, Lucas Medialdua Barcó; en Barcelona, Jorge Bessières; o en Zaragoza, Cugnet de Montarlot— que, en la mayor parte de los casos, fueron operaciones amplificadas desde sectores conservadores o serviles para descalificar a quienes mostraban posiciones políticas con cierta carga de radicalismo. Como decía Romero Alpuente, la acusación de republicanismo era una “atroz calumnia”, una manera de “perder como republicanos a los constitucionales más decididos”30. Al mismo tiempo les permitía censurar al régimen por ser un simple paso intermedio hasta alcanzar el verdadero objetivo, que era acabar con la monarquía. En realidad, en lo que a los republicanos se refiere, habría que compartir la opinión de Martín González de Navas, quien no pensaba que existiera “un partido de tales gentes”.


    Los que sí que adquirieron una presencia importante en la vida política, incluso se les llegó a identificar como partido, fueron los afrancesados. Estos, caracterizados por su alta cualificación profesional y su competencia en funciones de la Administración, pudieron ir retornando a España después del Decreto de 26 de septiembre de 1820, que “permitía regresar a España a todos los que emigraron por haber obtenido encargo o destino del Gobierno intruso, o manifestado de otro modo su adhesión al mismo”, restituyéndoles los bienes que les hubieran sido secuestrados31. Desempeñaron un papel muy activo en la prensa, con cabeceras como El Censor, El Imparcial, El Universal o la Miscelánea del Comercio, Política o Literatura, y con autores como Félix Reinoso, Alberto Lista, Sebastián Miñano o José Gómez Hermosilla. En realidad nunca fue un grupo organizado, pero desde fuera fue percibido como colectivo por su enorme presencia pública a través de la publicación de libros, periódicos y folletos, muy superior a su realidad numérica. Claude Morange lo atribuye a su disponibilidad de medios financieros y a su elevada preparación intelectual32. El grupo afrancesado reforzó mucho la posición de los moderados en el debate público.


    Aparte estaban los realistas, opuestos al sistema constitucional y partidarios de devolver al rey al centro del poder político. No obstante, también entre ellos había discrepancias sobre el camino a seguir. Existía una corriente, encabezada por el general Francisco Eguía y apoyada ampliamente por la diplomacia francesa, partidaria de reformar la Constitución creando dos cámaras y acomodando el modelo español a la Carta que Luis XVIII había adoptado en 1814. Por otro lado, estaban los partidarios de dejar el poder en manos del rey de acuerdo con posiciones absolutistas más convencionales. El principal representante de esta posición era el marqués de Mataflorida, que intentó hacer valer sus posiciones en las cortes europeas más intransigentes como Rusia y Austria. En buena medida su posición coincidía con la del monarca, que consideraba inadecuado ceder a ninguna fórmula de Gobierno constitucional, convencido como estaba de que podía disponer del poder absoluto sin riesgo a los excesos del poder absoluto “que ejercí —había escrito al zar de Rusia— desde el año 1814 hasta el de 1820 con […] prudencia, economía y felicidad”33.


    El rey


    Posiblemente sea la figura de Fernando VII uno de los puntos más críticos para la estabilidad de la vida política durante el Trienio. Su concepción del poder, claramente absolutista, le convertía desde el principio en un obstáculo para el normal funcionamiento del régimen constitucional. Y, sin embargo, era una pieza clave para la articulación de los poderes ejecutivo y legislativo, es decir, para el desempeño cotidiano de las labores de Gobierno. Su comportamiento, un combinado de dilación, desconfianza y enredo, convirtió las relaciones entre las Cortes y el monarca en un infierno. Un infierno que cogió en medio al Gobierno que, en aquellas condiciones, nunca consiguió ganarse ni la aceptación del monarca ni tampoco el respeto de la Cámara legislativa.


    El rey había aceptado la Constitución y la había jurado en marzo de 1820, ratificando el juramento ante las Cortes en julio de ese mismo año. En estas circunstancias, buena parte de la sociedad española consideró que se había creado un nuevo consenso y que el régimen constitucional estaba en condiciones de durar porque todos los actores importantes habían ya aceptado su papel. Sin embargo, Fernando VII comenzó a disputar desde el primer momento con el Gobierno que le había sido impuesto y cuyos miembros, procedentes de las filas del liberalismo, le recordaban no solo el fracaso de su apuesta por restaurar el absolutismo, sino también el escaso margen de maniobra que tenía para gobernar sin contar con la confianza del Gabinete.


    En una ocasión, al comprobar que no podía realizar nombramientos por su propia iniciativa, le había dicho al marqués de las Amarillas, en un arrebato de ira, “¿[…] no soy yo el Rey constitucional y puedo, con arreglo a la Constitución, disponer de la fuerza armada y hacer todos los nombramientos que me parezcan en el Ejército y Armada?”34. Muy pronto comprobó que no podía tomar ninguna decisión sin que fuera ratificada por el secretario correspondiente, lo que le llevó a establecer una extraña relación con el régimen. Mantuvo formalmente su posición institucional, aunque en público se permitiera algún exceso retórico y en privado, ante los ministros, actitudes displicentes y proclives al conflicto. Además, en torno a él giraban todas las iniciativas orquestadas para acabar con el régimen constitucional, ya fueran golpes de estado, insurrecciones militares o intervenciones internacionales. El rey era la fuente de legitimación de todas las acciones conspirativas y sus hombres de confianza se movían entre las cancillerías y las juntas, entre las partidas absolutistas y los claustros, tejiendo complicidades realistas con el aval del monarca.


    La política en la calle


    Durante el Trienio Liberal la sociedad española vivió un extraordinario proceso de politización vertical. La política no quedó reducida al espacio institucional, sino que se abrió paso llegando a todos los rincones, aprovechando las múltiples posibilidades que ofrecía el nuevo marco de libertad definido por la Constitución. Fue una época de aprendizaje. Y esto suponía experimentar las posibilidades de participación que ofrecía el régimen, con las consiguientes fricciones entre diversos actores que competían por obtener una parcela de poder en diferentes ámbitos. Las opciones eran numerosas. Había territorios nuevos como el de la milicia o las sociedades patrióticas; otros que se habían ampliado mucho, como el de la prensa; y algunos más, como la calle, el café o el púlpito, que simplemente estaban en proceso de transformación dada la intensidad con la que se estaban sucediendo los acontecimientos.


    Desde la temprana declaración de la libertad de imprenta, realizada por la Junta Consultiva el 10 de marzo, el mismo día que el rey se dirigía por primera vez a la nación, esta actividad vivió una auténtica explosión. Esta es la mejor demostración del carácter central que tenía la “libertad política de la prensa” para “contribuir a consolidar más firmemente” las bases de la Constitución política de la monarquía35. El marco era propicio para la publicación de libros y todo tipo de opúsculos y hojas volanderas, aunque fue la prensa periódica la que aprovechó al máximo las nuevas posibilidades. Alberto Gil Novales estimaba en 680 la cifra de cabeceras publicadas durante el Trienio, lo que da una buena medida de la importancia que tuvo la opinión y la información en la configuración de la vida pública durante estos años36.


    A los periódicos ya existentes, que se adaptaron a los nuevos tiempos, como El Diario de Madrid o la Gaceta de Madrid, El Constitucional, o la Miscelánea, se sumaron muy pronto infinidad de nuevas cabeceras, entre ellas algunas que alcanzaron gran prestigio e influencia como El Censor, El Universal, La Colmena, El Conservador, El Espectador o El Eco de Padilla. Los periódicos se leían en voz alta en los cafés y en las sociedades patrióticas, pero también en las plazas y en las tertulias, haciendo circular las noticias españolas y extranjeras y dando forma a las opiniones con frecuencia ardientemente partidarias. Especial impacto tuvieron algunos periódicos satíricos que agitaban con éxito la imaginación de los lectores, como El Zurriago o La Tercerola. Los periódicos serviles aparecieron con posterioridad, recuperando cabeceras como El procurador general del Rey, o publicando otras nuevas como La Verdad contra el error y desengaño de los incautos. La aparición de un periódico de periódicos, titulado La periódico-manía, pone de manifiesto la eclosión constante de cabeceras y el interés del público por tener noticia de todo lo que ocurría37. Los editores imaginaban en el primer número las condiciones de venta de la publicación: “Oiremos a los ciegos gritar por las calles y las callejuelas, plazas y plazuelas […]. A las mujeres que están sentadas en la puerta del Sol, haciendo descansar las nalgas sobre los talones de sus pies, con su esportilla periódica delante […]. Luego veremos en las puertas de las librerías unos cartones con letras colosales que digan: La periódico-manía”38. El fenómeno no se limitó a Madrid, sino que procesos similares pueden reconocerse en todas las capitales de provincias, donde los periódicos disputaban entre sí por influir en la opinión pública con la misma intensidad. Periódicos como el Diario de Barcelona o el Diario Constitucional de Barcelona, El Diario Constitucional de Granada, El liberal Guipuzcoano, El Diario Constitucional de Zaragoza, Diario de la ciudad de Valencia, el Correo General de Sevilla o El Diario Gaditano son una pequeña muestra del florecimiento que experimentó la prensa en todo el país.


    La política se apoderó de los cafés, que disfrutaron de un momento de efervescencia al calor de la libertad inaugurada con la revolución. Algunos como La Fontana de Oro, el Café de Lorencini o La Cruz de Malta, en Madrid, fueron sede de sociedades patrióticas que funcionaban como clubes de discusión donde los afiliados se reunían para debatir en torno a una tribuna sobre las últimas noticias. La vida de las sociedades fue muy intensa y no se limitó a las palabras. En ellas se fraguaron algunas de las manifestaciones que más tarde se apoderaban de las calles para presionar al Gobierno o a las autoridades. De ahí que fueran suspendidas temporalmente hasta la publicación de un reglamento mucho más restrictivo. Generalmente fueron tribunas del pensamiento exaltado, pues los moderados veían un riesgo en la amplia participación que permitían estos ámbitos de sociabilidad política. El conservador marqués de las Amarillas, duramente criticado en las sociedades durante sus tiempos de ministro, no podía dejar de expresar el rechazo que le merecía una fórmula política tan abierta.


    Un café llamado de Lorencini —afirma—, que por su buena situación en la Puerta del Sol era muy concurrido, fue el primer teatro de sus vociferaciones; allí se erigió una tribuna pública, donde unos cuantos pillos predicaban la anarquía bajo el nombre santo de la libertad. Un albañil, algún oficial retirado y otros, cuya clase y ocupación se ignoraba, fueron los primeros oradores de aquellos ridículos clubs y yo el Filipo de sus arengas demostenianas39.


    Aunque hay quien dice que la asistencia a estos espacios nunca fue tan popular como pretendía el indignado marqués40.


    También cabe señalar el papel político desempeñado por la milicia nacional. Tras las tempranas disposiciones que la pusieron rápidamente en pie, fueron publicadas nuevas órdenes que consolidaron su presencia en la vida pública española. La milicia nacional era plasmación del precepto constitucional recogido en los artículos 362-365 y tendrá un enorme desarrollo durante el Trienio. El carácter electivo de sus miembros, su arraigo en el espacio local, las responsabilidades asignadas en materia de orden público y el hecho de portar armas les convirtieron en un elemento político de primera magnitud en el ámbito municipal. Su propia fórmula de juramento pone de manifiesto una enorme autonomía en este espacio: “¿Juráis a Dios defender con las armas que la patria pone en vuestras manos la constitución política de la monarquía, obedecer sin excusa ni dilación a vuestros jefes en cualquier acto del servicio nacional, y no abandonar jamás el puesto que se os confíe?”41. La endémica ausencia de fuerzas militares regulares tuvo como consecuencia que la milicia se convirtiera en tropa de choque contra las sublevaciones serviles en las poblaciones y contra las partidas realistas en el campo, lo que reforzaría todavía más su peso político.


    La educación política de la sociedad española se produjo en muchas otras circunstancias, ya que todos los ámbitos de la vida cotidiana, de un modo u otro, se tiñeron de política durante el Trienio. Así, los púlpitos de las iglesias, tradicionales espacios de mediación entre las autoridades y los individuos, sirvieron para transmitir mensajes ligados a la nueva realidad del poder. Por indicación del Gobierno, los párrocos se hicieron intérpretes del mensaje constitucional hacia sus feligreses, pero en el seno de la Iglesia una parte importante de sus miembros siguieron vinculados ideológicamente al Antiguo Régimen y se encargaron de proyectar una imagen contraria y crítica sobre el nuevo régimen liberal. También las canciones y los poemas, el recitado de los ciegos y todo tipo de espectáculos callejeros fueron reflejo de la vida política, propiciando la crítica, el rumor, la difusión de ideas y prejuicios; y todo a gran velocidad, en un entorno excitante en el que los participantes mostraban un inusitado interés por cuanto sucedía a su alrededor. El teatro fue el crisol de todo ello. En sus extensas veladas, los españoles de la época asistían a comedias patrióticas protagonizadas por los héroes del día, a largas interpretaciones musicales alusivas a los hechos políticos y a recitales de poemas que entre bromas y veras ilustraban a los asistentes sobre los acontecimientos más importantes. Y todo ello con la participación del público que silbaba, cantaba o aclamaba según el signo de la provocación que había en escena y del estado de ánimo que imperaba en el patio de butacas.


    En definitiva, el marco constitucional establecido por la revolución de 1820 permitió la aparición de una esfera pública donde los ciudadanos comenzaron a participar según sus posibilidades y sus intereses. El Gobierno moderado hubiera deseado que la política se hiciera en el seno de las instituciones, pero existían otros actores que habían experimentado la posibilidad de actuar en el terreno político y que no estaban dispuestos a renunciar a potenciales parcelas de poder. El debate fue muy intenso. Debate de ideas, pero también disputa por los símbolos y por los espacios en las calles. Y todo ello sin olvidar el papel de la fuerza, ingrediente que no siempre se consideraba ilegítimo para conseguir los resultados políticos deseados. Artesanos y militares, obreros y periodistas, comerciantes y profesionales, así como clérigos, propietarios, empleados… y, entre ellos, no pocas mujeres. Todos salieron a la calle durante el Trienio a informarse y a participar de una suerte de fiebre que parecía llevarles colectivamente a la política.

  


  
    


    Capítulo 3


    EL PROYECTO LIBERAL


    Disolución jurídica del Antiguo Régimen


    Las Cortes de 1820 comenzaron su andadura en julio. Los diputados allí reunidos eran conscientes de que los trabajos que iban a iniciar no partían de cero. Se sabían continuadores de una labor que había sido bruscamente interrumpida seis años atrás, en mayo de 1814, por un golpe de Estado. Asumieron como prioridad retomar el curso legislativo de la anterior asamblea, en particular con aquellas leyes fundamentales orientadas a desmantelar el Antiguo Régimen y que debían consolidar las bases de la sociedad liberal. La secuencia es reconocible. Después de los decretos en tiempos de la Junta Provisional, que abolieron la Inquisición, proclamaron la libertad de imprenta, incorporaron a la nación los señoríos jurisdiccionales y abolieron los privilegios exclusivos, privativos y prohibitivos, establecieron la milicia nacional, ordenaron demoler todos los signos de vasallaje o restablecieron la libertad de industria, las Cortes tomaban el relevo. El proceso fue técnicamente lento y no estuvo exento de dificultades, pero contó con algunos hitos que permiten reconocer los avances.


    En la línea de poner fin a los bienes de manos muertas, que obstruían la circulación de propiedades en el mercado de la tierra, el 27 de septiembre se publicó el decreto que suprimía todo tipo de vinculaciones. “Quedan suprimidos —decía— todos los mayorazgos, fideicomisos, patronatos y cualquiera otra especie de vinculaciones de bienes raíces, muebles, semovientes, censos, juros, foros o de cualquiera otra naturaleza, los cuales se restituyen desde ahora a la clase de absolutamente libres”42.


    En la misma dirección debía operar el Decreto de 1 de octubre de 1820, por el que quedaban suprimidos todos los monasterios de las órdenes monacales, así como “los de canónigos reglares de San Benito, de la congregación claustral Tarraconense y Cesaraugustana; los de San Agustín y los Premostratenses; los conventos y colegios de las órdenes militares de Santiago, Calatrava, Alcántara y Montesa; los de la de San Juan de Jerusalén y de Betlemitas, y todos los demás de hospitalarios de igual clase”. En cuanto al resto de los regulares, se suprimían las comunidades que tuvieran menos de 24 religiosos ordenados in sacris y se prohibía la existencia de más de un convento de la misma orden en cada localidad. También se prohibía el ingreso de novicios y la fundación de nuevos conventos, y era autorizada la secularización de cualquier religioso que lo deseara. Además, los bienes muebles e inmuebles pertenecientes a los monasterios, conventos y colegios suprimidos fueron aplicados al crédito público. Esta medida marcaba claramente la intención de poner coto a la pre­­sencia social de la Iglesia y limitar sus bases organizativas y la den­­sidad de sus redes sobre el territorio.


    También se orientaba a recortar los privilegios de la Iglesia, en este caso golpeando directamente su línea de flotación económica: la discusión sobre los diezmos. El debate se planteó en octubre y en él se confrontaron las tesis abolicionistas y las que proponían el respeto al ámbito religioso. El resultado final no se vería hasta el año siguiente, con el Decreto de 29 de junio de 1821 sobre reducción de diezmos y primicias, que suponía la supresión de la mitad del diezmo pagado por los campesinos a la Iglesia. La medida implicaba un reajuste completo de su base económica, en especial del clero parroquial, a cuyo mantenimiento estaban preferentemente destinados los diezmos y las primicias.


    Las Cortes también actuaron en la delimitación del terreno de juego en el que debía desarrollarse la actividad política, así como en la selección de los jugadores y en el establecimiento de las normas. La mayoría moderada que dominaba las bancadas del Congreso impulsó leyes orientadas a reforzar su concepción del espacio constitucional y a facilitarle el ejercicio del poder. Antes de terminar el mes de septiembre, como hemos visto, se había publicado la ley de amnistía que permitía el retorno de los afrancesados, una elite de em­­pleados y políticos cuyos planteamientos reforzaban, sin duda, las posiciones del liberalismo más moderado. De otro lado, se decidieron a bloquear la acción de una de las plataformas políticas que más se había dejado notar en los primeros meses del régimen constitucional como instrumento de posiciones políticas exaltadas: las sociedades patrióticas. El decreto publicado el 21 de octubre de 1820 puso fin a la reunión organizada para la discusión de asuntos políticos. “Los individuos que en adelante quieran reunirse periódicamente en algún sitio público para discutir asuntos políticos, y cooperar a su recíproca ilustración —rezaba el decreto—, podrán hacerlo con previo conocimiento de la autoridad superior local”, que se hacía responsable del desarrollo43. Se les privaba expresamente de su condición de corporación, de manera que “no podrán representar como tal, ni tomar la voz del pueblo, ni tener correspondencia con otras reuniones de igual clase”. Esta era, en definitiva, la cuestión: impedir que la calle se consolidara como un espacio político alternativo capaz de operar como un Parlamento paralelo, cuestionando a las instituciones y presionando sobre la actividad política desarrollada en los espacios oficiales.


    Finalmente, en abril de 1821 fue publicado el decreto dirigido a castigar a los enemigos de la Constitución. Se trata de un texto muy extenso donde se identifica todo el abanico de delitos y todos los posibles responsables. Las Cortes se aplicaron a fondo para poder actuar dentro de la legalidad contra las potenciales amenazas.


    Cualquier persona —reza el artículo 1—, de cualquier clase y condición que sea, que conspirase directamente y de hecho a trastornar, o destruir, o alterar la Constitución política de la monarquía española, o el Gobierno monárquico moderado hereditario que la propia Constitución establece, […] será perseguida como traidor y condenada a muerte44.


    A partir de ahí se despliega una amplia tipología de delitos y de responsables, con exclusión de los militares y de los delitos de im­­prenta, que ya contaban con legislación específica. Delitos de palabra, por escrito o por acción. Especial atención reciben aquellos cometidos por empleados públicos o eclesiásticos, sin olvidar a los jefes políticos, los alcaldes y los regidores, y aquellas modalidades de delito que provocaran sedición o alboroto popular, así como las que obstruyeran tanto el normal funcionamiento de las instituciones como los procesos electorales. Con este decreto el régimen constitucional se dotaba de instrumentos para neutralizar a sus enemigos, incluso si estos se hallaban en las más altas esferas del poder como jueces, diputados o secretarios de despacho. Hasta el propio rey era objeto de atenta vigilancia en algunos de sus artículos.


    En definitiva, las Cortes habían continuado la labor legislativa interrumpida seis años atrás. Adaptándose al nuevo escenario político, habían comenzado a desarrollar leyes orientadas a crear una sociedad liberal en la que desaparecieran los privilegios y se facilitara la libre circulación de las propiedades. Pero no solo eso. Se habían planteado algunas cuestiones fundamentales sobre el régimen constitucional. De un lado, los enemigos, estableciendo una tipología delictiva que permitiera perseguir y exigir responsabilidades a quienes pusieran en riesgo las instituciones. De otro, la cuestión de la participación, suscribiéndola, de acuerdo con una concepción moderada del poder, al espacio oficial y restringiéndola al máximo en otros ámbitos como la prensa, las sociedades patrióticas o la calle.


    Riego en Madrid


    El papel que debía desempeñar la calle en el funcionamiento del régimen (es decir, la función de la participación popular en el día a día de la política) había pasado al primer plano de la actualidad. El Gobierno moderado prefería que los debates y las decisiones tuvieran lugar dentro de las instituciones. Así lo había puesto de manifiesto muy pronto con la rápida disolución del Ejército de la Isla. Se negaba a tener una fuerza armada liderada por oficiales que eran héroes de la revolución, fiscalizando sus decisiones con la amenaza de movilizarse si surgían discrepancias. Sin embargo, la medida iba dirigida contra una fuerza que encarnaba el espíritu del régimen constitucional y fue implementada por el más conservador de los ministros, el marqués de las Amarillas, lo que hizo que fuera interpretada como un acto sospechoso, casi una prueba de la connivencia del Gobierno con intereses absolutistas.


    Después de que Quiroga fuera elegido diputado a Cortes, Riego, ascendido a mariscal de campo, había quedado al mando el Ejército de la Isla, convertido ahora en Cuerpo de Observación de Andalucía. A comienzos del mes de agosto de 1820, el día 2, fue nombrado capitán general de Galicia, y dos días después el ejército que mandaba quedó disuelto. La reacción de Riego fue airada, como reflejan las representaciones que dirigió al Gobierno, al rey y a las Cortes. “Una mano enemiga del bien dirige las operaciones del ministerio, y con destreza conduce a su perdición a la Nación”, decía, sugiriendo que existía un plan para acabar con el régimen y que la disolución del Ejército de Observación era una pieza clave. En sus palabras al rey no podía ser más claro. Se trataba de “un proyecto que solo pueden oírlo sin horror aquellos hijos bastardos de la Patria, que desean verla sin apoyo para devorarla con el furor que hoy los consume y que no pueden explicar sino disolviendo el ejército que la ha salvado”45.


    Era el debate entre si la revolución estaba hecha y el cambio de régimen era ya una realidad que no tenía retroceso, o si, por el contrario, se vivían tiempos de excepción en los que todos los defensores de la Constitución debían permanecer en guardia y movilizados. El primero de los planteamientos reforzaba las posiciones de los moderados, mientras que el segundo cargaba de fuerza política a los que tenían minoría en las instituciones, pero confiaban en su capacidad de movilización y se apoyaban en la necesidad de mantener una vanguardia revolucionaria muy activa y dispuesta a defender las instituciones.


    El Congreso sabe —decía Riego en su representación a las Cortes— que las circunstancias en que se halla la Nación son todavía difíciles y precarias, por que apenas ha comenzado en sus importantes deliberaciones, y porque la estabilidad de las instituciones constitucionales no pueden asegurarlas sino el tiempo y una fuerza protectora en quien se estrellen las empresas de los descontentos que no pueden dejar de aumentarse al experimentar las mutaciones de un sistema tan contrario al que acaba de expirar46.


    Y, defendía la necesidad de mantener una fuerza armada comprometida con el régimen el tiempo necesario para desarrollar legal y reglamentariamente la Constitución.


    La última batalla, no obstante, iba a darse en el escenario madrileño, donde lo que sucedía en la calle estaba siempre muy conectado con la esfera del poder. Riego llegó a Madrid la noche del 30 de agosto y pudo entrevistarse con el rey y los ministros para expresarles su protesta, pero no consiguió revertir la medida. Pese a ello, su acogida en la ciudad, donde se le veía por vez primera desde el pronunciamiento de enero, fue espectacular. El Constitucional lo recibía con este soneto:


    Laurel eterno, glorias inmortales,


    Al valiente Adalid, que en alta suerte


    Pisó entre males, sangre, fuego y muerte


    De libertad los cándidos umbrales.


    Triunfos sin fin al héroe que en marciales


    Y continuados riesgos, se le advierte,


    Imperturbable, firme; y duro y fuerte


    De ser libre o morir da las señales.


    Grato recibe el Mantuano ansioso


    Tu llegada feliz; tiemble la saña


    Del fanático astuto y malicioso;


    Solo tu nombre vence en la campaña;


    Y el español te dice generoso


    Vive feliz, restaurados de España47.


    Al conocerse los detalles de las conversaciones oficiales fracasadas creció la indignación popular. Sus partidarios le llevaron de un sitio a otro como un emblema, poniendo de manifiesto que se había convertido en todo un ídolo de la revolución. El día 3 fue homenajeado en un banquete que tuvo lugar en el salón de La Fontana de Oro, donde se oyeron discursos y lanzaron brindis y cánticos. Y, por la noche, se celebró una velada teatral en su honor en el Teatro del Príncipe. La presencia del Ayuntamiento, que le ofreció asistir a la representación desde su palco, y del jefe político daba un cierto matiz oficial a todo el ac­­to. De ahí que cuando la compañía terminó la obra entonando el Himno de Riego y el público pidió también el “Trágala perro”, el jefe político no diera su autorización. De nada sirvió, porque los asistentes, embriagados del espíritu patriótico que reinaba en el teatro, entonaron por su cuenta esta canción, que era un verdadero ariete exaltado. La escena dio para todas las interpretaciones, desde aquellas que dicen que el propio Riego entonó el cántico a las que elogian su prudencia al abandonar la sala. Esa noche los alborotos continuaron en las calles. Las Cortes se ocuparon de este asunto en la sesión del día siguiente e iniciaron los trámites para regular por ley las sociedades patrióticas, para que “no se introduzca la licencia bajo el nombre de libertad”48. El día 5 de septiembre, sin haber siquiera tomado posesión, Riego era destituido del puesto de capitán general de Galicia y enviado a Oviedo de cuartel. Las dificultades del Gobierno para integrar las posiciones exaltadas en la vida pública se pusieron de manifiesto a los ojos de todos aquellos primeros días de septiembre.


    El rey conspira en El Escorial


    La ley de monacales y reforma de regulares fue una de las más importantes aprobada por las Cortes en esta legislatura, ya que suponía un fuerte golpe contra las propiedades de manos muertas, en concreto de la Iglesia, y contra la profusión de establecimientos religiosos regulares que tanto habían proliferado el siglo anterior. Sin embargo, todavía quedaba el trámite de la sanción real49. El rey demoró dicho trámite permitiendo que algunos monasterios realizaran operaciones de venta con antelación a la entrada en vigor de la ley. No obstante, la agitación que se vivió en las calles por esta dilación obligó al rey a poner su firma en el decreto. En reacción, ese mismo día, el 25 de octubre, se desplazó con su familia a El Escorial.


    No asistió, por lo tanto, a la sesión de clausura del periodo de sesiones de las Cortes el 9 de noviembre. El presidente leyó un texto en su nombre donde, después de hacer un breve repaso de la labor realizada, se manifestaba satisfecho de haber “cooperado a la gloriosa empresa de su regeneración y a los loables esfuerzos de las Cortes” y de haber dictado “las providencias oportunas para la ejecución de las leyes”. “No dudo, decía finalmente, que el tiempo dará mucha fuerza y vigor a nuestras instituciones, y que crecerán progresivamente los bienes que ya empiezan a realizarse”50. Extrañas palabras que muy poco tenían que ver con la realidad de un rey cuyo enfrentamiento con el régimen crecía de día en día.


    Fernando VII, instalado en El Escorial, alejado de la vigilancia sobre sus movimientos y actividades que tenía la vida en palacio, aprovechó su estancia en el real sitio para intensificar sus actividades conspiratorias. Además, con las Cortes cerradas, decidió poner a prueba las instituciones haciendo un nombramiento, el del capitán general de Castilla, en la persona del general José Carvajal, para la que no tenía atribuciones. Este nombramiento sin aval del secretario de Guerra era abiertamente inconstitucional y disparó todas las alarmas. La similitud con lo que hizo para consumar el golpe de Estado de 1814, nombrando al general Eguía para el mando de las tropas de Madrid, era evidente. El Ayuntamiento de Madrid y la Diputación Provincial tomaron la iniciativa para revocar el nombramiento y las sociedades patrióticas movilizaron la calle para reclamar el regreso del rey a Madrid. Cuando el 21 de noviembre de 1820Fernando VII hace entrada en la capital, los ánimos están muy excitados. La desconfianza en el papel que está cumpliendo el rey en el nuevo régimen había crecido considerablemente y, en la misma medida, las manifestaciones de desafecto e incluso de falta de respeto de la población. Mientras recorre la ciudad de camino al palacio tiene que oír vo­­ces que pretenden provocarle, como “¡Viva el rey constitucional!” y algunos cánticos ofensivos a la figura del monarca. Se afirma que debajo del balcón llegaron a cantarle “canciones indecentes”51.


    El colofón de toda esta fase de desprestigio del rey lo puso, a finales de enero de 1821, el descubrimiento de la trama del cura de Tamajón, Matías Vinuesa, un hombre vinculado al monarca no solo por su exacerbado realismo, sino porque había sido premiado con el puesto honorífico de capellán del rey. El plan que había diseñado consistía en neutralizar a las principales autoridades del régimen aprovechando el periodo en que las Cortes estaban cerradas. Una vez alcanzado el poder, contemplaba una amplia operación represiva para eliminar a todos los liberales señalados. La difusión de la conspiración no solo exacerbó a la opinión pública, sino que también situó al rey en el foco de las conspiraciones contrarrevolucionarias.


    Los gestos irreverentes y provocaciones de las que el rey era objeto durante sus paseos se incrementaron a partir de ese momento. En una ocasión, el 5 de febrero de 1821, los guardias de Corps se lanzaron contra los civiles. La escena de la Guardia del rey arremetiendo con sus sables desenvainados contra paisanos desarmados se convirtió en un enorme escándalo que provocó la disolución de la Guardia de Corps. Desde este momento, el rey presenta un obstáculo para el desarrollo del régimen y la guerra civil aparece en el horizonte político.


    El escenario internacional solo añadió mayor tensión a la situación. El triunfo de la revolución en Nápoles provocó un doble efecto. De un lado, avivó la esperanza de que el movimiento se ampliara e hiciera así más fácil la consolidación del régimen amparado en una ola de dimensiones europeas. De otro, supuso un incremento de la preocupación entre las potencias de la Santa Alianza por los movimientos liberales, fijando la atención en el caso español como una fuente de desestabilización en Europa. Les confirmaría en ello el triunfo de otros movimientos revolucionarios como el de Piamonte y Portugal, ligados directamente al ejemplo español.


    La entrada de las tropas austríacas en Nápoles a finales de marzo, que puso fin al régimen constitucional, no puede sino ser interpretado como un mal presagio para el futuro del régimen español. Además, las noticias procedentes de Nueva España aún empeoraron más esta sensación de derrumbe de la monarquía constitucional. Así, el 4 de junio de 1821 se conocieron las noticias del Plan de Iguala por el que Nueva España —y probablemente en estos momentos de incertidumbre también Cen­­troamérica— iniciaba su proceso de separación de la monarquía. Los territorios americanos que pertenecían en 1820 a la monarquía empezaban a cuestionarla seriamente. Lo inesperado fue su rápido derrumbe desde dentro. América, que con el constitucionalismo doceañista dejó de “pertenecer” al rey, empezaba a perderse; no solo en forma de provincias que se emancipaban del Estado-nación español, sino también en términos de rentas que dejaban de ingresar en la Hacienda Nacional.


    Las Cortes reabiertas


    Por su parte, el rey había tomado ya la decisión de hacer visibles sus discrepancias con el régimen liberal. Era consciente de que sus posibilidades de actuar eran limitadas, pero, al mismo tiempo, de que tenía un amplio margen para obstruir el funcionamiento normal de las instituciones. Así lo puso de manifiesto el 1 de marzo de 1821 durante la sesión de apertura de la segunda legislatura ordinaria de Cortes. Como era preceptivo, las sesiones se inauguraron con un discurso del rey convenientemente redactado por los ministros, en concreto por Argüelles. Esta vez el rey estaba presente. Se afirma que su actitud ya no era la misma que unos meses atrás y que sus gestos denotaban cierto desagrado. Después de terminar de leer el texto, tal como estaba previsto, Fernando VII siguió con unas palabras de su exclusiva autoría. En ellas, conocidas generalmente como “la coletilla”, expresaba su desvalimiento ante los insultos y amenazas que sufría y responsabilizaba de ello directamente al Gobierno. “Aquellos insultos —denunciaba— no se hubieran repetido […] si el poder ejecutivo tuviese toda la energía y vigor que la Constitución previene y las Cortes desean”. Y terminaba calificando de “poca entereza y actividad de muchas de las autoridades” y, separándose del Gobierno, buscaba amparo en las Cor­­tes para que aquella situación no volviera a repetirse52.


    Ante esta escena, los ministros no podían hacer otra cosa que dimitir. Cuál sería su sorpresa al descubrir que esto ya no estaba en sus manos porque el rey, anticipándose a su respuesta, les había exonerado del cargo. El Gobierno quedaba así desacreditado, humillado y sin posibilidades de defenderse. La confusión no quedó allí. Al poco, el rey pidió a las Cortes que le sugirieran nuevos miembros para componer el ministerio que fueran del agrado de la Cámara. La petición era inaudita y amenazaba con confundir todos los poderes constitucionales, de modo que las Cortes rechazaron aquella extraña propuesta. Fue el Consejo de Estado el que, finalmente, presentó los nombres de los que iban a formar el nuevo ministerio. El hombre fuerte era Ramón Feliú, que se encargó de la cartera de Ultramar. El resto de las secretarías estaban ocupadas por Eusebio Bardají, en Estado; Antonio Barata, en Hacienda; Mateo Valdemoros, en Go­­ber­­nación; Vicente Cano Manuel, en Gracia y Justicia; y Tomás Moreno Daoíz, en Guerra. Su perfil, hombres moderados del liberalismo que no habían sufrido la represión fernandina, hubiera podido permitirles desempeñar un buen papel de puente entre el rey y las Cortes. Sin embargo, ni el rey ni las Cortes confiaron en ellos, de modo que su recorrido se vio muy condicionado por su falta de apoyos.


    Las semanas siguientes estuvieron marcadas por la llegada de las noticias sobre la entrada de las tropas austriacas en Nápoles, a la que ya hemos hecho referencia. Aquella revolución, que había adoptado la Constitución española de 1812 como modelo de monarquía liberal, había sido aplastada por la intervención militar y había restaurado a Ferdinando I en sus poderes absolutos. Las informaciones sobre el Mezzogiorno italiano inyectaron ánimos entre los realistas y sus acciones de contestación al régimen parecieron subir de tono.


    El clima de tensión que se vivía en España se puso de manifiesto a comienzos de mayo, con motivo de la publicación de la sentencia sobre la conspiración del presbítero Vinuesa. Desde sectores exaltados se había barajado la posibilidad de que pudiera ser condenado a muerte, de manera que la sentencia del tribunal, condenándolo a diez años de prisión, fue interpretada como un acto de traición. Un grupo de hombres decidieron hacer la justicia que consideraban que no habían llevado a cabo los tribunales. Se dirigieron a la cárcel, violentaron sin demasiada dificultad la guardia de milicianos que protegía el edificio y asaltaron la celda donde estaba preso el clérigo. Una vez allí, en un acto inicuo, acabaron con su vida a martillazos. Las autoridades madrileñas fueron destituidas de inmediato y el general Morillo se hizo cargo de la capitanía general, mientras que José Martínez San Martín se ocupaba de la jefatura política. Su gestión iría orientada a recuperar el control del orden público e impedir que pudiera llegar a producirse un desbordamiento de la calle como el que había tenido lugar.


    Riego en cuestión


    A finales de noviembre de 1820 Riego fue nombrado capitán general de Aragón en sustitución del marqués de Lazán, cuyo compromiso con el régimen era bastante dudoso. Su llegada a comienzos de 1821 a Zaragoza supuso un revulsivo para el liberalismo en la capital aragonesa. La prensa, el ejército y la milicia nacional contribuyeron a crear un clima patriótico que se expresaba en ceremonias, desfiles, maniobras y cánticos. La calle se convirtió en un escenario transformado donde era visible el cambio político operado. Llegado el verano, Riego decidió extender estas acciones de fortalecimiento cívico del régimen fuera de la capital y comenzó un viaje patriótico por el Bajo Aragón para elevar el espíritu y crear sociedades patrióticas en distintas localidades, con la intención de que sirvieran como baluartes del régimen anclados en el territorio.


    El 29 de agosto de 1821 fue descubierta en Zaragoza una extraña conspiración republicana en la que estaban implicados un francés atrabiliario, Cugnet de Montarlot53, y un oficial segundo de la contaduría de propios, Francisco Villamor. En las primeras diligencias los acusados implicaron a Riego como parte del plan. Mientras todo aquello sucedía, el capitán general seguía fuera de la ciudad. El día 1 de septiembre, cuando se encontraba en Bujaraloz, fue exonerado de su cargo y recibió la orden de dirigirse de cuartel a Lérida. Todo apunta a que Riego fue víctima de una trama urdida por los círculos contrarrevolucionarios zaragozanos, pero su alejamiento de la ca­­pitanía de Aragón ya no fue revertido.


    Para los sectores exaltados lo ocurrido en Zaragoza era un claro síntoma de las conspiraciones serviles y de la connivencia del Go­­bierno con ellas. Por eso, se plantearon hacer en Madrid una manifestación de desagravio. Fue el martes 18 de septiembre y la idea era llevar en procesión un retrato del general Riego que colgaba en las paredes de La Fontana de Oro. El cuadro representaba dos figuras, la de Riego y la de una matrona, alegoría de la verdad, que quitaban el velo que cubría al libro de la Constitución. La obra estaba coronada por la Religión y a sus pies yacían derrotadas las figuras del Fanatismo, el Despotismo y la Ignorancia54. El proyecto era dirigir la procesión hasta el Ayuntamiento, pero el jefe político San Martín se opuso desde el primer momento a la ceremonia. No obstante, los promotores siguieron adelante y a las tres de la tarde iniciaron el desfile desde la Puerta del Sol, adentrándose en la calle Mayor. Las primeras unidades de tropa con las que se encontraron permitieron su avance sin interponerse. Al llegar al tramo conocido como “de las Platerías”, las fuerzas de la milicia que había allí formadas recibieron órdenes de oponerse a su paso con las bayonetas y comenzaron a avanzar contra la comitiva. En un instante se desbarató la procesión y sus integrantes salieron huyendo, dejando el retrato en el lugar del encuentro. El choque, que se denominó burlonamente la “Batalla de las Platerías”, puso de manifiesto las tensiones existentes entre las dos caras del liberalismo en ese momento: un liberalismo de orden, en el Gobierno, y un liberalismo con apoyo popular, que le disputaba el control de la calle.


    La revuelta de las provincias


    La tensión vivida en las calles de Madrid con motivo de la reivindicación de la figura de Riego fue el comienzo de una serie de movimientos que se extendieron por el resto del país a lo largo del otoño de 1821. En poco tiempo, Zaragoza, Cádiz, Sevilla, Valencia o La Coruña fueron escenario de manifestaciones que exteriorizaban la desconfianza con la política desarrollada por el Gobierno. En Zaragoza se consiguió la destitución del jefe político Moreda, muy relacionado con la denuncia que expulsó a Riego de la capitanía general. En Cádiz las autoridades, desobedeciendo las órdenes del Gobierno, permitieron las manifestaciones, lo que provocó la destitución del jefe político y el capitán general de Andalucía. El movimiento tuvo ramificaciones en Sevilla. En ambos casos se negaron a aceptar los sustitutos enviados desde Madrid de las autoridades que acababan de ser destituidas. Acontecimientos similares tuvieron lugar también en Valencia y La Coruña.


    Entre tanto, el rey había aceptado un periodo extraordinario de apertura de las Cortes que se inauguró el 28 de septiembre. La revuelta de las provincias tuvo el efecto de llevar a primera línea del debate político las limitaciones de la política moderada, su implicación en la defensa del régimen constitucional y la desconfianza sobre si estaban llevando a cabo las gestiones necesarias para librar al país de tantas amenazas, interiores y exteriores, como se estaban cerniendo sobre él. El propio rey fue objeto de fuertes críticas en medio de las alteraciones que tuvieron lugar en Cádiz y Sevilla, lo que permitió al monarca presentar una queja ante las Cortes en la que proclamaba su compromiso con la Constitución, al tiempo que denunciaba la escasa protección que recibía su magistratura55. El rey llevaba un doble juego, porque apenas una semana más tarde escribía a Vargas, su hombre en Roma, pidiéndole que transmitiera a las cortes europeas una imagen desesperada:


    […] esto va cada día peor y se pone de peor aspecto; los republicanos adelantan descaradamente, sin rebozo y a pasos agigantados. De todas partes envían representaciones para que mude el Ministerio; todas ellas a favor del pícaro Riego. En Cádiz y Sevilla ya no quieren obedecer al Gobierno, ni recibir a las Autoridades que se envían allá, solo por que las envían los actuales ministros, a los que no conviene quitar ahora, pues si los revoltosos consiguieran esto, mañana se atreverían contra la Familia Real56.


    Las Cortes designaron una comisión para examinar la recla­­mación del monarca, que emitió su dictamen a finales de diciembre de 1821. La presentación de los resultados se hizo en dos partes. La primera de ellas hacía referencia a las alteraciones, censurándolas severamente. La segunda trataba del comportamiento del Gobierno en medio de la crisis. La crítica de las Cortes a su papel ante la contes­­tación de las provincias fue tan dura que se imponía la sustitución del Gobierno por falta de confianza en las Cortes. Desde la tribuna del Congreso, Romero Alpuente acusó al Gobierno de ligereza con los enemigos de la Constitución y de extrema dureza con sus mayores defensores, y exigió responsabilidades. “La debilidad o la ignorancia son defectos o vicios en las personas particulares; pero en los ministros son crímenes, tanto más peligrosos, cuanto son menos notables, más fáciles de cometerse, y de consecuencias más ruinosas al Estado que los verdaderos crímenes de acción”. Y concluía su contundente intervención afirmando que “la falta de malicia pod[ría] librarlos de penas criminales, pero la falta de previsión o de fortaleza siempre los arrojará con ignominia de unas sillas destinadas para almas más grandes”57.


    El rey se negó a cambiar el Gobierno y dilató la decisión elevando una consulta al Consejo de Estado. Pero el 8 de enero de 1822, a la luz de la opinión de este, dimitieron cuatro ministros, entre ellos Feliú, el hombre fuerte del Gabinete. Es entonces cuando Fernando VII se apresuró a exonerar al ministerio. El desbordamiento de la calle se había cobrado la pieza del Gobierno, todo un síntoma de la fragilidad institucional que se estaba viviendo y de la exposición a la opinión de la calle. El nombramiento de un nuevo Ejecutivo, el tercero de esta etapa constitucional, no se produjo hasta el 1 de marzo de 1822. El conde de Toreno declinó la responsabilidad de formar el nuevo Gabinete y fue Martínez de la Rosa, perteneciente a la Sociedad Constitucional (“los anilleros”), de tendencia conservadora, el encargado de liderarlo.


    Unas nuevas Cortes de mayoría exaltada


    El nuevo Gobierno, por lo tanto, continuaba la línea política de liberalismo moderado que había caracterizado al anterior. Es decir, in­­tentaba llevar adelante una política de orden que permitiera consolidar al régimen constitucional mediante la inclusión del rey en el régimen e intentando, al mismo tiempo, poner freno a los episodios de desobediencia popular mientras combatía la insurrección realista. No obstante, las Cortes, que habían respaldado esta política, habían sido disueltas en febrero. Desde el último trimestre de 1821, en el contexto político de la rebelión de las provincias, se habían venido celebrando las elecciones de diputados para el nuevo Congreso. Es importante recordar que la legislación impedía que los diputados repitieran como representantes en dos elecciones consecutivas, de ahí que la nueva Cámara estuviera compuesta por un personal político totalmente renovado (97,5%). Y también conviene señalar que a lo largo de 1821 se habían producido las independencias en Lima y la parte norte de Perú, en julio; Nueva España y Centroamérica, en septiembre; y Santo Domingo, en diciembre; lo que limitó a 10 el número de representantes de las provincias de ultramar entre los 165 que ejercieron como parlamentarios. No obstante, los diputados propietarios americanos, de mayoría novohispana y centroamericana, ya habían abandonado las Cortes por estas circunstancia, tal y como veremos en el capítulo siguiente.


    Entre los diputados de las nuevas Cortes de 1822 había descendido sustancialmente el número de eclesiásticos (17,7%) y casi habían desaparecido los nobles (2,45%). Los militares mantenían una importante presencia (15,3%) y se incrementaban los empleados y cargos de la Administración (13,5%). En las bancadas cada vez tenían mayor peso los abogados (16,5%) y se notaba un importante incremento de los representantes de la actividad económica de la burguesía, a través de los comerciantes e industriales (9,2%) y los propietarios (9,8%)58. En definitiva, las nuevas Cortes eran una corporación con muy poca experiencia política y dominada por una mayoría de diputados exaltados. Contrastaban, por lo tanto, con el perfil moderado del Gobierno, lo que permitía augurar nuevas tensiones.


    El 1 de marzo de 1822 el rey acudió ante las Cortes para inaugurar la legislatura. Su discurso fue formulario y apenas hubo alguna referencia al papel de las potencias internacionales y a su compromiso personal con la Constitución, que se salía del tono gris que dominaba su redacción. Lo más interesante estaba en la puesta en escena, ya que la réplica a sus palabras la dio el presidente de la Cámara, recientemente electo, que no era otro que el general Riego. Frente a frente el rey, que ansiaba ser absoluto, y el héroe de la Constitución celebrado por todos, con las Cortes como testigo. La respuesta del presidente fue breve pero categórica. Discrepando del panorama tan favorable que había esbozado el rey hizo referencia a las “difíciles circunstancias que nos rodean”, a las “maquinaciones repetidas de los enemigos de la libertad” y a “la resistencia que constantemente se encuentra en todo cambio de cosas”. A continuación defendió que “para llevar a efecto las mejoras ya establecidas es necesario apartar con mano fuerte los obstáculos que puedan oponérseles”. Y concluyó su intervención, categóricamente, afirmando que “el poder y grandeza de un monarca consiste únicamente en el exacto cumplimiento de las leyes”59.


    Los primeros meses de estas Cortes no fueron muy relevantes en materia legislativa. La Cámara fue escenario de frecuentes choques entre el Gobierno y la mayoría de diputados exaltados. Uno de los momentos de mayor tensión lo protagonizó el ministro de Gracia y Justicia, Garelly, obligado a presentar ante el Parlamento un nuevo proyecto de ley sobre señoríos, debido a la negativa del rey a sancionar el anterior. El rechazo por parte de la Cámara del texto propuesto hizo visibles los problemas que existían para avanzar a buen ritmo en el desmantelamiento del Antiguo Régimen. Además, la contrarrevolución incrementaba en paralelo su actividad. El 21 de junio las tropas realistas, comandadas por un fraile guerrillero conocido como “el Trapense” se apoderaban de Seo de Urgel donde, unas semanas más tarde, se establecería una Junta de Regencia. Pero antes el régimen constitucional tuvo que hacer frente a la gran crisis de julio originada por la sublevación de la Guardia Real.

  


  
    



    Capítulo 4


    ¿Y AMÉRICA?


    América, ¿qué hacer?


    En marzo de 1820, cuando Fernando VII juró la Constitución, la situación de los territorios de la monarquía hispana en América era muy diversa. En América del Norte, el virreinato de Nueva España (que incluía Centroamérica) permanecía bajo la Administración española, a pesar de que seguían existiendo algunos focos insurgentes. Esto, como veremos, fue fundamental para las arcas del rey, dado que la extracción de remesas reales se mantuvo hasta su independencia en 1821. No era gratuito que a Nueva España se le considerara la “joya de la Corona”. Y, vinculada a ella como habilitados, estaban las capitanías generales de Filipinas, Cuba, Puerto Rico y Santo Domingo.


    Sin embargo, el panorama en 1820 en América del Sur era muy complicado para las fuerzas realistas. Los dos últimos años habían sido catastróficos. Las batallas de Maipú (1818) y Boyacá (1819) casi habían terminado con las tropas realistas en Venezuela y gran parte de la constituida Gran Colombia. El ejército del general Pablo Morillo, en “combate a muerte” en estas tierras, acogió con desánimo las noticias de la insurrección de Riego, pues suponían que no llegarían más refuerzos; y con desconcierto, la llegada de las noticias de que el rey había jurado la Constitución de 1812 y la reimplantación del sistema liberal. Morillo, abiertamente absolutista, se embarcaría hacia España tras firmar un armisticio con Simón Bolívar. La conspiración para derrocar el régimen constitucional le esperaba.


    En esta situación a duras penas resistían Caracas y Maracaibo, como un puente por la costa entre Santa Marta, Cartagena y Panamá. En todas ellas se juró la Constitución de 1812 y se puso en marcha el entramado electoral e institucional doceañista de ayuntamientos y diputaciones. Sin embargo, tras la batalla de Carabobo, el 24 de ju­­nio de 1821, que resultó decisiva para la toma de Caracas el 29 de junio, buena parte de los territorios venezolanos, a excepción de Maracaibo, cayeron en manos republicanas. Mientras, por el sur, las tropas insurgentes se encaminaron a la conquista de Popayán y de Pasto, como antesala a la consecución de Quito, Guayaquil y Perú.


    En el Río de la Plata la situación también empeoró. Las Provincias Unidas declararon su independencia en 1816, mientras que los territorios de la Banda Oriental y Paraguay jamás regresaron a la monarquía española tras su independencia en la década de los años diez. Por su parte, Chile (menos Chiloé) se declaró independiente en 1818. Así las cosas, Perú y el Alto Perú se constituyeron en el objetivo de las fuerzas insurgentes de Bolívar desde el norte y de San Martín desde el sur.


    La Constitución al otro lado del Atlántico


    En estas circunstancias, la política española respecto a los territorios americanos se encontró con un dilema: seguir la guerra como en el absolutismo o comenzar negociaciones de paz con la cobertura de la Constitución de 1812 que, ya a estas alturas, había alcanzado el estatus de mito. Los gobiernos liberales y buena parte de los diputados en las diversas legislaturas pensaban que con la aplicación del sistema doceañista y la convocatoria de elecciones a Cortes, el criollismo americano, tanto de los territorios que aún se mantenían en la monarquía española como los que estaban en guerra o se habían de­­clarado independientes, se mostraría satisfecho y entraría en conversaciones para terminar la guerra e, incluso, reintegrarse en la monarquía española. Casi pura ficción.


    Esta política americana de los distintos gobiernos del Trienio Liberal se puede seguir a partir del análisis de las memorias presentadas por los distintos secretarios de Ultramar. En primer lugar, Antonio Porcel en julio de 1820 estaba convencido de que el influjo de la Constitución con la convocatoria de elecciones a Cortes, diputaciones provinciales y, especialmente, ayuntamientos sería suficiente para poner fin a las hostilidades. Es decir, la llegada del liberalismo doceañista contentaría a los liberales insurgentes.


    En marzo de 1821, unos pocos meses antes de que Nueva España, Centroamérica, Perú, Santo Domingo y Panamá se declarasen independientes, el secretario de Ultramar Ramón Gil de la Cuadra exponía en las Cortes sus dudas sobre si los americanos eran capaces de gobernarse independientemente. Con ello se continuaba la política idealista y fuera de la verdadera realidad americana por parte de los distintos gobiernos liberales.


    Con América continental casi perdida, las Cortes discutieron durante meses una interesante propuesta de Miguel Cabrera de Nevares que consistía en enviar comisionados de paz a América para que acordaran el cese de las hostilidades, se firmaran tratados comerciales —detrás estaban los comerciantes de Barcelona y Cá­­diz—, se garantizara la igualdad de españoles en América y de americanos en España, se devolvieran las propiedades incautadas a españoles y se garantizara su seguridad. Las Cortes aprobaron esta propuesta. Sin embargo, a la altura de 1822, estas medidas llegaban ya tarde. El secretario de Ultramar José María Moscoso, en marzo de 1822, expuso la ya casi imposibilidad de llegar a acuerdos y armisticios, dado que los líderes insurgentes solo buscaban el reconocimiento de las independencias por parte de España.


    La llegada de la constitución de 1812 en América se desarrolló, sistemáticamente, casi siempre con los mismos parámetros, con independencia de las circunstancias —muy variables— de los escenarios. Primero llegaron los rumores, luego las noticias oficiales, después la expresión de júbilo popular, más tarde las manifestaciones de las tropas y de parte de la oficialidad, que presionaron a las autoridades militares. Por último llegaron las algaradas, las concentraciones populares en las plazas de armas, el temor de las autoridades a un estallido armado y, finalmente, la proclamación oficial.


    Tras esta, se produjo la irradiación de un éxtasis colectivo alentado desde el Gobierno de Madrid, como hemos dicho, convencido de que la sola proclamación de la Constitución en América podría llevar a la pacificación de estos territorios. Como sabemos, nada más lejos de la realidad. Tras años de cruenta contienda, el encono bélico y personal era máximo. Con todo, el Gobierno español envió en abril de 1820 un real decreto a sus tropas destinadas en América para que se llegara a un acuerdo de armisticio, cosa que los obedientes oficiales españoles, les gustara o no el nuevo sistema constitucional, hicieron. Así, los oficiales absolutistas Joaquín de la Pezuela en el Perú y Pablo Morillo en Venezuela acataron la orden del Gobierno español y se entrevistaron con Juan San Martín y Simón Bolívar, respectivamente.


    Las Cortes y el problema americano


    La entrada en vigor de la Constitución de 1812 en marzo de 1820 volvió a configurar un Estado-nación que abarcaba a todos los territorios de la monarquía española; es decir, los territorios americanos pasaban de ser virreinatos y capitanías generales dependientes del rey a integrarse como provincias en igualdad de derechos con las peninsulares, y sus habitantes pasaron de la categoría de súbditos del rey a ciudadanos de la nación española. Así, el liberalismo doceañista convirtió al imperio en un Estado-nación de “ambos hemisferios”. Esta vía autonomista americana se plasmó en la carta doceañista; ya considerada como “divina”, en expresión de Jaime E. Rodríguez, su propuesta de Estado-nación peninsular-americano.


    Esta propuesta autonomista americana completó toda una pluralidad de decretos en las anteriores Cortes de Cádiz y de Madrid en el periodo que se extiende desde 1810 a 1814. Estas medidas auténticamente revolucionarias iban desde la igualdad de representación en las Cortes entre americanos y peninsulares a medidas económicas y sociales, como la abolición del tráfico de esclavos, el tributo indígena, la mita, la encomienda o los repartos que desmontaron en buena parte el sistema colonial español en América.


    No obstante, el golpe de Estado del 4 de mayo de 1814 vino a restaurar el absolutismo y, con él, el colonialismo. Este hecho supuso para muchos americanos el arrumbamiento de una tercera vía entre el colonialismo absolutista y la insurgencia, que representaba la opción autonomista del liberalismo doceañista y la certidumbre de que Fer­­nando VII no permitiría “perder” constitucionalmente América. Así, una importante fracción de los americanos que confiaban en el proyecto doceañista en el anterior periodo, o ya no volvieron a cursar esa vía del liberalismo doceañista, apostando por la insurgencia, o fueron muy escépticos sobre la viabilidad constitucional en los años veinte.


    La situación en América en 1820 era compleja. Por una parte, los focos de insurrección en Nueva España estaban controlados pero no vencidos. En el reino de Guatemala (es decir, toda Centroamérica menos Panamá) la situación era estable y no se registraban movimientos insurgentes, al igual que en las capitanías generales de Cuba, Puerto Rico, Santo Domingo y Filipinas. No obstante, el panorama en América del Sur era otro. El Río de la Plata, es decir, las Provincias Unidas y la Banda Oriental —el futuro Uruguay— más Chile, estaban independizados. La guerra en los territorios de Venezuela y la Nueva Granada se enconó cada vez más hasta declararse a “muerte”, y las derrotas del ejército realista se sucedieron a fines de la década de los años diez, hasta quedarse reducidos los territorios que controlaba la monarquía a la parte de la costa colombiana en el norte y los territorios del sur, con Pasto al frente. La audiencia de Quito con Guayaquil más el Perú completaban la fragmentada situación bélica sudamericana


    De esta forma, esta inesperada convocatoria de Cortes en todos los territorios de la monarquía española, incluidos los americanos que no se habían independizado, puso de manifiesto la imposibilidad de que los diputados americanos llegaran a tiempo para su apertura.


    Así, la Junta Provisional Consultiva convocó elecciones para el 28 y 29 de mayo de los americanos residentes en la península y, como hemos señalado anteriormente, cifró en 30 la cantidad de diputados suplentes, que en su mayoría fueron diputados durante las Cortes de 1814 y que se encontraban buena parte de ellos en la península. Estos fungirían como diputados hasta la llegada de los propietarios, es decir, los electos en América. Así, de los 30 suplentes, 7 fueron nombrados por Nueva España, 2 por Guatemala, 2 por Cuba, 2 por Fili­­pinas, 1 por Santo Domingo, 1 por Puerto Rico, 5 por Perú, 3 por San­­ta Fe, 3 por Buenos Aires, 2 por Venezuela y 2 por Chile.


    Sin embargo, la situación, con respecto a la década de los años diez había variado enormemente. La península y Europa ya no se hallaban inmersas en una contienda contra las tropas de Napoleón, que puso en jaque a todas las monarquías absolutas (bien por la creación de gobiernos constitucionales, bien por los diversos movimientos antifeudales), sino en una reafirmación de estas tras el Congreso de Viena en 1815. Por lo que respecta a América, la guerra en Nueva España casi había cesado, mientras que en Sudamérica la mayor parte de los movimientos insurgentes habían consolidado estados independientes.


    El primer periodo de sesiones, como hemos dicho, empezó el 9 de julio de 1820 y se prolongó hasta el 9 de noviembre de ese mismo año. Nombres de ilustres americanos se sumaron a la nómina, ya de por sí excelsa, de los anteriores diputados doceañistas, como Pedro La Llave, Francisco Fagoaga, Manuel Gómez Pedraza, Tomás Murphy, Juan Nepomuceno Gómez Navarrete o José Mariano Michelena, entre otros.


    Aplicar la Constitución


    La Diputación americana, comandada especialmente por los diputados novohispanos, evidenció una conclusión en estas primeras jornadas legislativas: no había tiempo que perder. Demandaban la puesta en vigor de todos los decretos aprobados en las Cortes anteriores y que las autoridades nombradas por el rey (es decir, virreyes, capitanes generales, intendentes y corregidores) respetaran y aplicaran la Constitución de 1812, lo cual entrañaba una compleja y contradictoria problemática, dado que la mayor parte de ellos se mostraban partidarios del absolutismo y ponían como excusa para la aplicación constitucional la situación de guerra o de potencial insurgencia.


    Así, los diputados americanos lanzaron una ofensiva parlamentaria muy estudiada. Esta consistió en un plan para descentralizar en América las competencias del Estado y administrar los recursos económicos desde las provincias. En primer lugar, liderados por el novohispano Miguel Ramos de Arizpe, consiguieron que se aprobara la separación del mando militar de las intendencias. Con ello pretendían desmilitarizar los espacios político-administrativos heredados de la monarquía absoluta. En segundo lugar, el 5 de noviembre de 1820, los diputados americanos José Mariano Michelena, José María Couto, Manuel Cortázar, Francisco Fagoaga y Miguel Ramos lanzaban a la Cámara 14 propuestas que dotaban a las diputacio­­nes provinciales de enormes competencias económicas. Plantearon crear el cargo de superintendente general responsable de todos los intendentes y directores de rentas de la América septentrional con competencias para recaudar, administrar e invertir las rentas; una reforma de la contaduría general; proveer un intendente, un contador y un tesorero en cada provincia con la finalidad de recaudar las contribuciones y rentas; y tener competencias en gastos e ingresos en cada provincia, tanto de la Administración política como de la militar. La forma de sufragarlo sería una contribución directa entre todas las provincias proporcionales a su riqueza. Para ello se formaría una Junta repartidora que estaría compuesta por un diputado de cada una de ellas. Así, los diputados novohispanos presentaron todo un gran proyecto para administrar la Hacienda de Nueva España, pero desde las competencias provinciales. Se trataba de obtener el poder de recaudar y gestionar desde las provincias novohispanas, así como señalar los deslindes de obtención de rentas entre las provincias y el Estado. Se trataba, en el fondo, de una autonomía fiscal. El objetivo era, digámoslo, implementar un federalismo desde la fiscalidad y desde la Hacienda.


    La estrategia de los diputados novohispanos suponía una continuación de los debates parlamentarios acontecidos en la discusión de los artículos constitucionales sobre los ayuntamientos y, especialmente, sobre las diputaciones provinciales. En las Cortes de Cádiz los diputados americanos idearon y plantearon las diputaciones provinciales como las instituciones fundamentales para poner en marcha su autonomismo. Estas, para los americanos, tenían que ser auténticas plataformas representativas, soberanas y con competencias económicas, militares, sociales y educativas, capaces de desarrollarse bajo los deseos y aspiraciones del criollismo autonomista en América. Una propuesta política y económica equidistante entre el colonialismo absolutista y el independentismo.


    Estas reivindicaciones colisionaron frontalmente con la configuración del Estado-nación que tenían los diputados liberales peninsulares, hasta el punto que les obligó a crear un Estado-nación desde parámetros centralistas que vino determinado no solo por su necesidad de unificar la dispersión señorial del Antiguo Régimen, sino por los planteamientos autonomistas de los diputados ame­­ricanos.


    Los diputados peninsulares, especialmente los liberales, abordaron la cuestión provincial con una acerada crítica, al tildarla de propuesta “federal”. Y federalismo, en estos momentos, era sinónimo de republicanismo. En especial porque el “modelo” federal eran los Estados Unidos de América, un estado republicano y, además, que tenía un pasado colonial.


    Resta una de las grandes cuestiones: ¿era posible una monarquía hispana federal? Los liberales españoles no eran gratuitamente centralistas, lo eran por la contradicción que suponía incorporar las provincias de América en igualdad de derechos en el mismo momento de creación del Estado-nación y porque, además, el federalismo presuponía una forma de estado republicano que podía profundizar en los aspectos democráticos de la revolución liberal.


    Lo que es importante resaltar es que tanto la cuestión federal como la cuestión republicana tuvieron sus orígenes políticos en las Cortes gaditanas y, como estamos viendo, esta problemática tuvo su continuación en las Cortes de los años veinte, al seguir mediatizando la creación del Estado-nación español por la inclusión de las partes americanas que aún seguían dentro de la monarquía española.


    Este debate se cerró en la discusión de los mismos artículos constitucionales, al proponer y aprobar los diputados liberales peninsulares que fuera potestad del Gobierno nombrar al jefe político y ponerlo al frente de la Diputación Provincial. Con ello, los diputados liberales peninsulares se aseguraban una dirección centralista de las Diputaciones Provinciales.


    La puesta en marcha de la Constitución hizo también que en América se constituyeran ayuntamientos constitucionales, uno cada mil almas, y las diputaciones provinciales, y se convocaran procesos electorales tanto para ayuntamientos y diputaciones como para ele­­gir diputados en Cortes. Así, al igual que en el periodo anterior, los ayuntamientos comisionaron a muchos diputados con Instrucciones para que intervinieran en las Cortes exponiendo, reclamando o demandando las peticiones y propuestas que estas corporaciones locales les habían comisionado. Es por ello que los diputados americanos se convirtieron en trasmisores de múltiples demandas del criollismo autonomista, que abogaba por cambios entre la Ilustración y el liberalismo en América y que tuvieron en los ayuntamientos y en las diputaciones provinciales los altavoces representativos suficientes como para trasladar sus demandas a las Cortes nacionales. Esto produjo una cierta problemática de interpretación de la soberanía. La mayor parte de los diputados americanos se sentían más representantes de los poderes locales y provinciales (esto es, de ayuntamientos y diputaciones provinciales) que representantes de la nación. Ni qué decir tiene que esta visión era criticada duramente por parte del liberalismo peninsular al grito acusatorio de “fe­­derales”.


    Los diputados americanos a la península


    Tras las elecciones celebradas en las partes americanas que se mantenían dentro de la monarquía española, como veremos más adelante, llegaron a la Cámara, en los primeros meses de 1821, la mayor parte de los diputados americanos. La Diputación americana quedó integrada por 77 diputados entre suplentes y electos. De los electos, 39 eran representantes por las provincias de la Nueva España, 1 por Nicaragua, 2 por Cuba, 1 por Potosí, 1 por Panamá, 1 por Caracas, 5 por Guatemala y 1 por Cumaná y Nueva Barcelona. De los suplentes del año anterior solo se retiraron José Sacasa, por Guatemala, y Antonio Nariño, por Santa Fe y Caracas; mientras que a ese grupo de los suplentes se añadió 1 por Nueva España, quedando 8 por México, 2 por Cuba, 5 por Perú, 1 por Santa Fe, 2 por Caracas, 1 por Santo Domingo, 1 por Gua­­temala, 3 por Buenos Aires, 2 por Chile y 1 por Puerto Rico60.


    Su entrada en las Cortes solo reforzó este proyecto descentralizador de los territorios americanos que aún quedaban dentro de la monarquía española. Así, el tercer —y trascendental— paso de la es­­trategia americana fue proponer el 17 de marzo de 1821 que en cada intendencia hubiera una Diputación Provincial en América, basándose en el artículo 325 de la Constitución doceañista. Con ello lograrían una proliferación del poder provincial sobre el estatal.


    Pero la discusión de la consecución de una pléyade de diputaciones provinciales para vertebrar la estructura político-administrativa de los territorios americanos que aún permanecían dentro de la monarquía española conllevó el planteamiento de una serie de reivindicaciones político-sociales que la Constitución había obviado, como la dotación de ciudadanía a negros y mulatos (dado que estaban excluidos por el artículo 22 y 29 de la Constitución) o la lucha por recordar la abolición del tributo indígena, restituido en 1814, para lo cual presentaron múltiples casos, especialmente en Nueva España y Centroamérica.


    Lo que sí fue una constante, comparándola con la anterior década, fue la cuestión americana. Los acontecimientos en el continente americano seguían preocupando sobremanera a las Cortes. Estas barajaron un sinfín de propuestas llegadas tanto de América como desde la Península: comerciantes, militares, literatos y letrados propusieron una multitud de medidas para mantener América dentro de la monarquía. Los días de discusión de cuestiones americanas fueron notables. Al igual que en la Península, se ocuparon de multitud de representaciones y escritos de poderes locales y particulares que clamaban por abolir las múltiples injusticias que se cometía, a tenor de los exponentes, en América; en especial el mantenimiento de impuestos y privilegios coloniales que supuestamente se tenían que haber abolido tras los diversos decretos de las Cortes. Y, en especial, las protesta de los diputados americanos en contra del comportamiento “anticonstitucional” de muchos militares, algunos de ellos capitanes generales y anteriores virreyes, escudándose en la situación de guerra contra la insurgencia. Los nombres era repetidos una y otra vez y resonaban en la Cámara: Joaquín de la Pezuela, en Perú; Juan Ruiz de Apodaca, en Nueva España; o Pablo Morillo, en Venezuela.


    Una de las más consensuadas fue decretar el 27 de septiembre de 1820 una amnistía, “un olvido” general para todos los encausados en “opiniones políticas” y su inmediata puesta en libertad.


    El Plan de Iguala


    Sin embargo, todo va a cambiar. El 4 de junio de 1821 llegaron a las Cortes las noticias del Plan de Iguala. La mayor parte de los diputados peninsulares demandaron medidas concretas y no ahorraban calificativos peyorativos contra Agustín de Iturbide, el ahora “traidor” a la monarquía, otrora oficial realista. Nueva España (ahora México) se había proclamado independiente.


    En reacción al conocimiento de estas noticias en la península y —según Rodríguez— con un plan premeditado y connivente con los dirigentes partidarios del Plan en Nueva España, el 25 de junio de 1821 José Mariano Michelena y Lucas Alamán encabezaron, junto a 49 diputados americanos, la presentación de 15 propuestas que constituían toda una proclama, bien estudiada y estructurada, de federación. Los novohispanos, a la cabeza de la Diputación americana, proponían que hubiera tres secciones de las Cortes en América: una en Nueva España, incluida las Provincias Internas y Guatemala; la segunda en el reino de Nueva Granada y las provincias de Tierra-Firme; y la tercera en Perú, Buenos Aires y Chile. Las capitales donde se reunirían serían México, Santa Fe y Lima, tendrían las mismas competencias que las Cortes generales y sus diputados las mismas competencias y las mismas facultades que las generales en cada uno de estos territorios, a excepción de la política exterior. Y junto al poder legislativo, la propuesta contemplaba la creación de un poder ejecutivo que actuara por delegación del rey en “un sujeto nombrado libremente por su majestad entre los más distinguidos por sus cualidades, sin que se excluyan las personas de la familia real”. Reclamaban que se establecieran cuatro ministerios —Gobernación, Hacienda, Gracia y Justicia, Guerra y Marina—, un Tribunal Supremo de Justicia y un Consejo de Estado en cada una de las secciones. Por lo que hacía referencia a los aspectos económicos, se establecían las reglas para que el comercio entre la península y América se considerara interior entre provincias de toda la monarquía, teniendo los mismos derechos los americanos que los peninsulares para ocupar los cargos públicos.


    Fue la última carga de profundidad. La cuestión americana condicionó también el devenir del Trienio, tanto en las Cortes como, sobre todo, en América. Los diputados americanos reconocían que el sistema constitucional liberal para América era el que ellos habían contribuido a crear, a elaborar, a defender y por el que habían sido encarcelados, represaliados y perseguidos. La diferencia con la década de los diez es que ahora seguían creyendo en su validez legislativa, pero descentralizando los tres poderes de Madrid —unas Cortes propias, un Gobierno propio y un poder judicial propio— y estableciendo, claro está, una Hacienda propia, porque sin recursos económicos sabían que no habría mucho porvenir. El vínculo de unión, el símbolo omnipresente, seguía siendo la monarquía, pero constitucional. A la altura de 1821 ya era una propuesta utópica. Los americanos los sabían, los liberales peninsulares también. Fernando VII jamás la aceptaría.


    Las 15 propuestas no fueron aprobadas por las Cortes. El 30 de junio de 1821 se cerraban las sesiones parlamentarias. No se volverían a abrir hasta el 22 de septiembre de 1821. Para esa fecha, todo había cambiado. El 28 de julio de 1821 Juan San Martín proclamaba en Lima la independencia del Perú. Aunque esta tardaría en completarse hasta finales de 1824, tras la batalla de Ayacucho. El 27 de septiembre el Ejército Trigarante entraba en Ciudad de México, encabezándolo Agustín de Iturbide. La independencia de México era un hecho. Y con esta, también la de Centroamérica. Cuando llegaron las noticias de la firma del Tratado de Córdoba el 24 de agosto de 1821 por Agustín de Iturbide y el capitán general Juan O’Donojú, las Cortes rechazaron el acuerdo. En los próximos meses, los diputados americanos comenzaron a abandonar la Cámara. Aquí finalizaba, prácticamente, la trayectoria autonomista americana en las Cortes del Trienio. Para México otro proyecto empezaba a triunfar. Un proyecto conocido y dirigido por los novohispanos autonomistas, un proyecto nacional mexicano. Un proyecto que tendría las bases del primer federalismo mexicano.


    La Independencia de América

    y las finanzas reales


    Una pregunta reiterada entre los especialistas de la historia económica es cómo afectó la independencia de América a las finanzas de la monarquía española, es decir, a la Hacienda del rey y, en el Trienio Liberal, a la Hacienda Nacional.


    En el caso del rey, los sistemas impositivos en América —alcabalas, tributos indígenas, etcétera— se reunían en el concepto de remesas reales, las cuales iban a parar a la tesorería real, la mayor parte de ellos; independientemente de que sectores de capital usurario, financiero y comercial se beneficiaran directa o indirectamente de ellos.


    En los años noventa del siglo XX se desarrolló un intenso debate historiográfico sobre la importancia de los costes y los beneficios que el imperio americano había reportado a la metrópoli española a lo largo de la colonia. Así, Josep Fontana, Jaques Barbier, Pedro Pérez Herero, Richard Garner, Herbert Klein y Javier Cuenca debatieron en uno y otro sentido esta cuestión. Evaluaron en notables estudios las series de ingresos y egresos americanos desde el siglo XVI hasta las independencias americanas en las primeras décadas del siglo XIX. Fue, especialmente, Leandro Prados de la Escosura61, des­­de la historia econométrica, quien retomó la polémica al plantear que la pérdida de las colonias no supuso para la economía española un problema, ya que habían dejado de aportar cantidades significativas desde el siglo XVIII. El debate prosiguió con Carlos Marichal62 a finales de los años noventa del siglo XX. En contra de lo que había planteado Prados de la Escosura, Marichal demostró que la llegada de remesas desde América a la metrópoli en términos absolutos y relativos aumentó entre 1790-1810. Sus estudios evidenciaron que las remesas reales suponían el 15% de los ingresos ordinarios de la te­­sorería metropolitana entre 1763-1783; aumentaron al 25% en la década de 1790, subieron al 40% entre 1802-1804 e, incluso, lo que puede parecer más sorprendente por los inicios de los movimientos insurgentes, llegaron al 50% entre 1808-1811.


    También estableció que debían considerarse tres rubros: remesas en metálico (denominadas “remisibles” o “indias”), que se re­­cau­­daban en las cajas reales; impuestos cobrados por las exportaciones e importaciones; y las rentas del tabaco procedentes de Cuba.


    Pero Marichal también advirtió un cambio en la procedencia de las remesas reales desde América, pues estableció que antes de 1784 el Perú contribuía con una proporción igual o mayor que Nueva España, pero después de esa fecha esta se convirtió en la joya financiera del imperio63. Así, Marichal demostró contundentemente que desde 1788 hasta 1810 Nueva España llegó a aportar el 75% de las remesas fiscales mandadas a la monarquía desde América. Es más, entre 1784-1807 se calcula que el promedio de las remesas alcanzaba el 25% de los ingresos ordinarios (rubros impositivos y estancos) de la Tesorería real, es decir, eran ingresos netos. Y ello sin contar lo que suponían los ingresos extraordinarios (deuda).


    Estas cantidades aumentaron desde el momento de la guerra en la península contra Napoleón, pues el 75% de los ingresos de la Junta Central lo constituyeron caudales procedentes de Nueva España con los que fue posible sostener el ejército de Extremadura y Andalucía entre 1808 y 1809. Y, por último, cifra que entre 1808-1811 las remesas fiscales que llegaron a Cádiz fueron de 30 millones de pesos de plata (600 millones de reales), de los cuales el 80% procedía de Nue­­va España64. En resumen, la Hacienda española se hubiera colapsado si no hubiera sido por el aporte de las tesorerías americanas, fundamentalmente de Nueva España.


    Por otra parte, es interesante señalar, como ha estudiado profusamente Juan Marchena en un reciente y monumental estudio sobre la Armada española,65 que fueron los buques de la Armada quienes se dedicaron a transportar las remesas reales; buques que llevaban poca tripulación, pocos pertrechos de guerra y que estaban además escoltados por la Armada británica. Esto les granjeó que no fueran asaltados o corrieran peligro de ser abordados como en las décadas precedentes. Es más, como estudio Juan Andreo66, los navíos de la Royal Army transportaron a Cádiz una buena cantidad de plata americana


    Una Armada española que además en estos años prácticamente desapareció, como demuestra Marchena con datos contundentes, pues el número de buques teóricamente en activo de la Real Armada ascendía a 43 (20 navíos y 23 fragatas) y al terminar el conflicto solo quedaban 11: 6 navíos y 5 fragatas. Es decir, entre 1815 y 1825 se perdieron 32, el 75% de la Armada española.


    Una de las conclusiones de estos estudios es que la Hacienda Nacional del Trienio se va a resentir notablemente de la pérdida de América en términos económicos; en especial por la pérdida de Nue­­va España. Lo cual tiene que ser incluido como uno de los aspectos financieros a considerar en el derrumbe del sistema que, por otra parte, debía seguir atendiendo a los gastos militares tanto en América como en el interior de la península.

  


  
    



    Capítulo 5


    DE NUEVA ESPAÑA A MÉXICO, 1820-1822


    El regreso del liberalismo doceañista

    a Nueva España


    Las noticias de la proclamación de la Constitución de Cádiz llegaron en mayo de 1820 a Nueva España. Las poblaciones de Mérida, Cam­­peche, Veracruz y Xalapa (es decir, por donde entraron estas noticias y su rumorología) juraron la Constitución de inmediato, incluso adelantándose a la orden del virrey Juan Ruiz de Apodaca; lo cual refleja el fervor y esperanza que el texto doceañista aún tenía en Nueva España.


    El propio virrey la juró finalmente en Ciudad de México el 31 de mayo de 1820. Si bien se dejaron para el 9 de junio los festejos de su solemne lectura, su proclamación pública, seguida de iluminación general durante tres días, adornos en los balcones, lectura pública en las plazas, bandas de música, descargas de infantería, salvas de artillería, retratos del monarca y lienzos de la constitución emplazados en las calles y plazas; en fin, una iconografía y puesta en escena que la convirtió en el “ídolo de la nación”. No es de extrañar que se le bautizara como la “carta divina”, la “niña bonita” o la “Carta Magna”67. Y su difusión tampoco paró. Las autoridades de Ciudad de México enviaron mil ejemplares, cuenta Rodríguez, a todo el país.


    La cadena de juras prosiguió. En Tlaxcala —patria chica de Miguel Guridi y Alcocer, uno de los diputados americanos más destacados en las Cortes de Cádiz—, el 6 de junio, se celebró con todo el boato. Las autoridades civiles, militares y eclesiásticas sancionaron la Constitución en un acto público en la plaza principal de la población, con tedeum en la catedral y diversas ceremonias públicas.


    Una oleada de constitucionalismo impregnó la gran Nueva España, la “joya” de la Corona, las provincias más preciadas ahora en el régimen constitucional por sus riquezas, sus minerales, su gran extensión y porque de ellas dependían las capitanías generales de Cuba, Puerto Rico y Filipinas… En fin, porque con Sudamérica en llamas, se trataba de evitar otro frente de guerra una vez que se había contenido la insurgencia en la década anterior.


    Según Ivana Frasquet68, entre mayo y septiembre de 1820 la mayor parte de las poblaciones novohispanas que componían las intendencias de Guadalajara, Guanajuato, México, Oaxaca, Provincias Internas de Occidente (Durango, Chihuahua, Sonora, Sinaloa y las Californias), las Provincias Internas de Oriente (Coahuila, Nuevo León, Tamaulipas y Texas), Puebla, San Luis Potosí, Valladolid de Michoacán, Veracruz, Yucatán y Zacatecas juraron la Constitución. La cifra es contundente. Es decir, la mayor parte del extensísimo territorio de la Nueva España. El caso de Centroamérica, que formaba parte de este virreinato, lo analizaremos en el siguiente capítulo.


    Otra vez llegaban desde la península noticias tan inesperadas y desconcertantes como sísmicas a Nueva España; ¿otra vez una conmoción como la de 1808 tras las abdicación de la Corona española en Napoleón? No fue de tal magnitud. Sin embargo, sí se revelaría esta vez trascendental para llegar a la independencia. Y, paradojas, sin una guerra tan sangrienta como la de 1810 a 1815.


    Pero no todo fueron celebraciones. Ni qué decir tiene que la llegada de estas noticias causó tanta expectación y alegría como oposición de los sectores absolutistas coloniales. Antes de la procla­­mación, según Jaime Rodríguez, parte de la jerarquía eclesiástica de Ciudad de México intentó aplazarla e, incluso, no proclamarla69. Estas conspiraciones fueron desbaratadas por las espontáneas proclamaciones de la Constitución en diversas ciudades antes de que las noticias oficiales llegaran de España. Así, la movilización política y popular de parte del criollismo que aún mantenía esperanzas de llevar a cabo una política autonomista heredera de las Cortes de Cádiz —que había resistido a los avatares de la cruel guerra y a los años del absolutismo— precipitó en Nueva España la inauguración del régimen constitucional, antes de que cualquier atisbo conspiratorio conservador o anticonstitucional lo retrasara o cauterizara, como los acontecidos en La Profesa o el conocido de la Güera Rodríguez.


    Las juras y proclamaciones constitucionales se mezclaron con convocatorias a elecciones de ayuntamientos y diputaciones provinciales. La maquinaria constitucional se puso en movimiento. Los “padres de la patria” constitucionales —la comisión de constitución de 15 miembros, entre los que había 5 americanos— habían previsto muy concienzudamente estos pormenores, pues los artículos constitucionales preveían que con solo la aplicación de la Constitución se convocaran automáticamente los diferentes procesos electorales, a Cortes (parroquia, partido y provincia), a ayuntamientos y a diputaciones provinciales.


    Lo impresionante se produjo en el poder local. El artículo 310 establecía que se podrían constituir ayuntamientos cada mil almas. Así, un sinfín de ayuntamientos70 se constituyeron en Nueva España. En estos meses, población tras población, informaban al antiguo virrey (ahora jefe político tras la restauración de la Constitución) de aquellas que habían jurado la Constitución y puesto en marcha las elecciones parroquiales o reinstaurado los ayuntamientos constitucionales. De norte a sur: Zacatecas, Aguascalientes, Oaxaca… fue to­­da una explosión de poder local.


    Algunos de ellos se convirtieron en motor de reivindicaciones no solo locales, sino también provinciales. Y además, sus diputados, muchos de ellos electos a partir de los ayuntamientos y con instrucciones elaboradas por ellos en Cabildo abierto (esto es, con “vecinos principales”, que eran representantes del comercio, artesanado, eclesiásticos y militares y poderes civiles), demandaron crear más diputaciones. Es lo que sucedió en el Ayuntamiento de Puebla y su insistente representación a las Cortes a lo largo de 1820 que, a diferencia de la Diputación de Michoacán y Guanajuato, con sede en Valladolid, —actual Morelia—, no lo consiguieron en este año. Pero es una prueba más de la estrecha vinculación entre los poderes locales y provinciales y los diputados novohispanos en las Cortes de Madrid. Ayuntamiento de Puebla que seguirá teniendo una decisiva y directa actuación en los meses siguientes.


    El caso de Oaxaca fue paradigmático. La gran densidad demográfica de esta intendencia hizo que se crearan más de 200, muchos en poblaciones indígenas. Esta situación contribuyó a una politización de la población y a una reorganización del poder en función de la articulación de este crisol de poder local71.


    El otro estadio electoral, las diputaciones provinciales, también se puso en marcha. Cinco de ellas ya se habían establecido durante la anterior situación revolucionaria —Nueva España, Nueva Galicia, Yucatán, las Provincias Internas de Oriente y las Provincias Internas de Occidente—. Las tres primeras se pusieron en marcha entre mayo y septiembre de 1820; las dos restantes convocaron elecciones.


    Sin embargo, como hemos visto anteriormente, los diputados novohispanos consiguieron que, aplicando unilateralmente la Constitución en su artículo 325, pudiera establecerse una Diputación por cada una de las 12 intendencias que existían en Nueva España, alcanzando el número de 15. Y, pese a la declaración de independencia en septiembre de 1821, aún se crearon 2 nuevas en 1822 y 5 más en 1823.


    De esta forma, un carrusel de elecciones inundó Nueva España. Ni siquiera en el periodo constitucional anterior se había visto tamaña eclosión de procesos electorales, especialmente por la tremenda coyuntura de guerra que vivieron gran parte de los territorios novohispanos. Y, evidentemente, ello contribuyó a politizar una sociedad ya muy jerarquizada y estructurada en el régimen colonial. Así, entre las elecciones a los ayuntamientos, a las diputaciones provinciales y a las Cortes, se produjeron una serie de convocatorias electorales entre junio de 1820 y marzo de 1821, tal y como relata Rodríguez.


    Política constitucional:

    participación y autonomía


    El regreso al Estado liberal también conllevó la entrada en vigor de los decretos de las Cortes de la década anterior, en especial de la libertad de imprenta. Esto supuso la aparición de un sinfín de hojas volantes, edictos, publicaciones de menor entidad, suplementos, folletos, odas, canciones, catecismos políticos y, cómo no, periódicos y diarios, que informaban, instruían, aleccionaban o convocaban a una naciente opinión pública novohispana72. Un ejemplo de ello fue La Abeja poblana, uno de los más distribuidos y que apoyaba claramente al régimen constitucional. Cientos de escritos, algunos con firmas relevantes, otros con interesantes redacciones, se mostraron proclives a la restauración constitucional. El impacto fue enorme. Y también aparecieron algunas publicaciones que se dirigían a los indios, como el caso de La Malinche de la Constitución, en los idiomas mejicano y castellano:


    Mazehualzizinti nancate ipan inin Cemanahuac ihuan nan motlatotl mexicacopa, ihuan amo nan quimati caxtelancopa sanhuel yehuatl tianguis tlatole ¿Nanquimati clenquitos nequi Constitucion? Amo nanquimati, ihuan amo nanquimatisquiaya semiac t”la ipan nan motlatotl amo nan mechilhuisque.


    Indios de este Mundo, […] cuyo idioma natural es el mejicano, y no entendéis ni sabéis del español las palabras usuales de vuestro miserable comercio: ¿sabéis lo que quiere decir Constitución? No lo sabéis, ni lo sabríais jamás si en vuestro lenguaje no se os explica.


    En el nuevo escenario constitucional no pasó desapercibido que las comunidades indígenas tenían ahora otro rol tanto político como cívico y social.


    Jaime E. Rodríguez explica en sus estudios73 que mientras las instituciones compraban copias de la Constitución para difundir su texto, bien todo el articulado, bien algunas partes que le eran im­­portantes, el código gaditano se empezó a difundir en las escuelas mediante un Decreto de 17 de agosto de 1820. No obstante, los maestros arguyeron, según Rodríguez, que era muy caro —alrededor de diez reales— y optaron por incluir en sus enseñanzas el conocido y divulgativo Catecismo político, arreglado á la Constitución de la monarquía española: para ilustración del pueblo, instrucción de la juventud, y uso de las escuelas de primeras letras74. Este se había editado en 1812, pero seguía funcionando como un excelente texto pedagógico bastante más barato que el texto constitucional, pues costaba tres reales, y era mucho más práctico. Su mecanismo pedagógico, estructurado en preguntas, respuestas y explicaciones, tenía un alto contenido revolucionario:


    P. ¿Tiene dueño esta nación?


    R. No; porque siendo libre é independiente no es ni puede ser el patrimonio de ninguna familia ni persona; además que en ella reside esencialmente la soberanía, y por lo mismo le pertenece el derecho dé establecer sus leyes fundamentales (artículos 2 y 3).


    P. ¿Qué quiere decir esto?


    R. Que esta reunión de todos los españoles á nadie tiene sobre sí; de suerte que concurriendo la voluntad de todos, ó de la mayor parte, pueden disponer cuanto juzguen conveniente para su felicidad, sin que haya persona alguna que tenga facultad ni derecho para oponerse á sus deliberaciones.


    P. ¿No es el Rey el Soberano?


    R. El Rey es un ciudadano como los demás, que recibe su autoridad de la nación; pero como ésta le concede una parte de la soberanía por convenir así al bien general, se le suele dar este título, tanto para manifestar la elevación de su dignidad, como para inspirar el respeto que se le debe.


    La reinstauración constitucional conllevó serias contradicciones. No olvidemos que Nueva España había estado sacudida por una guerra desde 1810 a 1815 que, a la altura de 1820, aún tenía focos de resistencia insurgente. Es decir, aún permanecían las instituciones militares controlando a las civiles y, en segundo lugar, al igual que en otros territorios de la monarquía absoluta, las autoridades que tenían que poner en marcha el sistema constitucional no solo estaban designadas por el monarca, sino que eran abiertamente absolutistas.


    Así, la puesta en marcha de ayuntamientos y diputaciones conllevó enfrentamientos con los mandos militares. Estos estaban acostumbrados a imponer sus directrices esgrimiendo no solo su jerarquía militar, sino también justificándola por la comprometida coyuntura bélica. Acontecía que ahora ayuntamientos y diputaciones también tenían competencias fiscales y armadas, es decir, eran los centros civiles en los que recaudar contribuciones ordinarias y extraordinarias. Esto entraba en conflicto con las disposiciones militares sobre las contribuciones de guerra y el alistamiento de milicias, tanto nacionales como provinciales. Muchos mandos militares, además, se habían apropiado de estos fondos, obteniendo así abundantes fortunas, como el caso del virrey —ahora capitán general— Félix María Calleja, como demuestra Juan Ortiz75.


    El otro sector privilegiado del sistema colonial, la Iglesia, se dividió ante las reformas liberales. Por un lado, la puesta en vigor de los decretos liberales de la década anterior hizo que se levantara una tenaz oposición a la abolición de las órdenes religiosas y, especialmente, a la pérdida del fuero ante los juzgados civiles de primera instancia de los ayuntamientos, aspectos que también afectaron a los militares. Es más, a fines de diciembre de 1820, en Puebla, ciudad tradicionalmente muy clerical, aparecieron una serie de pasquines que reclamaban suspender los “impíos” decretos de las Cortes que afectaban al clero, la paralización de la expulsión de los jesuitas e, incluso, la desobediencia civil76. Lo cual, sin duda, hay que relacionarlo con el apoyo que tuvo unos meses después el Plan de Iguala, que antepuso en sus consignas la religión —y la Iglesia católica— a la independencia y a la unión.


    Sin embargo, muchos clérigos (especialmente curas de parroquia) fueron elegidos en los diversos procesos electorales en ayuntamientos, diputaciones y Cortes, teniendo una postura claramente liberal y a favor del sistema constitucional. Mientras que otro sector aprovechaba las homilías y sermones para hacer causa anticonstitucional.


    Respecto al comportamiento político del criollismo novohispano, también hubo una ambivalencia. Es decir, apoyaban el liberalismo doceañista en cuanto que las medidas autonomistas de los diputados americanos conllevaban un régimen descentralizador en Nueva España. Sin embargo, y a pesar de su apoyo y participación en estos procesos electorales y para implementar la Constitución, mantuvieron una postura, en ocasiones, ambigua, entre el apoyo al constitucionalismo doceañista y los contactos con la insurgencia. En especial porque desconfiaban de que el rey mantuviera el sistema liberal mucho tiempo, dada la situación internacional mediatizada por el Congreso de Viena y, especialmente, por la Santa Alianza, y su potencial intervención militar. Estas apreciaciones, a 200 años de estos hechos, pueden parecer presentistas, pero las múltiples manifestaciones, especialmente de diputados novohispanos en Madrid, lo corroboran. La otra cuestión es que muchos de ellos, como su líder Miguel Ramos de Arizpe, habían estado encarcelados seis años tras el golpe de Estado de Fernando VII y desconfiaban notablemente de cualquier signo constitucionalista fernandino, incluso aunque proclamara que él marcharía primero “por la senda constitucional”.


    Adiós al fidelismo: El Plan de Iguala

    y la independencia mexicana


    No obstante, los movimientos conspirativos se sucedieron. Esta vez se puso a la cabeza Agustín de Iturbide, un oficial español del ejército realista que se había distinguido en años anteriores por sus crueles métodos contrainsurgentes. Además de ello, se había visto envuelto en diversas situaciones financieras poco claras que le hacían ser sospechoso y le involucraron en acusaciones tanto de extorsión como de prevaricación.


    Bien sea por revancha, por animadversión hacia el monarca y el estado colonial, que no le habían ascendido; bien por obtener más ganancias; o bien por recuperar parte del crédito personal perdido en sus atribulaciones financieras, Iturbide pasó a convertirse en un impulsor de la conspiración en contra de mantener Nueva España ligada a la monarquía española, especialmente desde los últimos meses de 1820. A ello contribuyó, sin pretenderlo, Ruiz de Apodaca, quien lo nombró en noviembre de 1820 comandante del distrito militar del sur, dado que esta región aún se mantenía en guerra contra la insurgencia. Este nombramiento le confirió, por una parte, poder militar, y por otra, la certidumbre de que el Ejército español no podría derrotar jamás a la insurgencia77. Así, Iturbide varió su estrategia y abrazó la causa autonomista novohispana. Esta tenía varias líneas de actuación. La primera se materializaba en las pretensiones de una parte del criollismo, si bien también había peninsulares que, enraizados en diversos intereses económicos (especialmente comerciales, exportadores y productores agrarios), se expresaban a través de las tribunas y altavoces políticos en que se habían convertido los ayuntamientos constitucionales y las diputaciones provinciales. Instituciones, además, que asumieron la gestión de los aspectos financieros, sanitarios, educativos, militares, hacendísticos, económicos, judiciales y de abastos de pueblos y provincias. La segunda, emanada de estos poderes locales y provinciales, era una fuente de ideas, propuestas y reclamaciones a través de las Instrucciones con las que eran comisariados los diputados novohispanos en las Cortes en Madrid.


    Así, en enero de 1821 Iturbide llevó a cabo los primeros contactos para sondear la posibilidad de que ciertas figuras relevantes del Ejército y de la jerarquía eclesiástica se unieran al movimiento que encabezaba. El plan propuesto, en síntesis, era mantener algunos principios del liberalismo doceañista, especialmente en lo concerniente a los puntos esenciales que habían logrado los autonomistas novohispanos en la Constitución de 1812, como el poder local y provincial, la separación con la monarquía española y el mantenimiento de México como monarquía, ofreciendo el cetro a algún familiar real o buscado otras fórmulas.


    Así, Iturbide comenzó su estrategia. Contactó con Vicente Gue­­rrero, el legendario líder insurgente que aún mantenía activo en el sur un foco independentista, aunque no llegaron a acuerdos definitivos. En segundo lugar, se lanzó a enviar misivas a miembros de la alta oficialidad del Ejército como José de la Cruz, Pedro Celestino Negrete, Anastasio Bustamante o Luis Quintanas, entre otros. Y en tercero, a la jerarquía eclesiástica, como Pedro José de Fonte, arzobispo de México; Antonio Joaquín Pérez, obispo de Puebla; y Juan Cruz Ruiz Cabañas, obispo de Guadalajara. No todos eran criollos, pues Negrete, por parte militar, y Fonte y Ruiz Cabañas, eran españoles.


    Tras ello, lanzó su plan en la población de Iguala, a 200 kilómetros al sur de Ciudad de México, el 24 de febrero de 1821. El plan establecía una firme alianza entre la Iglesia y la religión católica (artículo 1); la independencia absoluta (artículo 2); la creación de una monarquía constitucional (artículo 3); la invitación al propio Fernando VII o algún familiar al trono mexicano (artículo 4); la creación de una Junta de Gobierno (artículo 5); la ciudadanía, los derechos individuales y de propiedad (artículos 12 y 13); el mantenimiento de las propiedades y del fuero del clero regular y secular (artículo 14) y la continuidad en los cargos de personal civil y militar (artículos 15-18).


    Pero quizá lo más importante de este plan, lo que le daba ciertos visos de credibilidad, era el anuncio de la creación de un cuerpo armado denominado Ejército de las Tres Garantías, que tenía como emblemas “Religión, Independencia y Unión”. Tríada que se esgrimió como enseñas del nuevo Estado que se quería instituir.


    El propósito del Plan de Iguala era establecer una Junta de Gobierno que transitara como ente institucional encargado de la gobernabilidad y de convocar un Congreso; Junta de Gobierno que estaba compuesta por autonomistas como Miguel Guridi y Alcocer, miembros de la sociedad secreta los Guadalupes, y partidarios de mantener los principios de la Constitución de 1812 y transitar de una forma pacífica hacia la independencia. No obstante, Iturbide, con la finalidad de atraerse a elementos conservadores hacia la causa independentista, no escatimaba en explicitar argumentos relativos a la situación tan delicada de la Iglesia en España, provocada por las me­­didas radicales liberales respecto a los bienes de la Iglesia. Con­­servadurismo, doceañismo, independencia y autonomismo de las provincias y ayuntamientos fue un cóctel que empezó a funcionar en pos de la vertiente nacionalista. Quedaba saber si también funcionaría en su vertiente política y social.


    El mismo día en que se proclamó el plan, Iturbide ofreció a Ruiz de Apodaca la presidencia de la Junta de Gobierno, pero este la re­­chazó. En marzo mandó sendas misivas a las Cortes y a Fernando VII para que aceptaran el plan. Ya vimos que ambos las rechazaron.


    A continuación, Iturbide aceleró la puesta en marcha de su plan. En primer lugar, se apoderó de caudales que transitaban hacia los puertos; en segundo, obtuvo el respaldo de Vicente Guerrero, ganando con ello el prestigio insurgente que el plan no tenía; y, en tercer lugar, empezó paulatinamente a ganarse el apoyo de la jerarquía eclesiástica, de los jefes políticos y de las diputaciones provinciales, así como de los ayuntamientos. Se nos revela paradigmático el caso del Ayuntamiento de Puebla, que había pedido insistentemente a las Cortes una Diputación Provincial para sí, como vimos en el capítulo anterior, que le fue denegada. Así, Iturbide se ganó su adhesión prometiéndole la creación de una Diputación poblana.


    Del Ejército Trigarante al Imperio mexicano


    Christon Archer calcula que el Ejército de las Tres Garantías, a finales del mes de marzo de 1821, contaba ya con 1.800 soldados, incluyendo las tropas insurgentes de Guerrero. Esta cantidad significaba, para estos momentos, un contingente más que respetable. Por el contrario, la situación del ejército realista era deplorable. Tras años de guerra insurgente, el desgaste era notable: faltaba armamento, munición, soldados, ropa, alimentos, etcétera. Y aquí surgió el notable poder de los ayuntamientos y diputaciones, pues estas controlaban tanto los reclutamientos para el ejército como los ingresos hacendísticos y financieros en forma de contribución de guerra (voluntaria e extraordinaria). Ahora, restablecida la ley constitucional, los líderes locales y provinciales al frente de estas instituciones reclamaban la supremacía del poder civil frente al militar después de años y años de subordinación a estos, bien realistas, bien insurgentes. Por su parte, los militares esgrimían la potestad finalista de ganar la guerra antes que cualquier otra medida civil.


    Como demostró Archer78, la guerra en Nueva España, desde 1810 a 1821, se volvió endémica. No hubo ninguna expedición de pacificación desde 1817, tras la llegada del Regimiento Expedicionario de Infantería de Zaragoza. Las tropas estaban cansadas, mal abastecidas, peor pagadas y casi desarmadas. La insubordinación y los desertores se prodigaban. Mientras, la insurgencia no solo resistía más de lo previsto, sino que dominaba nudos de comunicaciones, caminos y centros estratégicos. Además, los bandidos también campaban a sus anchas. Por su parte, la contrainsurgencia actuó, en muchas ocasiones, despóticamente, al utilizar la represión contra familiares de insurgentes apoderándose de los caudales y propiedades de los que eran acusados, lo cual influyó notablemente en la economía novohispana, además de crear un clima de terror y de resentimiento recíproco.


    La nueva proclamación de la Constitución, a tenor de Archer, condujo al ejército realista a una “implosión” y al sistema de defensa casi a su desmoronamiento. Ahora los jefes militares debían negociar reclutamientos, finanzas y actuaciones con las autoridades locales de los ayuntamientos y de las diputaciones provinciales, lo cual limitó el poder omnímodo con que habían actuado hasta el momento y restringió sus acciones, militares o no, que rayaban el anticonstitucionalismo. Así, se puede comprender que muchos oficiales realistas se pasaran a las filas del ejército iturbidista. La lista es conocida: Anastasio Bustamante, José Joaquín Herrera y Luis Cortázar, y oficiales de menor graduación que después conseguirían notable fama, como Antonio López de Santa Anna. Pero también se unieron oficiales peninsulares como Pedro Celestino Negrete, Domingo Estanislao Luaces, Manuel Torres Valdivia o Melchor Álvarez79.


    Las razones son varias. Algunos pensaron que esta transición hacia una autonomía en el seno de la monarquía era el plan que se estaba discutiendo en las Cortes; otros la veían como un mal menor, una transición hacia la independencia; otros ya habían tejido una serie de relaciones familiares y económicas que les habían granjeado propiedades y lucrosos negocios comerciales; y hubo quien creía que la guerra ya no se podía ganar. Si bien es cierto que una parte de la oficialidad se mantuvo en las filas de la monarquía. Tras una década de contienda sangrienta y cruel, pensaban que no sería tan fácil que los aceptaran en un México independiente cuando habían sido líderes de una represión muy dura. Y mucho más tras el asesinato en Xalapa del coronel Manuel de la Concha por las capas populares cuando se encaminaba a embarcarse hacia la península.


    El proceso se aceleró en los meses siguientes. Entre abril y junio de 1821 grandes zonas del Bajío y de Nueva Galicia (esto es, las zonas agrícolas y comerciales más rica) se adhirieron al plan iturbidista. El capitán general Ruiz de Apodaca, casi a la desesperada para frenar el Plan de Iguala, tomó medidas anticonstitucionales y antiliberales. Así, impuso la censura en cualquier información bélica y especialmente a las críticas a su gestión. Es más, cuando recurrió a la Dipu­­tación Provincial y al Ayuntamiento de Ciudad de México para obtener fondos y tropas con los que combatirlos, estos se negaron. Como vemos, estas instituciones (recordemos que obra de Ramos de Arizpe en los artículos constitucionales) fueron un arma de lenta pero segura involución desde el autonomismo a la independencia. El 5 de julio de 1821 un golpe contra Ruiz Apodaca, por parte del ejército realista, hizo que asumiera el mando Francisco Novella. Pero ya era tarde para detener a las fuerzas independentistas. Progresivamente, las regiones mexicanas se mostraron partidarias del Plan de Iguala. En Puebla, Ayuntamiento, líderes políticos criollos e insurgentes accedieron a pasarse a las filas iturbidistas a cambio de la concesión de una Diputación Provincial. Tras este gesto político, el 2 de agosto Agustín de Iturbide entraba en la ciudad de Puebla.


    Unos días antes, Juan O’Donojú desembarcó en el puerto de Veracruz comisionado, como hemos visto, por las Cortes. Nombrado capitán general y jefe político por estas, aliado directo de los diputados autonomistas novohispanos en las Cortes de Madrid, llevaba claras instrucciones de acordar una transición pacífica en Nueva España con el movimiento trigarante. No obstante, el panorama que se encontró en el puerto veracruzano fue aún más desolador. Las informaciones que los distintos secretarios ultramarinos en Madrid habían manifestado a las Cortes no tenían nada que ver con la rea­­lidad. La ciudad veracruzana se encontraba prácticamente cerca­­da, dado que la mayor parte de Nueva España estaba ya a favor del Tratado de Iguala. O’Donojú informaba a Madrid: “no hay tropas ni donde levantarlas; no hay dinero; no hay víveres; no hay ninguna clase de recursos”80.


    Sin embargo, O’Donojú estaba convencido de su misión. Es decir, llevar a cabo la tarea encomendada por las Cortes, la cual era, en síntesis, trasladar a Nueva España los planes de Michelena y los demás diputados novohispanos que hemos visto en el anterior capítulo. Solo que, prácticamente, el Plan de Iguala se le había adelantado.


    Iturbide y O’Donojú se entrevistaron en la ciudad de Córdoba, a poco más de cien kilómetros del puerto de Veracruz, el 23 de agosto de 1821, y firmaron un tratado que reconocía la independencia de Nueva España. No hubo discusión. Las partes llegaron a un acuerdo de inmediato. Las pretensiones de Iturbide coincidían, en gran parte, con las instrucciones que traía de las Cortes. Los diputados novohispanos ya habían hecho desde Madrid su labor. En síntesis, lo que pasará a la historia como los Tratados de Córdoba acordaban que Nueva España recibiría en adelante el nombre de “Imperio mexicano”, y que sería una monarquía constitucional moderada, al frente de la cual estaría Fernando VII, un príncipe español o alguien de la familia real que fuera propuesto por las Cortes mexicanas. Para llevar toda esta transición se establecería una Junta de Gobierno de la que O’Donojú formaría parte. El militar español trasladó los acuerdos firmados al rey y a las Cortes esperando su aprobación inmediata, dado que ese era el clima parlamentario que había dejado desde su salida de Madrid. Se equivocaba, como sabemos.


    Tras los acuerdos de Córdoba, O’Donojú se trasladó a Ciudad de México para hacerlos cumplir. No obstante, el general Novella los rechazó y manifestó que además no estaba dispuesto a cederle el mando. Y aquí otra vez entraron en acción los poderes locales y provinciales del Ayuntamiento y la Diputación de Ciudad de México, dado que no solo no respaldaron a Novella, sino que enviaron a un notable comisionado, Miguel Guridi y Alcocer, para hacer partícipe de ello a O’Donojú. Ante tal presión, Novella cedió y O’Donojú entró en Ciudad de México el 26 de septiembre de 1821. El jefe político y capitán general entró con todas las fanfarrias y alborozo de un virrey: música, tañido de campanas, vítores, salvas de cañón, recibimiento de autoridades… Un día después, el 27 de septiembre de 1821, Agustín de Iturbide hacía lo propio al frente del Ejército de las Tres Garantías. En el palacio virreinal le esperaba el propio O’Donojú; la jerarquía eclesiástica, al frente de la cual estaba el arzobispo Pedro José de Fonte (aquel que hacía unos meses se había desmarcado de sus planes); y altos mandos del Ejército. Después del tedeum, una cena de gala les esperaba. En ella se cruzaron brindis por los dos hombres que habían hecho posible una transición pacífica hacia la independencia: Iturbide y O’Donojú.


    Como hemos visto, los Tratados de Córdoba también fueron rechazados por las Cortes y el rey español. Ambos, a miles de kilómetros de distancia, no eran conscientes de una realidad novohispana tan distante como ajena. El Imperio español se desmoronaba; en realidad, ya lo había hecho hacía tiempo. El Imperio mexicano le reemplazó con la misma legislación del liberalismo gaditano. Los diputados novohispanos en las Cortes de Cádiz y del Trienio gestaron desde estas Cortes el nuevo Estado.


    O’Donojú, sin embargo, no pudo someterse a una dura crítica e incomprensión que seguramente le esperaba en España. Murió unas semanas más tarde. Fue enterrado con honores en la catedral de México, junto con los demás virreyes. Carlos María de Bustamante, una de las figuras políticas y cronista de la época, escribió:


    La memoria de este grande hombre será gratísima, en la presente y futuras edades para los mexicanos. O’Donojú economizó torrentes de sangre que hubieran inundado estas regiones por causa de su independencia. Llegó en el tiempo más oportuno y en que más se necesitaba para serenar la tormenta que se nos preparaba, y que él supo calmar, con una moderación y sabiduría, que no es capaz de expresar mi pluma. Conoció la situación política de esta América, examinó sus intereses, combinándolos con los de España que lo mandaba […]81.

  


  
    



    Capítulo 6


    LOS CAMINOS DE CENTROAMÉRICA:

    DOCEAÑISMO, ANEXIÓN Y REPÚBLICA, 1820-1823


    La Centroamérica doceañista


    Las noticias de la restauración de la Constitución de 1812 llegaron el 5 de mayo de 1820 a la ciudad de Guatemala. El capitán general Carlos de Urrutia dio instrucciones para que se jurara la Constitución el 9 de julio de 1820. Los mecanismos intrínsecos que tenía dispuestos la Constitución para que con su proclamación se pusieran en marcha las bases del Estado liberal (como los poderes locales y provinciales, la convocatoria de elecciones o las Fuerzas Armadas) también se activaron en Centroamérica. Así, a finales de julio se produjo la elección del Ayuntamiento y en agosto se convocaron las elecciones a Cortes. En el Ayuntamiento, el 9 de julio se acordó que la Constitución fuera leída en todo el reino82. Además, acompañó a este acto de demostración liberal otro de repudio del Antiguo Régimen, como fue la destrucción de todas las picotas en las plazas mayores, reemplazándolas con un monumento a la Constitución. Además de la Carta Magna se restituyeron los decretos de las Cortes de Cádiz y, entre ellos, se encontraba el de 26 de mayo de 1813, por el que los ayuntamientos tenían la obligación de “quitar y demoler todos los signos de vasallaje que hubiera en sus entradas, casas particulares, o cualesquiera otros sitios, puesto que los pueblos de la Nación Española no reconocen ni reconocerán jamás otro señorío que el de la Nación misma, y que su noble orgullo no sufriría tener a la vista un recuerdo continuo de humillación”83.


    Entre estas medidas simbólicas de restitución de las libertades y llegada del nuevo régimen liberal, Mariano Aycinena, patriarca de una de las familias más importantes de comerciantes, no dejó pasar la ocasión y propuso que el retrato de Antonio Larrazábal, diputado por Guatemala y una de las figuras de los diputados americanos en las Cortes de Cádiz84, fuera puesto en un cuarto del Consejo a fin de honrar “su heroica firmeza”85. Unos meses más tarde, en noviembre de 1820, Larrazábal fue elegido rector de la Universidad de San Carlos. Aún se recordaba entre los criollos ilustrados guatemaltecos su actuación en las Cortes gaditanas y su defensa de las Instrucciones encargadas por el Ayuntamiento de Guatemala. Tras la restauración del absolutismo, Larrazábal fue apresado en mayo de 1814 y encarcelado. Su retrato fue retirado del Ayuntamiento y las Instrucciones se arrancaron de las actas del Cabildo. Además, en un acto de escarmiento público fueron quemadas en la plaza mayor, en mayo de 1815, por “sediciosas e inspiradas en las ideas de la revolución francesa”86. Así, en 1820 el Ayuntamiento guatemalteco quería reparar viejas ofensas.


    Xiomara Avendaño87 plantea que la aprobación de la Consti­­tu­­ción de 1812 supuso el cese de los corregidores, alcaldes de Cabildo y gobernadores de indígenas y el nombramiento, mediante elecciones, de nuevos alcaldes, muchos de ellos indígenas. Un auténtico terremoto sacudió el territorio centroamericano con la creación de multitud de ayuntamientos que quebraron el orden colonial. En el caso de la provincia de Guatemala, se calcula que fueron más de 120, según Avendaño88; lo cual empezó a derribar el antiguo control que la jerarquía colonial tenía sobre las comunidades indígenas, ya que perdían sus privilegios coloniales. Esto produjo un conflicto electoral, pues los corregidores y alcaldes mayores del sistema colonial se aferraron al poder e hicieron todo lo posible —incluidas maniobras fraudulentas— para no perder sus privilegios políticos, que les reportaban también beneficios eco­­nómicos.


    Esta puesta en vigor de la carta doceañista vino acompañada de los decretos emitidos en Cádiz. Uno que provocó tanto desórdenes como controversias fue el de la abolición del tributo indígena. Xiomara Avendaño ha estudiado las diversas revueltas indígenas que estuvieron provocadas cuando los alcaldes mayores intentaron cobrarlo. La problemática preocupó al criollismo. Así fue recogida por uno de sus periódicos como El Editor Constitucional, que apoyaba la abolición: “bajo la ficción de minoridad, a la sombra de leyes que ya no gobiernan, es cerrarle el paso que le franqueó la constitucionalidad para la ilustración, los empleos y demás cargos públicos […] es despojarles de los derechos que le da la Constitución… Es derribar el edificio constitucional por sus cimientos”89. Una prueba inequívoca de la puesta en vigor del liberalismo doceañista frente al sistema colonial.


    Tras los ayuntamientos volvieron a funcionar las dos diputaciones provinciales aprobadas en las Cortes anteriores. El 1 de septiembre 1820 se instaló la Diputación Provincial guatemalteca, que estaba compuesta por representantes de Guatemala, El Salvador, Chiapas y Honduras. Gabino Gaínza fue nombrado su jefe político. Más tarde, también se instaló la Diputación Provincial de León, donde estaban los representantes de Nicaragua y Costa Rica.


    La Diputación Provincial, en función de sus competencias constitucionales, nombró jueces de letras. Ello motivó un enfrentamiento con la Audiencia, que quería mantener estas competencias como en la colonia. El conflicto se elevó a consulta de las Cortes, las cuales apoyaron a la Diputación. Pero no fue el único enfrentamiento entre ambas instituciones. El jefe político Gaínza empezó a dirigir la Diputación Provincial como un verdadero cuerpo legislativo, enunciando sus medidas como emitidas por un po­­der soberano. Esto supuso un enfrentamiento sistemático con la Audiencia, que la acusó de anticonstitucional reiteradas veces. Por ejemplo, ante las dudas que surgieron por parte de algunos pue­­blos de indios, la Diputación confirmó la abolición del tributo. La medida sirvió para que hiciera lo mismo la Diputación Provincial de León en Nicaragua90.


    Otro de los conflictos entre el poder provincial y el estatal fue el enfrentamiento entre los oficiales de la Tesorería Real y la Diputación Provincial con motivo de la ley de Aranceles de 9 de octubre de 1820, que liberaba al comercio interior de impuestos y gabelas múltiples. Este era un decreto apoyado fervientemente por los liberales; sin embargo, el oficial mayor de la Tesorería Real boicoteó el decreto y se negó a abolir las aduanas interiores, aduciendo que perdía ingresos. Este enfrentamiento se presentó en clave casi nacional, dado que los funcionarios de aduanas, en su mayor parte peninsulares, se negaban a abolirlas porque implicaba su traslado a las aduanas portuarias, a lo que se negaban; no por cuestiones ideológicas o políticas, sino prácticas y personales, dado que representaba un problema de salubridad vivir en la costa.


    La puesta en vigor del decreto de libertad de imprenta provocó la proliferación de periódicos. Dos fueron especialmente populares: El Editor Constitucional y El Amigo de la Patria. El primero agrupaba a miembros de la Tertulia Patriótica guatemalteca y al frente de él se encontraba Pedro de Molina, quien no escondía sus inclinaciones a calificar a Guatemala como nación, a establecer un federalismo entre las provincias centroamericanas e, inclusive, una república para desmarcarse de las pretensiones de los partidarios de la anexión a Mé­­xico. El segundo fue editado por José Cecilio del Valle, figura intelectual y política a la que se le atribuye la redacción del Acta de Independencia. Ambos periódicos publicaron artículos de higiene, nutrición, moral, virtudes cívicas y reproducían textos importantes de las Cortes y de la Constitución.


    Los problemas en el interior de Centroamérica surgieron de inmediato. La desestructuración de las jerarquías coloniales que conllevaba la Constitución de Cádiz produjo resistencias al centralismo colonial que había ostentando Guatemala. Así, Comayagua, en la provincia de Honduras, se negó a mandar un diputado provincial a la Diputación de Guatemala. Es más, su intendente José Tinoco se convirtió en el líder de los intereses comayagüenses y reclamó una Diputación para Honduras. Ante este desafío, la Diputación guatemalteca armó una expedición para hacer desistir a los hondureños amenazándolos con cambiar la capital a Tegucigalpa. Finalmente, los hondureños aceptaron mandar un diputado a Guatemala y formar parte como provincia guatemalteca. Sin embargo, como hemos visto, los diputados americanos en las Cortes de Madrid pugnaron por que cada intendencia tuviera una Diputación. Detrás estaban tanto los intereses de descentralizar los poderes heredados del colonialismo como de satisfacer los deseos de las burguesías provinciales. Así, tras el Decreto de 14 de mayo de 1821, por el que se creaba una Diputación en cada intendencia americana, Comayagua resucitó sus deseos de independencia de Guatemala. Como estamos viendo, los intereses regionales en cada territorio chocaban con las clásicas divisiones coloniales. Un pasquín anónimo circuló por toda Honduras describiendo el sentir de la animadversión a los chapines, como eran denominados despectivamente los españoles residentes en Guatemala:


    No os dejéis engañar, amadas provincias y hermanos míos, de esos ansiosos guatemaltecos, cuyas vastas ideas llevan por objeto la más escandalosa conjuración [de] absorberse el mando de todo el Reyno […]. Entonces veríamos […] a esa chusma de chapines […], amadores de sí mismos, arrogantes, presuntuosos, grotescos, contumaces, desobedientes, avarientos, carnales, mentirosos, falsos, blasfemos, hipócritas […] echar sobre los cuellos de las provincianos y las Provincias, las pesadas cadenas de la más torpe esclavitud91.


    Estos conflictos interprovinciales se registraron también entre la Diputación nicaragüense y la guatemalteca, y entre la primera y Costa Rica, a quien culpaba de sus penurias económicas y de no tener un obispado; por lo que acabó también reclamando una Diputación costarricense. Como vemos, el instrumento del autonomismo americano legislado en las Cortes, pero desarrollado y reclamado con mucha potencialidad en Hispanoamérica.


    En estos meses de 1821, tanto el Ayuntamiento como la Dipu­­tación guatemalteca, apoyados por el Editor Constitucional, reclamaron que se derogara el artículo 22 de la Constitución, por el cual se restringía el derecho de ciudadanía a las castas, que se decretara el comercio libre y el monopolio del tabaco. Todas estas reivindicaciones también las expuso el diputado Julián de Urruela en las Cortes de Madrid en sus Instrucciones, redactadas en consenso con Mariano Aycinena y Antonio Larrazábal. Mario Rodríguez propone que estas instrucciones fueran presentadas ya como un ultimátum: o se aprobaba o la independencia. Una evidencia del encono y del cambio de posición de los poderes civiles guatemaltecos fue el cambio de política del Editor Constitucional. Así, desde este periódico se criticó, incluso, la propuesta de los diputados americanos en las Cortes de Madrid de crear monarquías en América. Además, unos meses antes de la proclamación de la independencia, en septiembre de 1821 el Editor Constitucional, abiertamente partidario de la independencia, cambió sintomáticamente de nombre y pasó a denominarse El Genio de la Libertad. El periódico, en estos días de septiembre de 1821, anunció la independencia de Chiapas y los ánimos a que Guatemala hiciera lo mismo. Y terminaba: “¡Viva la Soberanía del pueblo de Guatemala! ¡Viva su Libertad e Independencia!”92.


    Una independencia esperada


    Todo comenzó por Chiapas. Según Jordana Dym93, el Ayuntamiento de Comitán proclamó la independencia y lo secundó la capital de la provincia chiapaneca, Ciudad Real. El gobernador, el obispo y el Ca­­bildo, junto a artesanos y grupos populares, se reunieron para adoptar una decisión. El 8 de septiembre se proclamó la independencia en Chiapas. Otros ayuntamientos como Tuxla le siguieron en días sucesivos.


    Una semana después, el 15 de septiembre de 1821, el jefe político superior de la Diputación de Guatemala convocó una junta especial de casi 60 “notables” compuesta por militares, eclesiásticos y civiles que ese mismo día proclamó la independencia. Una multitud, a tenor de lo descrito en las crónicas, apoyaba la proclamación. Bandas de música y fuegos artificiales certificaban el acto festivo patriótico. Lo importante es significar que la declaración de independencia también fue apoyada por Gabino Gaínza (jefe político), la Diputación Provincial y los representantes del Ayuntamiento. Es muy significativo —y revelador— que para celebrar la independencia se reunieran muchos de los diputados de las Cortes de Madrid en un banquete: Mateo Ybarra, diputado por la ciudad de Guatemala; Fernando Antonio Dávila, diputado por Chiapas; Luis Hermosilla, por Chiquimula; Juan Esteban Milla, diputado por Comayagua; Toribio Argüello, diputado por Nicaragua; y José Sacasa, representante por Yucatán. Con ello, como hemos visto, no solo los diputados centroamericanos habían abandonado, tras las fracasadas propuestas, las Cortes, sino que eran partidarios de la independencia. La vía americana en las Cortes de Madrid, a estas alturas, estaba muerta.


    La declaración estaba condicionada a la aprobación y adhesión de los demás territorios del reino de Guatemala. Además se convocó a las demás provincias a una asamblea constituyente el 1 de marzo de 1822. A tenor de lo expuesto, dos eran las cuestiones básicas, según Mario Rodríguez, que quedaban por despejar en el resto del reino: ¿estaban a favor de la independencia? Y, en especial, ¿qué tipo de Gobierno deseaban?


    La declaración seguía parte de los principios de la carta gaditana. Sin embargo, daba voto a las castas, adjudicaba más diputados a Chiapas para atraerla y cambiaba el nombre de la Diputación por el de “Junta Provisional Consultiva”. Es interesante preguntarse por las razones de la independencia. Según Mario Rodríguez, la cuestión anticlerical en España fue un factor importante en el rechazo al sistema de la carta gaditana. Como hemos visto para el caso de México y veremos para el de Perú, esta explicación historiográfica, basada en el moderantismo católico del liberalismo mexicano y peruano, ha sido una de las más recurrentes.


    La Junta Provisional Consultiva tomó de inmediato ciertas decisiones: que se despidiera a los jefes militares sospechosos de no acatar la independencia y que se depurara a los civiles que habían servido en las juntas electorales y se sabía que no estaban por la independencia.


    Al igual que en España, en el caso de las Cortes, la sesiones de la Junta Provisional Consultiva fueron recogidas en los periódicos de la ciudad y se declararon públicas, si bien, tras una larga discusión, solo en las cuestiones que afectaban al ámbito legislativo. Además se creó una Gazeta del Gobierno con el objetivo de difundir los acuerdos y decretos emitidos.


    La proclamación de la independencia de Guatemala no fue la primera ni la última. Entre los meses de agosto y noviembre decenas de ayuntamientos centroamericanos debatieron en sesiones abiertas o cerradas, como estudió Jordana Dym94, si se independizaban o no. La consulta se extendió por toda la provincia.


    Es interesante señalar que durante todo este periodo se aplicaron los decretos y la Constitución de 1812 en diversos planos, como el de los procesos electorales a nivel local y provincial, el mantenimiento de las competencias de ayuntamientos y diputaciones en materia de abastos, higiene, financieras, hacendísticas, milicianas, jurídicas y de gestión, y la administración de sus territorios. Las libertades de prensa y de reunión provocaron la difusión de una naciente y cada vez más politizada opinión pública. Las tertulias pa­­trióticas, equivalentes a las sociedades patrióticas, promovieron tanto la ilustración de la sociedad como una crítica a sus gestores. Siguiendo la estela doceañista, se decretó la abolición del tributo indígena y la prohibición de la pena de azotes, pero también superaron a esta legislación al conceder el derecho al voto a la población mulata y mestiza, rectificando con ello los artículos 22 y 29 del código gaditano. En materia de urbanismo y sanidad, se decretó una nueva normativa de cementerios y la introducción de la escuela lancasteriana, una constante en todo el mundo hispano.


    No obstante, el liberalismo95 que se prodigaba en Centroamé­­rica no escapaba a las características novohispanas, dado que tam­­bién contó con un fortalecimiento de la Iglesia y de la religión católica.


    La Junta Provisional Consultiva ejerció el cometido por el que se había creado y lanzó de inmediato una importante consulta tanto a las diputaciones provinciales de las cuatro intendencias (esto es: Chia­­pas, Comayagua, León y San Salvador) como a los municipios de las capitales de provincia, para que propusieran medidas e ideas con la finalidad de estabilizar y consolidar la independencia y reunir las aspiraciones y necesidades conjuntas de todos los te­­rritorios del antiguo reino de Guatemala. Con ello también se pretendía crear una sensación de unidad y de liderazgo desde Guatemala.


    Uno de los principales problemas fue, obviamente, la cuestión económica y financiera. Todo un clásico en el nacimiento de los estados liberales, tanto americanos como el español. La solución supuso una gran controversia. Recurrir a mantener impuestos eficientes, pero identificados con la monarquía española, era com­­plicado y se tildaba de “odioso”; pues, al tiempo que se recurría a consignas y palabras grandilocuentes en pos de la libertad e igualdad, podía parecer que, en el terreno económico, nada cambiaba. ¿Dónde estaba el gran cambio preconizado por estos hombres?, ¿dónde su liberalismo si se mantenían impuestos coloniales? Es más, si el rey español ya no estaba, si se había logrado la independencia, ¿por qué seguir pagando impuestos “españoles”? Por ello el recurso a mantener la alcabala fue dificultoso y la restauración del tributo indígena todavía más, dado que este levantaba aún más animadversión entre la población indígena. Se optó por aprobar una contribución personal, al igual que la mayor parte de repúblicas hispanoamericanas. No obstante, los críticos con este sistema denunciaban que “solo” era un cambio de nombre del tributo, aho­­ra aplicado a toda la población.


    Mario Rodríguez insiste en que lo que agravó la crisis financiera fue la partida de muchos españoles que se llevaron tras de sí sus capitales y todos aquellos fondos extraídos de la venta de sus propiedades, si bien el nuevo Gobierno guatemalteco los gravó con un 10%. Para solventar la penuria hacendística se estableció también un impuesto a las chicherías. Obviamente esta carga vino acompañada por una normativa moral y ética sobre el consumo de alcohol y sus consecuencias negativas. Lo que sucedió es que este impuesto recayó en las clases populares, consumidoras mayoritariamente de esta bebida tan popular.


    Independencia en Centroamérica


    Pero la independencia no supuso ni cohesión ni unanimidad en el proyecto que se inició en Nueva España. Pronto empezaron a surgir las ideas que se separaban de mantener como forma de Gobierno una monarquía moderada y constitucional con base en la doceañista. Así comenzaron a surgir ideas, tildadas de “unionistas”, para crear una república federal centroamericana que conllevara un nexo con los intereses y sentimientos de autonomía de las provincias centroamericanas.


    No obstante, el impacto de la independencia, más que unir, de­­sunió. Centroamérica, como explica de modo excelente Mario Váz­­quez96, se fragmentó. Fue toda una cadena de animadversión en con­­tra de las poblaciones que representaban la centralidad en la etapa colonial. Y también contra quien obligaba a reclutamientos e imponía impuestos y gabelas comerciales.


    En la provincia de Honduras, Comayagua, su ciudad más importante, cuando llegaron las noticias del Plan de Iguala el 28 de septiembre de 1821, proclamó la independencia, pero tanto de España como de Guatemala, publicitando su adhesión al plan. Así, el intendente José Tinoco se proclamó jefe político superior de la capitanía general de Honduras. Sin embargo, no todo fue unidad en este territorio, ya que Tegucigalpa, segunda ciudad hondureña más importante, se negó a secundar la propuesta de anexión al Imperio mexicano de Comayagua. Con ello, los poderes económicos querían arrebatar los puertos del Caribe a Guatemala y la plata a Tegucigalpa, como explica Mario Vázquez97. Los puertos de Omoa y Trujillo, y otras ciudades como Gracia, Llanos y Cueyagua, hicieron lo propio declarándose aliadas de Guatemala. Esto condujo a una tremenda división del territorio hondureño y a una fragmentación notable de su estrategia política. Cuando llegaron las noticias a Guatemala, hondureños de relieve como José del Valle y Santiago Milla (antiguo diputado en las Cortes de Madrid) abogaron e influyeron para que milicias guatemaltecas intervinieran militarmente en auxilio de Tegucigalpa. Si bien, ante la llegada de milicias salvadoreñas, desistieron de ello. La provincia de Honduras quedó dividida en dos: a favor y en contra de Guatemala; a favor y en contra de la anexión a México.


    En San Salvador, explica Mario Vázquez, el Acta de Independencia emitida en Guatemala llegó el 21 de septiembre de 182198. Se convocó una asamblea de “notables” para suscribirla; sin embargo, no hubo unanimidad. En las elecciones a la Diputación Provincial se enfrentaron dos grupos políticos. Por una parte, el dirigido por Manuel José de Arce y Juan Manuel Rodríguez, dos conocidos líderes republicanos muy populares, y el grupo que encabezaba el intendente Pedro Barriere. Arce y Rodríguez encabezaron una serie de manifestaciones que denunciaban al intendente por manipular en su beneficio las elecciones, protestando con un nutrido apoyo popular y del Ayun­­tamiento por haber dejado sin voto a negros y mulatos y en contra de que quedara ligada a Guatemala. Barriere utilizó la fuerza armada y los líderes republicanos fueron encarcelados y remitidos a Guatemala para que fueran juzgados. La revuelta y estos actos represivos levantaron a otros municipios en contra del intendente. La Junta Pro­­visional Gubernativa, preocupada por la revuelta que se extendía por El Salvador encabezada por numerosos ayuntamientos, mandó una fuerza expedicionaria al mando de José Matías Delgado para pacificar la problemática. Ante ello, Barriere renunció y ocupó su puesto Delgado. Finalmente, la Diputación salvadoreña quedó instalada el 11 de noviembre. En este sentido, Vázquez explica que el salvadoreño fue el único movimiento que no se desarrolló por motivos e intereses particulares, sino que tenía un proyecto nacional alternativo al Plan de Iguala99. Pero tal y como explica Sajid Herreara, la herencia doceañista fue muy poderosa, especialmente en los ayuntamientos que no se doblegaron al poder de las diputaciones provinciales y actuaron como entes de poder local autónomos, por lo que la “unidad territorial” no estaba dada de antemano, por más que insistiese la ciudad de San Salvador con el establecimiento de su potente Ayuntamiento y después con la Diputación Provincial100.


    En Nicaragua pasó otro tanto. El jefe político dela Diputación Provincial de León, Miguel González Saravia, con el apoyo de la institución que presidía y con la aquiescencia del obispo García, el 28 de septiembre de 1821 proclamó la independencia de Espa­­ña y de Guatemala, y su adhesión al Plan de Iguala dos semanas después. Los argumentos para ello eran la lejanía e incapacidad de defensa que tendría Guatemala para poder ayudarles en caso de invasión española, a diferencia del poder militar que se le suponía a las fuerzas mexicanas, así como el favoritismo durante la colonia que habían tenido comerciantes y funcionarios guatemaltecos, lo cual generaba mucha animadversión a los sectores económicos dominantes nicaragüenses. Por supuesto que, como plantea Mario Rodríguez, la concesión de un subsidio por parte del Gobierno mexicano de 100.000 pesos para sufragar gastos fue también una razón poderosa.


    Los periódicos de la capital guatemalteca atacaron este posicionamiento de la Junta leonesa. El jefe político González Saravia y el obispo García fueron tildados de “españoles” y criticados por su clericalismo. La Junta Provisional Consultiva actuó ambiguamente para no enfrentarse aún más a los leoneses, pero favoreciendo una posible división de las fuerzas en Nicaragua. Y lo con­­si­­guió. Las poblaciones de Granada y Masaya se desmarcaron de la declaración del 28 de septiembre. Esta división fue aprovechada de inmediato por la Junta Provisional Consultiva, que incorporó a un representante granadino a su Junta (el abogado Eusebio Castillo) y creó una Junta Gubernativa Subalterna al frente de la cual nombraron como jefe político a un hombre leal a Guatemala: Víctor de la Guardia. Al igual que en Honduras, en Nicaragua acon­­teció un doble poder. Por una parte, Granada y Masaya; por otra, León. La solución a esta división la dictaminaría lo acontecido en México.


    Costa Rica se mantuvo dentro de la Diputación Provincial de León de Nicaragua y mandó sus representantes a esta institución que se constituyó el 25 de octubre de 1820. Sus deseos autonomistas ya los había expresado su diputado en las Cortes de Madrid al reclamar un obispado, una Diputación Provincial y la eliminación del monopolio del tabaco.


    Como estudia Xiomara Avendaño101, las noticias de la proclamación de la independencia llegaron a la ciudad de Cartago, que actuaba como capital costarricense, a mediados de octubre de 1821. Así, el Ayuntamiento convocó a los demás ayuntamientos de la provincia para que emitieran su parecer. Y se produjo una notable división, ya que de las cuatro poblaciones más importantes, Cartago y Heredia se pronunciaron a favor de México, mientras que San José y Alajuela decidieron optar por estar vinculados a Guatemala. Tras la consulta, y desechando propuestas republicanas que eran minoritarias, el 1 de diciembre de 1821 se estableció la Junta Superior Gubernativa de Cos­­ta Rica tras el Pacto de la Concordia, basándose en la Constitución de 1812, y se acordó que su emplazamiento cambiaría cada tres meses, rotando entre las cuatro poblaciones más importantes costarricenses. Para la Junta, el pacto con España se había roto porque:


    En tal estado por un orden natural han quedado disueltas en el reino las partes del estado anteriormente constituido y restituidos todos y cada uno de los pueblos a su estado natural de liberad e independencia y al uso de sus primitivos derechos […]. Los pueblos deben formar parte del Pacto Social bajo el cual se hayan de atar y constituir en nueva forma de Gobierno102.


    Quizá la ventaja de un acuerdo en Costa Rica fue que era un te­­rritorio más pequeño y los ayuntamientos más importantes se en­­cuadraban en el valle de la mesa central.


    Implosión guatemalteca


    Como plantea muy acertadamente Mario Vázquez, el Plan de Iguala vino a implosionar en la Capitanía General de Guatemala de una forma tremenda, como estamos viendo. Más allá de que se estuviera de acuerdo en separarse de España, las instituciones de poder creadas por la Constitución doceañista (es decir, ayuntamientos y diputaciones) adoptaron desde el primer momento lo que muchos diputados novohispanos y centroamericanos en las Cortes de Cádiz y después en Madrid habían propuesto, pensado y pugnado: que eran órganos del poder local y provincial constituidos por medio de elecciones. Esto quería decir que la soberanía popular residía en ellos y, por lo tanto, tenían pleno derecho a proceder según sus vecinos, votantes, intereses y pretensiones, por lo cual no debían subordinación a nadie ni respeto a una jerarquía colonial que se desmoronó desde el momento que triunfó el Plan de Iguala. Por lo tanto, todas las opciones eran factibles: seguir a México, a Guatemala, proclamar una república, independizarse de México, de Guatemala, ser autónomos y un largo etcétera. Así, como bien plantea Vázquez, la implosión fue “de provincia a provincia, de partido a partido, de un pueblo a otro en función del liderazgo que ejercían o pretendían ejercer distintos grupos de poder locales y regionales, de sus relaciones específicas con los intereses guatemaltecos y de su acuerdo o desacuerdo con el Gobierno de la Audiencia”103.


    A fines de 1821 la Junta Provisional Gubernativa se desmarcó cada vez más de las proclamas mexicanas. Miembros de la Junta em­­pezaron a cuestionar sus inclinaciones monárquicas, acordadas en los Tratados de Iguala y de Córdoba, y comenzaron a apoyar las ideas republicanas, dado que se tenían presentes los casos de Buenos Aires, Chile y Venezuela y, por supuesto, Estados Unidos. Además, comenzaron a contraponer un silogismo que perduró a lo largo del tiempo en buena parte de la América hispana y que planteaba una contraposición nacionalista entre españoles/monárquicos contra americanos/republicanos. Y ello no sin contradicciones, dado que Gabino Gaínza, su presidente y jefe político de la Diputación guatemalteca, había nacido en la península.


    La quiebra se inició en el Ayuntamiento de la capital guatemalteca. Los denominados “cacos” o bandidos (es decir, las familias más acomodadas en la Colonia) se decantaron finalmente por la protección que empezaba a brindar México. Les atraía el impulso económico que les podía brindar un comercio privilegiado con el recientemente creado Imperio mexicano, su poderío militar para poder defenderles de potenciales ataques españoles, la moderación de un sistema monárquico alejado de veleidades republicanas, el respecto a las propiedades de la Iglesia y la primacía de la religión en las consignas de los tratados, etcétera; es decir: era la opción conservadora.


    El Imperio de Iturbide tampoco era partidario de tener en su frontera sur una pluralidad de repúblicas independientes que fuera territorio fácil para reemprender una reconquista por parte del ejército español o, incluso, para que irradiara ideas republicanas a su propio Estado. De esta forma, Iturbide presionó a Gaínza para que abandonase sus pretensiones de republicanismo, haciéndole ver que las propuestas de los diputados novohispanos y centroamericanos en las Cortes de Madrid eran una propuesta viable y consensuada. Si bien, como hemos explicado anteriormente, carecía de total viabilidad.


    La Junta Provisional Consultiva envió cartas a todos los ayuntamientos para que en sesiones de Cabildo abierto recabaran las opiniones de sus ciudadanos y se las mandaran. El 2 de enero de 1822 la consulta arrojó una enorme mayoría a favor de la anexión a México, lo cual conllevó una serie de revueltas populares entre partidarios y detractores de la república.


    De esta forma, en enero de 1822 el reino de Centroamérica se unió al Imperio mexicano, lo cual devino en que, mientras Guatemala y León acataron la unión, San Salvador y Quezaltenango rehusaran reconocerla. Por su parte, Costa Rica, reacia a ser controlada por el Gobierno leonés, se mostraba ambigua. Ante tamaña división, Iturbide, ya entronizado como Agustín I, dividió Centroamérica en tres comandancias generales: la norte, con Chiapas; el centro, con Guatemala; y el sur, con León.


    No obstante, las deudas acecharon a todos los pequeños gobiernos centroamericanos. La Diputación Provincial guatemalteca se declaró prácticamente en bancarrota en mayo de 1822; es decir, no podía pagar los sueldos de los funcionarios ni los de las tropas. Los prometidos 100.000 pesos del Imperio mexicano nunca llegaron. Es más, las expediciones de Gaínza a San Salvador y Comayagua, más la llegada de una expedición mexicana, solo hizo que se agravara el problema.


    La situación empeoró cuando el Gobierno mexicano pidió una contribución voluntaria para fortificar San Felipe y defender el territorio centroamericano. Todo redundó en la animadversión de las clases populares hacia el Imperio mexicano. Además de ello, el 22 de agosto de 1822 las autoridades mexicanas anunciaron un programa de tarifas que gravaban las mercancías importadas y exportadas. Esta situación comercial empeoró aún más cuando a principios de diciembre el Imperio mexicano declaró la guerra a España, lo cual enervó a los mercaderes guatemaltecos, ya que tenían un lucrativo comercio con Cuba. Fue el momento en el que emergió la figura de Vicente Filisola. En connivencia con las autoridades y poderes económicos guatemaltecos, el 29 de marzo de 1823 esgrimió para su ruptura una falta de representación en el Congreso mexicano de los diputados centroamericanos. Y aquello fue paradójico ya que, como se ha visto, este fue un recurrente argumento de los diputados novohispanos en las Cortes de ambos periodos constitucionales en España. Así, Filisola convocó una asamblea constituyente, mantuvo la Constitución de 1812, garantizó la unidad de las provincias centroamericanas, propuso restablecer una buena relación con España y se comprometió a mantener el comercio con La Habana. La Diputación Provincial apoyó con mucho entusiasmo a su jefe político. Finalmente, la Asam­­blea Nacional Constituyente de las Provincias Unidas del Centro de América abrió sus puertas el 24 de junio de 1823.

  


  
    


    



    Capítulo 7


    ENTRE CONSTITUCIÓN Y BAYONETAS:

    DE CARTAGENA A PERÚ, 1820-1824


    El caso de América del Sur en los territorios neogranadinos y venezolanos es diferente a los de Nueva España y Centroamérica. La guerra no solo se declaró a “muerte” desde los años diez, sino que la contienda siguió, con diversa suerte, durante toda la década. Por el norte las tropas bolivarianas, tras la decisiva batalla de Boyacá y el establecimiento del Congreso de Angostura el 17 de diciembre de 1819, que estableció la República de Colombia, sus legisladores quisieron incorporar el reino de Quito. Por el sur, la llegada de las tropas de San Martín a Pisco desencadenó también la amenaza insurgente de querer incorporar estos territorios a Perú. En este sentido, es muy interesante conocer cómo se desenvolvió la llegada del sistema constitucional a estas regiones.


    Cuando llegaron las noticias de la jura de la Constitución a Car­­tagena de Indias las tropas republicanas colombianas ocupaban la práctica totalidad del antiguo virreinato de Nueva Granada, a excepción de Cartagena y Santa Marta en la costa y Pasto en el sur. Todo el territorio pastuso se convirtió en el baluarte defensivo del ejército realista, pues era la llave de comunicación con Quito y Guayaquil y más al sur con Perú y el Alto Perú.


    En este sentido, la reciente historiografía ha realizado notables estudios que, en contra de las versiones oficiales, demuestran que a pesar de estar en una zona de guerra constante se juró la Constitución, se crearon ayuntamientos y diputaciones y se desarrollaron procesos electorales. Todo ello provocó una división de las filas de los oficiales entre partidarios del sistema liberal y del absolutismo. Es decir, los conflictos políticos y armados registrados en la península también se trasladaron a los últimos territorios de la monarquía en América continental.


    Cartagena de Indias, la llave del Caribe


    Las noticias de la proclamación de la Constitución de 1812 llegaron a Cartagena de Indias el 7 de junio de 1820. La goleta San Miguel arribó al puerto cartagenero procedente de La Habana. En ella viajaba un pasajero que había sido testigo de lo ocurrido en esa ciudad durante la proclamación de la Constitución. No obstante, el pasajero tuvo un mal destino. El virrey, José de Sámano, según Justo Cuño104, lo mandó llamar, lo escuchó, lo apresó y lo exilió a Turbaco para que las noticias no se propagaran por la ciudad. Este comportamiento indica el elevado nivel de prevención y cautela ante aquellas noticias que podrían alterar el estatus quo social y político de la importante (en cuanto a comercial, pero sobre todo defensiva) plaza cartagenera. Sin embargo, el flujo de noticias no se pudo contener por la autoridad. Otro barco llegó desde Puerto Rico, confirmando la buena para algunos, mala para otros, noticia constitucionalista.


    La situación ya se hizo insostenible. Como explica Cuño, se formaron dos bandos rápidamente. Por una parte, el virrey José Sámano se resistía a proclamar la Constitución. Pretextaba que no había recibido una constancia oficial de ello. La verdadera razón era su adscripción absolutista, que le hacía ralentizar cuanto pudiera su entrada en vigor. Por otra, se encontraba la postura del gobernador Gabriel Torres, quien quería jurarla cuanto antes, quizá para socavar con ello el poder omnímodo del virrey. Lo cierto es que al gobernador se le unió la brigada de artillería, que se enfrentó, casi por las armas, a los granaderos del rey, dirigidos por el coronel Antonio Cano, de tendencia también absolutista. En esta confrontación se muestra, claramente, la división del ejército español en Cartagena, donde se reproducían los estereotipos de la península y de otras partes de América.


    Las posiciones se enconaron y el 9 de junio de 1820 los parti­­darios de proclamar la Constitución ocuparon el baluarte de Santo Domingo. Ante esta situación de fuerza, el virrey salió de la ciudad, declarándose enfermo. De inmediato, Torres convocó una junta de oficiales, eclesiásticos y civiles influyentes, y consiguió su aprobación para que se jurase la Constitución. El día 10 de junio se procedió a ello con toda la solemnidad y jolgorio del momento: tablados en las plazas importantes, música y, al día siguiente, juramento en la catedral… sin la asistencia del virrey. Todo un síntoma de rechazo ostensible de la “viejas” autoridades coloniales al nuevo sistema constitucional. Los oficiales constitucionalistas amenazaron con no reconocer la autoridad del virrey si no la juraba. El día 15 de junio una junta consumó el ultimátum al desconocer la autoridad del virrey105. Torres asumió los poderes político y militar que la Constitución establecía en América, es decir: capitán general y jefe político superior. Finalmente, el 28 de junio llegó una goleta que traía los papeles oficiales para que en el nuevo reino de Granada se jurara la Constitución. Era todo ficticio, dado que la mayor parte del territorio novogranadino estaba en manos de las fuerzas republicanas, como ya hemos expuesto.


    Todo ello constató la tenaz oposición de las fuerzas absolutistas, militares y civiles a la proclamación de la Constitución. Parte de las eclesiásticas también se opusieron. Así relataba un eclesiástico cartagenero estas “innovaciones” constitucionales:


    [...] malhadada y anárquica constitución de 1812, esa obra maestra de la pedantería filosófica del siglo 18. […] ¿pero a qué recordar la ignominia y degradación de nuestra gente, y de la noble profesión militar? […] ¿A qué renovar una llaga dolorosa, que ocasionando los padecimientos del amable soberano y de toda la nación, arrancara por mucho tiempo gemidos de dolor a los corazones verdaderamente españoles?106.


    Posteriormente, también llegó la Real Orden de 11 de abril de 1820 del Gobierno español, por la cual se instruía para se terminara la contienda y que se empezaran a entablar negociaciones. En este momento, desde el Gobierno de Madrid, como ya hemos visto, se creía que con la simple proclamación de la Constitución de 1812 era suficiente para contentar a la insurgencia y establecer acuerdos de paz. A ello se encaminó Torres. Como explica Justo Cuño, a principios de julio se establecieron negociaciones con el propio Simón Bo­­lívar para lograr este objetivo. Torres escribía:


    Las discordias entre familias tienden siempre por natural impulso a una conciliación fraternal, mayormente cuando los agentes principales proceden de buena fe, y con el objeto de la común felicidad. La Nación española, discorde tanto tiempo hace entre sus hijos de la Península y de Ultramar, ha llegado a conseguir el restablecimiento permanente de la Constitución del año de 1812…107.


    El gobernador intentó convencer a Bolívar de que jurara la Constitución, se integrara en la monarquía, mandara diputados a las Cortes de Madrid y, mientras lo meditaba, se mantuviera una tregua. Bolívar accedió a un encuentro con Torres el 23 de agosto en Turbaco que finalmente, por discrepancias, nunca se produjo. Los reproches se sucedieron en un sinfín de misivas. Bolívar culminaría una de estas con: “la anarquía es el resultado necesario de un conflicto en que el Gobierno es opresivo, y la Nación es liberal”108. Con ello se producía, otra vez, un conflicto de modelos de liberalismo. El insurgente bolivariano era republicano en su oposición no solo a la metrópoli, sino también, ahora, a las propuestas de integrarse en una especie de Commonwealth hispana, bajo pabellón monárquico español, pero constitucional doceañista. Si bien, para la insurgencia fue mucho más difícil enfrentarse políticamente al liberalismo doceañista que al monarquismo absolutista, dado que ahora podían participar de los mismos presupuestos ideológicos, pero no políticos ni nacionales. Y además estaban los intereses particulares de las diversas fracciones del criollismo, cada vez más proclives a la independencia. No porque esta solo estaba ganando por las armas, sino porque su creciente moderantismo le podía asegurar un control social y político que el liberalismo doceañista podía poner en duda al ser más progresista en bastantes medidas políticas y sociales como, por ejemplo, dar voto a los indígenas universalmente.


    Entre los meses de agosto y noviembre de 1820 se fueron po­­niendo en marcha los decretos y la Constitución. Así se estableció el Ayuntamiento de Cartagena, que en medio de esta situación de guerra y de asedio comenzó a gobernar la ciudad y a mandar directrices urbanas, como medidas de aseo público, higiene, vacunas, educación primaria, calidad de los alimentos y abastos, control de pesos y medidas, etcétera. Sin embargo, su alcance fue muy limitado por los problemas bélicos y, especialmente, de asedio de las fuerzas republicanas. Esta coyuntura bélica afectó sobremanera a los fondos de propios, esquilmados en estos años de guerra. Así, las medidas del Ayuntamiento fueron de muy corto alcance109.


    Finalmente, la contienda no se regularizó, lo cual demostró las posiciones tan enfrentadas que tenían los bandos después de años de guerra. El 10 de noviembre de 1820 cayó Santa Marta. Ante esta situación sucedió el encuentro entre el general Pablo Morillo y Simón Bolívar en el pueblo de Santa Ana, el 27 de noviembre de 1820. El 3 de diciembre de 1820 Morillo entregaba el mando al mariscal La Torre y el 17 embarcaba rumbo a la península. Se estableció un armisticio que duró hasta abril de 1821. En junio, las tropas colombianas cercaron la plaza de Cartagena comandadas por el mulato José Padilla. Cartagena resistió hasta que el 18 de septiembre Mariano Montilla decidió capitular. El Ayuntamiento constitucional hizo las oportunas alegaciones a la capitulación para que fueran respetadas vidas humanas y propiedades. El 22 de septiembre Cartagena capitulaba. Durante el mes de octubre, la plaza se desocupó y militares, funcionarios y parte de la población marchó hacia Cuba. La llave hacia el sur, despejada la costa de las tropas realistas, estaba expedita.


    Pasto, el bastión del sur


    Pasto se constituyó en una de los enclaves fundamentales del sur neogranadino en la comunicación con Quito y Guayaquil e, incluso, con Lima. Dada su escarpada orografía y la tenaz oposición de su población a la insurgencia, especialmente por el notable fidelismo demostrado en toda la Colonia, se convirtió en uno de los bastiones defensivos contra el ejército del sur de Simón Bolívar en su afán de llegar a Quito.


    Pablo Morillo, general en jefe de las tropas realistas, conoció en los primeros meses de mayo de 1820 que no le llegarían más refuerzos desde España, dado que las esperadas y necesitadas tropas para relevar a los exhaustos contingentes en Venezuela y Colombia se habían sublevado en Andalucía. Y no solo eso: ahora también conoció que su rey, Fernando VII, había jurado la “odiada” y “quitada de en medio de los tiempos” Constitución de 1812.


    Así, ganados a la causa insurgente la mayor parte de los territorios venezolanos y colombianos, y más tras la caída del bastión que era Cartagena de Indias, como hemos visto, Pasto se rebelaba como una posición estratégica para frenar a los ejércitos bolivarianos en su avance hacia el sur de Colombia y Quito, como antesala a obtener un Perú independiente.


    Estas noticias y las órdenes por las que el Gobierno español mandaba llegar a acuerdos de paz con la insurgencia, como ya hemos visto, llevaron a Morillo a pactar con Bolívar el armisticio de Santa Ana el 27 de noviembre de 1820. Tras este, se embarcó hacia la península, dejando al mando de las tropas al general Miguel de la Torre. A Morillo le esperaba la capitanía general de Castilla-La Mancha.


    De esta forma, Pasto se convertía en una pieza clave del territorio andino. Así, la ciudad pastusa, como magníficamente estudia Jairo Gutiérrez, se reforzó con tropas llegadas desde Quito enviadas por Melchor Aymerich y oficiales del ejército de Morillo llegados desde Popayán, como Sebastián de la Calzada. También se empezaron a reclutar milicias pastusas, reconocidas por su bravura y fiereza en las contiendas, esta vez al mando de un mulato como Simón Muñoz. Estas características de la defensa del enclave de Pasto relatan muy bien qué fueron las guerras de independencia en la América del Sur: oficiales realistas, milicias indígenas, suboficiales mulatos… Unos ejércitos, tanto realistas como insurgentes, alimentados por reclutamientos obligados de población americana.


    En agosto de 1820 se conocieron las noticias en Pasto de los movimientos constitucionalistas en la península ibérica. Estas dos noticias, la arribada de la insurgencia y del régimen constitucional, hicieron que Aymerich nombrara comandante general al teniente coronel Basilio García, como explica Gutiérrez110. Este proclamó la Constitución de 1812, puso en marcha las elecciones al Ayuntamiento y los decretos de las Cortes, tanto de la primera etapa como de esta. Para Pasto fue fundamental, dado que era una zona eminentemente de guerra y marcó su devenir constitucional. Por una parte, los decretos y la Constitución de 1812 eran, en ocasiones, mucho más liberales que los planteamientos ideológicos y políticos de la insurgencia de Bolívar, incluso que sus constituciones, lo cual ocasionó notables problemas, especialmente por la jerarquía eclesiástica que miraba con recelo el doceañismo. Nada nuevo, como hemos visto en anteriores capítulos. Por otra, Pasto se nutrió desde la Colonia de aguerridas milicias de indios que eran reclutadas por los dueños de haciendas e instituciones coloniales. Ahora, en aplicación de los decretos de Cádiz que prohibían el tributo, la mita, la encomienda y los repartos, las autoridades civiles y, sobre todo, militares se encontraban en una situación difícil y contradictoria, al tener que acatar la legislación constitucional al tiempo que establecían medidas militares para ganar la guerra. Entre medio de estas contradicciones se encontraba la población civil, afectada tanto por el reclutamiento forzoso como por la imposición económica de las contribuciones de guerra.


    Sin embargo, el frente que respaldaba a Pasto por el sur se desmoronó en septiembre de 1820. La llegada de las tropas de San Martín a Perú y la proclamación de la independencia de Guayaquil hicieron que Quito se viera aislada defensivamente, por lo que Pasto dejó de contar con la inestimable ayuda quiteña. Las piezas se derrumbaban. Con todo, y la amenaza republicana, las autoridades pastusas convocaron en agosto de 1821 elecciones parroquiales a diputados en Cortes y a la Diputación Provincial. Y este hecho hay que ponerlo en valor. Es decir, en una zona de guerra, en un momento tan delicado como este, en Pasto se seguían las directrices del régimen constitucional, a pesar de las contradicciones que hemos visto y de las que se produjeron. Ello rebate, a nuestro entender, muy contundentemente las tesis de que en estas zonas la huella del constitucionalismo doceañista pasó sin impacto en los años veinte. Y también, como muchos oficiales peninsulares, cumplieron con su cometido constitucional, a pesar de que otros muchos pusieron todos los inconvenientes posibles para ello.


    Así, Pasto se convirtió en un problema para Bolívar. En diciembre de 1821 llegó a Cali para ponerse al frente de las tropas en la campaña del sur. Esta vez las cosas habían cambiado y las victorias le eran favorables: Cartagena de Indias se había declarado independiente y Panamá se adhirió a la República de Colombia. Sin embargo, Bolívar prefirió enfrentar primero la toma de Quito que la de Pasto. Así, tras la decisiva batalla de Pichincha, el 24 de mayo de 1822, García no pudo más que negociar un armisticio. El 8 de junio de 1822 las tropas de Bolívar entraban en Pasto, recibiéndolas las de García y las autoridades pastusas. Las milicias indígenas se resistieron a la capitulación y se marcharon a los montes, como explica Gutiérrez111.


    Bolívar escribió a Santander ese mismo día:


    En primer lugar la capitulación de Pasto es una obra extraordinariamente afortunada para nosotros, pues estos hombres son los más tenaces, más obstinados y lo peor es que su país es una cadena de precipicios donde no se puede dar un paso sin derrocarse. Cada posición es un castillo inexpugnable, y la voluntad del pueblo está contra nosotros, que habiéndoles leído aquí mi terrible intimación, exclamaban que pasarán sobre sus cadáveres; que los españoles los vendían, y que preferían morir a ceder. Al obispo le hicieron tiros porque aconsejaba la capitulación. El coronel García tuvo que largarse de la ciudad huyendo de igual persecución. […]


    Espero que usted nos llene una bella gaceta de bellas cosas, porque al fin la libertad del sur vale más que el motivo que inspiró aquello del hijo primogénito de la gloria. Se entiende por lo que respecta a Pasto, que era lo terrible y difícil de esta campaña. No puede usted imaginarse lo que es este país y lo que eran estos hombres; todos estamos aturdidos con ellos. Creo que si hubieran tenido jefes numantinos, Pasto habría sido otra Numancia112.


    El doceañismo rodeado: Quito y Guayaquil


    Las noticias de la restauración de la Constitución de 1812 llegaron a Quito el 27 de agosto de 1820. El presidente interino de la Audiencia de Quito, el general Melchor Aymerich, ordenó que la Constitución fuese proclamada y que se restituyeran los anteriores ayuntamientos constitucionales de 1814113. Además, la convocatoria de elecciones a Cortes también se mandó cursar. No obstante, como hemos visto, toda la región estaba en pie de guerra. Lo cual también va a condicionar su desarrollo.


    En el caso de Guayaquil, las instrucciones para la proclamación de la Constitución doceañista arribaron el 16 de agosto de 1820. Como explica Rodríguez114, José de Villamil, uno de los principales personajes en los círculos políticos y económicos guayaquileños, y un grupo de “notables” presionaron a las autoridades militares y al Ayuntamiento para que se publicara la carta doceañista de inmediato. Tanto el gobernador Pascual de Vivero como el Ayuntamiento prefirieron consultarlo con las autoridades de Quito, las cuales otorgaron el permiso al Ayuntamiento y a las autoridades militares para proclamar la Constitución el 13 de septiembre de 1820. El Ayuntamiento convocó las elecciones ese mismo mes y se constituyó el 29, teniendo a José Joaquín Olmedo, antiguo diputado en las Cortes de Cádiz, como uno de sus ilustres regidores. Si bien no existe mucha documentación, Rodríguez presupone que se haría lo mismo con los 19 ayuntamientos del resto de la provincia del anterior periodo constitucional.


    No obstante, la inquietud de estas fuerzas políticas guayaquileñas era máxima. Por una parte, desconfiaban de que el sistema constitucional en la península fuera a durar. Por otra, las fuerzas insurgentes, tanto al norte como al sur, presionaban militar y políticamente, a pesar del momentáneo alto el fuego. Así, las conspiraciones se sucedieron, como apunta Jorge Núñez115, en la casa de Villamil, quien con la excusa de celebrar fiestas y bailes por haber sido nombrado procurador general del Ayuntamiento preparó el golpe para que una junta de notables declarara la independencia de Guayaquil el 9 de octubre de 1820. Tras este, se organizó una Junta de Gobierno Provisoria como medida de urgencia, con la finalidad de establecer el Estado de Quito (esto es, independiente de España), de la República de Colombia y de Perú.


    El nuevo Gobierno guayaquileño lo presidió Olmedo y envió proclamas de adhesión a Quito, Cuenca y demás ciudades, invitándoles a formar parte de un Congreso constituyente en Guayaquil el 8 de noviembre de 1820. Las respuestas fueron muy satisfactorias: Cuenca, Machachi, Latacunga, Riobamba, Ambato y Alausí se unieron. Sin embargo, Quitó rechazó incorporarse.


    Las noticias de la independencia de Guayaquil llegaron al Ayun­­tamiento de Quito el 14 de octubre de 1820. Los regidores se dividieron en cuanto a qué decisión debían de tomar. Finalmente, ganaron los partidarios de mantenerse en el sistema constitucional doceañista de España, dado que confiaban en que los diputados americanos en las Cortes lograrían obtener un sistema autonomista para estas regiones. También confiaban en que los militares españoles mantendrían el orden social, tanto constitucional como sobre todo, y esto era lo que más le preocupaba, dados los precedentes de los levantamientos populares de 1810.


    Sin embargo, la guerra volvió a estallar. El coronel español Francisco González y sus tropas ocuparon toda la sierra, mientras que las poblaciones costeras permanecieron bajo poder insurgente. Y en esta situación de equilibrio militar se pasaron casi dos años. Hasta que, como hemos visto, las fuerzas de Bolívar derrotaron a las españolas en la batalla de Pichincha el 24 de mayo de 1822. El 16 de junio, Bolívar entraba con sus tropas en Quito. El 11 de julio lo hacía en la ciudad de Guayaquil. Todos estos territorios se incorporaron a la Re­­pública de Colombia. La aventura constitucional gaditana acabó ahí.


    El final de la aventura: Perú


    El 4 de septiembre de 1820 llegaron a Lima las instrucciones para que se publicara el restablecimiento de la Constitución de 1812. A diferencia de otras localidades, tal y como hemos visto, en Lima las autoridades no se resistieron, aparentemente, a publicarla, por lo que no hubo conflicto ni con la población ni entre las guarniciones militares. Un bando real, como explica Víctor Peralta116, anunció la buena nueva constitucional.


    La maquinaria constitucional se puso en marcha. Toda una constante. Así, se restablecieron los ayuntamientos constitucionales y las diputaciones provinciales de Lima y Cuzco. Aquí surgió el primer problema. El virrey José de la Pezuela consideró que no debían celebrarse elecciones, sino restablecerse ambas corporaciones elegidas en 1814 (es decir, antes del regreso al absolutismo)117. Esta decisión sí que condujo a una protesta popular, la cual acabó por abortar esta iniciativa de Pezuela. Se le acusaba de resistirse a poner en marcha los mecanismos electorales y con ello, obviamente, los canales de politización de la población peruana.


    En Cuzco las noticias de la proclamación de la Constitución de 1812 en la península la dio a conocer el presidente de la Audiencia e intendente Pío Tristán el 2 de octubre de 1820, como señala Nuria Sala,118 y el 11 de octubre se proclamó la Constitución. En Arequipa un Cabildo abierto comunicó estas nuevas constitucionales el 19 de octubre de 1820, procediendo a su juramento y a las celebraciones consiguientes diez días después.


    No obstante, todo ello coincidió en Perú con el anuncio de la llegada de la expedición del ejército de San Martín y su desembarco en Pisco, a poco más de 200 kilómetros al sur de Lima.


    La llegada de la Expedición Libertadora, en suelo del virreinato peruano, causó todo un sismo político y militar. Mucho más cuando, el 29 de diciembre de 1820, el intendente de Trujillo, a 500 kilómetros al norte de Lima, el marqués de Torre Tagle (anterior diputado en las Cortes de Cádiz), se sumó a la causa sanmartiniana. Además, el Ayuntamiento constitucional también se adhirió y declaró la independencia en esta población. Es más, la oleada independentista a partir de las declaraciones de los ayuntamientos constitucionales se produjo entre enero y marzo de 1822, cuando se unieron Piura, Cajamarca y Lambayeque. Es decir, las poblaciones más importantes del norte del virreinato peruano. No es extraño que las autoridades limeñas se sintieran cercadas. Con este levantamiento del norte quedaban las comunicaciones cortadas desde Lima a Guayaquil, Cuenca y Quito.


    En estos días también llegaron a Lima las directrices del Go­­bierno español —Decreto de 11 de abril de 1820—, que mandaba realizar conversaciones de paz con los oficiales al mando de las tropas insurgentes. Es por ello que Pezuela emplazó a San Martín a entablar conversaciones de paz. Como hemos visto reiteradamente en este libro, el Gobierno español confiaba —creemos que ilusamente— en que el mero hecho de la proclamación de la Constitución doceañista, los decretos de las Cortes, más las medidas implementadas por los diputados americanos, pudieran convencer a los líderes insurgentes de finalizar el conflicto, adherirse a la monarquía española, poner a un heredero de esta al frente de Perú y establecer un sistema constitucional y liberal. Nada más lejos de la realidad. San Martín rechazó todo acuerdo, en ocasiones despectivamente, y lo calificó de estratagema española para ganar tiempo y no de una verdadera intención de llegar a acuerdos viables. Si bien reconocía la importancia de la Constitución doceañista, rechazaba, contundentemente, cualquier acuerdo: “La América no puede contemplar la Constitución de las Cortes, sino como un medio fraudulento de mantener en ella el sistema colonial, que es imposible conservar más tiempo por la fuerza”119.


    No obstante, como argumenta Jaime E. Rodríguez120, San Martín envió secretamente emisarios a contactar con las clases altas limeñas para trasladarles su plan más moderado que el constitucionalismo doceañista. Esto es, una independencia con una monarquía con sede en Lima y la prevalencia de los privilegios eclesiásticos y restitución de las propiedades religiosas. La cuestión religiosa se reveló como uno de los temas cruciales, tanto en la independencia de México y Centroamérica como en la de Perú. Es cierto que la jerarquía eclesiástica, así como parte importante de las clases populares —especialmente en el ámbito rural— se movilizaron, guiados en ocasiones por curas de parroquia en contra de los decretos de las Cortes de Madrid, que tildaron de “irreligiosos”. Así, en estos primeros me­­ses, una serie de decretos liberales enervaron los ánimos, como la expulsión de los jesuitas (17 de agosto de 1820), las limitaciones al fuero eclesiástico (26 de septiembre y 25 de octubre) y la supresión de órdenes monásticas, del noviciado y de nuevas fundaciones de regulares. Si bien el Decreto de 25 de octubre por el que se ponía a los regulares bajo la jurisdicción del clero secular impactó de desigual manera.


    Tras este fracaso en las negociaciones con el líder militar del sur, el descrédito de Pezuela en Lima cada vez era mayor. La ciudad estaba ya experimentando los problemas de abastecimiento y víveres que le ocasionaba la pérdida de comunicaciones con otras poblaciones. Con todo y esta situación, se celebraron elecciones a ayuntamientos. En Lima, las elecciones las ganaron el 7 de diciembre los liberales, que estaban también por la vía pacífica de entablar conversaciones con San Martín. No obstante, un grupo de altos oficiales españoles (entre los que se encontraban además de La Serna, Gerónimo Valdés, Andrés García Camba y José de Canterac), dudaban de la viabilidad de los planes de pacificación de Pezuela y abogaban por una vía más dura y de confrontación militar. Lo cierto es que este lideró un golpe contra Pezuela el 29 de enero de 1821, concretado en el Manifiesto de Aznapuquio, que lo depuso del mando. Esta Junta de oficiales nombró a La Serna capitán general y jefe político superior. La prensa liberal de Madrid narró este hecho como un paralelismo entre La Serna y Riego, al elevar la figura del primero como un militar constitucionalista y liberal frente al absolutismo de Pezuela121.


    Pero el sistema constitucional también conllevó que el enfrentamiento entre liberalismos se trasladara también a las letras impresas. En febrero de 1821 entró en vigor el decreto de libertad de im­­prenta. El mecanismo de información y creación de opinión pública se activó. Peralta122 señala que se produjo un intenso debate entre los periódicos que apoyaban al liberalismo doceañista y los insurgentes. Por una parte, El Triunfo de la Nación mantuvo una línea editorial pro-Constitución doceañista que reproducía los argumentos gubernamentales españoles, al mantener que era el medio más posibilista para llegar a un entendimiento entre españoles y americanos. Por la parte insurgente, el general Bernardo Monteagudo publicó El Pacificador del Perú, que se encargó de contrarrestar las informaciones de la prensa realista, y la Gaceta del Gobierno, ya en el Protectorado de San Martín, que en un tono muy moderado polemizó en contra del liberalismo doceañista reclamándole su vertiente “democrática” y sus reformas en contra de la Iglesia. Esta sería una de las manifestaciones más claras, que entronca también con las posiciones iturbidistas en México, que pueden explicar el apoyo de los sectores acomodados criollos que se decantaron por la independencia en esta década. Así, su posicionamiento estaría en contra del liberalismo doceañista y del Gobierno liberal por sus medidas anticlericales y laicas.


    Hacia finales de abril de 1821 llegó el capitán Manuel Abreu a Lima con el encargo del Gobierno español de reanudar las conversaciones de paz con San Martín. Las reuniones se produjeron en un contexto paupérrimo para las fuerzas españolas. Lima estaba asediada y una epidemia diezmaba a la población y a las Fuerzas Armadas. Abreu y San Martín, con la presencia de La Serna, llegaron aun acuerdo de armisticio por un mes y la creación de una junta pacificadora que actuara de mediadora.


    San Martín desplegó su propuesta. Insistía en que un monarca designado por Fernando VII reinara en Perú, la creación de un triunvirato compuesto por tres personas a propuesta de La Serna, San Martín y de las clases altas limeñas, y el reconocimiento por parte del Gobierno español de las independencias de Chile, Provincias Unidas y de Perú. Todas, para La Serna, fueron inasumibles. San Martín lo sabía también. El 6 de julio de 1821 la capitulación fue un hecho. Sin prácticamente opciones de defender Lima con garantías, La Serna salió con sus tropas, dejando un destacamento en la Fortaleza del Real Felipe en el puerto de El Callao.


    El 12 de julio San Martín entró con sus tropas en Lima. El 15, se firmó el Acta de Independencia; y el 28 de julio se produjeron los actos ceremoniales de la Proclamación de la Independencia.


    Es interesante señalar, como ha estudiado Peralta123, que la prensa liberal española relató las noticias sobre la caída de Lima y la guerra en Perú desde informaciones emitidas desde Buenos Aires, Río de Janeiro, Filadelfia, etcétera. Y ello se debió a que el Gobierno español prácticamente las silenció o las retardó en su difusión. Es más, la propia prensa española se centró más en la guerra en América —casos de Colombia y, especialmente, Perú— que en contar cómo se había implementado la Constitución y los decretos liberales, lo cual casi pasó desapercibido.


    El Perú, entonces, quedó dividido en dos poderes. El norte y el centro, con Lima, insurgente; y la sierra y el sur en mandos realistas. Así, desde 1821 hasta 1824 todo el interior del Perú —Cusco, Hua­­manga y Arequipa, Huancavelica y Puno— y la audiencia de Charcas —La Paz— se convirtieron en los territorios donde se desarrollaron las instituciones y prácticas de la Constitución de 1812.


    La llegada de La Serna a Cusco fue festejada con celebraciones, música y una corrida de toros124. Si bien ya se habían puesto en marcha los ayuntamientos constitucionales y la Diputación de Cusco, la concentración de poder realista en estas zonas hizo que se volvieran a convocar y celebrar elecciones a ayuntamientos, diputaciones y Cortes. En el caso de los ayuntamientos, aspecto trascendental y que ha sido estudiado novedosamente por Núria Sala125, a pesar del clima bélico se crearon los ayuntamientos constitucionales según la ordenanza constitucional de un Ayuntamiento cada mil almas. Estos funcionaron como verdaderos centros de poder local. Por una parte dinamitaron la estructura de los antiguos cabildos, al integrar en ellos a la población indígena y constituir así instituciones multiétnicas. Por otra, asumieron el rol de reclutamiento para el Ejército y la creación de la milicia nacional, ambos compartidos con la Di­­pu­­t5201­­llones de pesos en metálico126. Asimismo, en sus amplias competencias urbanas desplegaron una intensa actividad en sanidad e higiene, como por ejemplo desplazando a las afueras de estas ciudades las chicherías que estaban en las plazas principales o supervisando la salubridad de los mercados. En el plano cultural y académico, en Cusco se aprobó la compra de una imprenta y en Arequipa se creó la Academia Lauretana de Ciencias y Artes, pasando a ser la educación primaria una de las prioridades y competencias de todos estos municipios.


    Pero la situación de guerra condicionó las reformas y acciones urbanas liberales. Los fondos municipales sistemáticamente se resintieron. Ello condujo a elevar los impuestos municipales como las alcabalas, el medio diezmo real y el tributo indígena, que aunque estaba abolido se siguió cobrando. En Huamanga se requisó ganado, alimentos, sal y se exigieron rentas eclesiásticas como la plata labrada de los conventos127. Así, la población experimentó sensaciones encontradas, dado que mientras el sistema liberal les prometía abolir los tributos coloniales, la realidad bélica hacía que no solo se incumplieran estas promesas y decretos, sino que se incrementara el nivel impositivo.


    El aislamiento del Gobierno de La Serna fue notable. Las informaciones que les llegaban desde España, vía Buenos Aires o los puertos de la costa con conexión en Arequipa, como Quilca, alcanzaron un retraso de casi un año128. Las noticias del restablecimiento del absolutismo llegaron a oídos de La Serna en marzo de 1824. Lo paradójico fue que quienes se encargaron de restaurar el Antiguo Régimen fueron las mismas autoridades nombradas por el régimen liberal. Los ayuntamientos constitucionales y la Diputación cesaron. Se regresó al sistema de intendencias y de antiguos cabildos coloniales. El estandarte real volvió a pasearse por las calles de estas ciudades. Los caciques indios recuperaron sus privilegios… El absolutismo regresó.


    En el Alto Perú, el general Pedro de Olañeta no reconoció la autoridad de La Serna, incluso después de que este restaurara el absolutismo en la sierra, y se rebeló en Potosí, ocupó Chuquisaca y se enfrentó a Jerónimo Valdés en marzo de 1824 en Cochabamba. Con esta rebelión de Olañeta, conocido por su adscripción absolutista, se inició una auténtica guerra civil entre las filas realistas. La división militar acabó por sellar la derrota final del ejército realista. El 6 de agosto de 1824 las tropas republicanas derrotaban al ejército realista del general Canterac en Junín. Mientras tanto, los ejércitos de Valdés y Olañeta se seguían enfrentando en tierras altoperuanas.


    Esta sangría en el ejército de la sierra hizo que la guerra se acabara en unas pocas semanas más. Ese mismo mes de agosto de 1824 el ejército patriota entró en Huamanga. Después, Simón Bolívar la renombró como Ayacucho. Conforme iban cayendo poblaciones en poder de los insurgentes peruanos, las tropas realistas en retirada se acumulaban en Cusco. Así, durante el mes de septiembre de 1824, Cusco albergó un numeroso contingente de tropas camino de la que iba a ser la última batalla en la guerra: Ayacucho. Tras esta derrota el 9 de diciembre de 1824, la guerra se acabó.


    Agustín Gamarra, relata Sala129, entró en la población cusqueña entre arcos triunfales, banderas de un Perú independiente, flores, dinero al aire y vivas a la patria y a Perú libre. De inmediato nombró una nueva municipalidad. Tan solo habían pasado unos meses y el sistema liberal, esta vez peruano, regresó también a Cuzco. Tras Cuz­­co, a fines de año, Arequipa también procedió a la jura de la independencia. El Perú era una realidad. Así, estas poblaciones pasaron en pocos meses de un sistema liberal doceañista al absolutismo y después al liberalismo independentista peruano.


    Las tropas españolas se embarcaron en Quilca. A partir de aquí, los oficiales que regresaron a la península, tras viajes azarosos, por identificación con los liberales serán vilipendiados por sus compañeros de armas, motejándoles como los “ayacuchos”.


    Finalmente, es interesante retomar la reflexión que propone Núria Sala130 preguntándose en qué medida el retorno del absolutismo precipitó la derrota de las tropas españolas en el Perú. Si fue así, tal vez esto sirva para comprender mejor no solo el hecho de que el liberalismo doceañista trascendiera en los primeros años de la república peruana, como también lo hizo en México y Centroamérica, sino también contribuiría a explicar la razones que llevaron a bastantes cargos militares y civiles a adherirse a la joven república e instalarse en puestos de cierta responsabilidad.

  


  
    


    



    Capítulo 8


    LAS ISLAS A SALVO: CUBA Y FILIPINAS


    El escenario insular en las posesiones de la monarquía española fue muy diferente a lo visto en la América continental, a excepción de Santo Domingo, que declaró su independencia en 1821. En Cuba y Filipinas se acató la constitución de 1812 y se procedió a la celebración de los procesos electorales a Cortes, Diputación Provincial y ayuntamientos. También en Puerto Rico, si bien no lo incluimos en este estudio, dado el carácter fragmentario de las fuentes. Los territorios de ultramar fueron los únicos en los que el Trienio Consti­­tucional se desarrolló sin interrupciones y sin un escenario de guerra insurgente; solo en Filipinas tuvo lugar una pequeña escaramuza del capitán Novella, como veremos. En todos estos territorios sí que fue notable la influencia de la legislación liberal en cuestiones comerciales y los temas relacionados con la esclavitud.


    Cuba, la ‘siempre fiel’


    El bergantín Monserrate llegó el 15 de abril de 1820 al puerto de La Habana procedente de La Coruña. Su capitán portaba, según Justo Cuño131, un impreso en el que daba a conocer el Decreto de 8 de marzo de Fernando VII por el cual este había decidido jurar la Constitución. Sin embargo, antes de atracar, sus marineros se adelantaron y profirieron gritos en favor del rey y vivas a la Constitución. Los tripulantes de las pequeñas embarcaciones que rodeaban al bergantín en su entrada al puerto quedaron perplejos ante este anuncio. Las noticias llegaron al instante a la ciudad. Antes del desembarco de la tripulación, una multitud se agolpó esperando conocer más sobre estas inesperadas y sorprendentes muestras de alegría de los marineros. Tras confirmar las buenas nuevas constitucionales, la población marchó hacia la casa de gobierno esperando más aclaraciones. El capitán general, Juan Manuel de Cagigal y Martínez, entrampado y presionado, mandó reimprimir el impreso procedente de La Coruña para evitar males mayores. Sabía que la incertidumbre y la rumorología podían suponer un motivo de algarada. Al día siguiente, al pueblo habanero se le unió parte de la guarnición, especialmente tropas de los regimientos de Málaga y Cataluña que habían llegado hacía poco desde la península132. Ante la presión popular y también militar, el capitán general accedió a la jura de la Constitución en La Habana los días 17 y 18 de abril, y se mandaron instrucciones para que se hiciera lo mismo en el resto de la isla. Tras la jura, siguieron varios días de festejos. Una multitud volvió a colocar en la plaza mayor la lápida constitucional que había sido arrancada en 1814133.


    En Santiago de Cuba, el gobernador Eusebio Escudero, el 3 de mayo de 1820 restauró la Constitución siguiendo órdenes del capitán general. Eventos festivos, un tedeum y la reunión de los regidores y diputados del Ayuntamiento y de la Diputación Provincial que se establecieron en 1814 conformaron los actos. Además, al igual que en La Habana, una multitud exigió que se volviera a colocar la placa constitucional en la plaza mayor, no sin antes pasearla por la ciudad134.


    El escenario constitucional en Cuba tuvo también las mismas características que en los otros territorios americanos, es decir, puesta en marcha de los mecanismos y procesos electorales a diputados a Cortes, ayuntamientos y diputaciones, reivindicación de la puesta en vigor de los decretos del periodo gaditano y confrontación entre las autoridades designadas por Fernando VII y los partidarios del sistema constitucional. Pero Cuba, al igual que Filipinas, también fue un escenario en donde el miedo al contagio de los movimientos independentistas operó en las autoridades militares como una excusa para paralizar, ralentizar o simplemente para no poner en marcha algunos de los decretos gaditanos. A ello se sumaba la cuestión de la esclavitud y de la población mulata o negra libre, que estaba excluida del voto por los artículos 22 y 29 de la Constitución.


    El 8 de junio de 1820, Juan María Echeverri, capitán general y jefe político interino de La Habana, sustituyó a Cagigal por enfermedad. En realidad fue una salida airosa de este por sus discrepancias políticas. Echeverri reunió una junta preparatoria que dividió en dos provincias la isla —La Habana y Santiago— para proceder a realizar las elecciones. Santos explica que en estas elecciones, en especial en las de ayuntamientos, se manifestaron las pugnas entre las diversas “facciones” vinculadas a los diversos intereses de las potentadas fa­­milias cubanas y a determinados juegos de poder entre estas y las autoridades coloniales.


    El liberalismo cubano:

    criollos moderados y piñeristas


    Dos eran los grupos en disputa, según Manuel Hernández135: por una parte, los liberales criollos moderados y por otra, los liberales exaltados. Los primeros, liderados por el conde de O’Reilly, eran partidarios de una autonomía de la isla que mantuviera los privilegios mercantiles y, en especial, que se garantizaran el orden y la tranquilidad pública. Especialmente en lo concerniente a la cuestión racial y de la esclavitud. Al criollismo moderado le aterraban los episodios revolucionarios, raciales antiblancos e independentistas acontecidos en la Revolución de Haití. Los segundos se articulaban alrededor de su ideólogo, el sacerdote Tomás Gutiérrez Piñeres, y se distinguieron por la defensa que hacían del liberalismo radical, del centralismo del poder y por su combate contra las poderosas familias habaneras, calificadas de oligarquía criolla. Los “piñeristas”136, como eran popularmente conocidos, tenían sus apoyos en el ejército y en los comerciantes de origen peninsular. Era un liberalismo exaltado que se apoyaba en tres ejes fundamentales para desplegar su influencia: la masonería, la universidad y la prensa.


    Durante estos años se libró una cruenta batalla entre estas facciones del liberalismo en dos planos. En primer lugar, en el plebiscitario, con encarnizadas contiendas electorales a todos los niveles; en segundo lugar, en la prensa, dado que utilizaron en sus pugnas este medio para trascender a una incipiente opinión pública.


    Respecto a la primera cuestión, se registran dos momentos políticos electorales en Cuba que fueron, paradójicamente, inversos a los de la península. Es decir, hasta 1822 los exaltados dominaron en las urnas, mientras que a partir de este año fue el criollismo moderado el que consiguió obtener la mayor parte de los ayuntamientos importantes —entre ellos La Habana—, las diputaciones provinciales y ganar las elecciones a Cortes, consiguiendo los tres diputados en liza: Tomás Gener, Leonardo Santos y Félix Varela137.


    Alain J. Santos138 ha estudiado la notable lista de protestas que llegaron a la junta preparatoria de las elecciones. Sobre todo reprochaban que estuviesen amañadas en el nivel parroquial. Ante esta problemática, las autoridades locales, pragmáticamente, favorecieron aquellas decisiones que conducían a mantener el orden público, una de las grandes preocupaciones de todo el periodo, como expone Santos.


    De este modo, las juntas parroquiales se convirtieron en el caballo de batalla de ambos grupos políticos. Es interesante señalar que los piñeristas consideraban que estas tenían un poder soberano, lo cual obligó a la Diputación Provincial a posicionarse y a hacer una defensa de la soberanía de la nación139. Esta polémica se nos revela importante porque enlaza con el discurso de los diputados ameri­­canos en las Cortes sobre el soberanismo del poder municipal y provincial, lo cual es un hilo conductor de este libro. Es interesante señalar, en este sentido, que en este caso eran los liberales exaltados habaneros quienes enfrentaban el poder local al poder provincial, como una lucha por la autonomía municipal frente a la provincial.


    En cuanto al enfrentamiento a través de la prensa, los piñeristas la utilizaron para hacer campaña electoral a la vez que una dura y satírica crítica política contra el criollismo liberal y las autoridades que les apoyaban. Pensaban que era el medio adecuado para promover una movilización de la población contra lo que calificaban de “odiosos abusos”. Los criollos moderados respondieron alienándose con las autoridades militares, destacando el comandante general Nicolás Mahy, quién actuó contundentemente cerrando estos periódicos y apartando de puestos importantes a oficiales relacionadas con los exaltados. En este sentido se desarrolló una guerra sin cuartel entre los periódicos exaltados, El Esquife Arranchador, El Esquife Constitucional, El Amigo de la Constitución y El Americano Libre. Este último diario, creado a fines de 1822, estaba impulsado por discípulos de Félix Varela, promotor de la Cátedra de Constitución en el Seminario de San Carlos140. El Americano Libre tenía el empaque de tachar a los exaltados de “anarquistas” y de acusarlos de querer seducir a la juventud con los “mágicos nombres de república, democracia, antiaristocracia”141. En especial, promovieron una intensa campaña para erradicar cualquier idea de independencia en Cuba, posibilidad que espantaba sobremanera a la oligarquía cubana. Así, en su primer manifiesto, El Americano Libre decía:


    […] unión es lo que necesitamos, unión es la primera columna de la sociedad; unión constituye la fuerza, unión inspira valor al cobarde; unión es el alma de todas las cosas, sin unión no hay firmeza, ni Gobierno, ni orden, ni tranquilidad, ni gusto. Trocad héroes invencibles los sangrientos laureles de Marte por la preciosa oliva de la paz142.


    A principios de 1823, los órganos de expresión de los liberales exaltados quedaron totalmente desarticulados, algunos de sus redactores encarcelados y Piñeres, tras una trifulca con la Diputación Pro­­vincial, recluido en un convento.


    De esta forma, para cuando el absolutismo fue restaurado, el moderantismo criollo ya había allanado el camino en Cuba. Tan pronto como el nuevo capitán general Vives llegase a la isla con el objeto de suprimir el sistema constitucional —argumenta Manuel Hernández143— los dirigentes criollos transitarían sin el menor sobresalto hacia el régimen absolutista. Y seguirían controlando la oligarquía cubana, pues, si bien no era el escenario más apetecible, el Antiguo Régimen garantizaba el mantenimiento de la esclavitud y de las propiedades, así como el privilegio mercantil y el orden público. Por el contrario, los liberales exaltados fueron desterrados, encarcelados o embarcados hacia la península.


    Filipinas: el miedo al ‘contagio’


    Las noticias sobre el restablecimiento de la Constitución de 1812 y del régimen liberal en la península también llegaron a Filipinas. El gobernador interino, Mariano Fernández de Folgueras, proclamó la carta doceañista en Manila el 27 de septiembre de 1820. No obstante, dada la magnitud y dispersión de la geografía filipina, en agosto de 1822 aún se estaba jurando la carta en las islas Marianas144.


    En el caso de Filipinas también funcionó el mecanismo constitucional por el cual se convocaron procesos electorales a Cortes, se constituyeron ayuntamientos y también la Diputación Provincial en Manila. Es decir, tampoco quedó excluida del sistema liberal del Trienio.


    La puesta en marcha del proceso electoral en la isla hizo que se dividiera en tres circunscripciones electorales: Manila, Nueva Cá­­ceres y Nueva Segovia. Las juntas preparatorias para la elección de diputados145 se alargaron a lo largo de todo el año de 1821. De los 17 diputados electos, tan solo tres llegaron a las Cortes. Manzano argumenta que esto fue debido a los reiterados obstáculos que Folgueras interpuso para impedir que todos los diputados electos pudieran viajar. El hecho de que no fuera ninguno por Manila, pone bastantes interrogantes sobre el particular. Los diputados Francisco Bringas y Taranco, Vicente Posadas Fernández de Córdoba y Manuel Sáenz de Vizmanoz desarrollaron una discreta actuación en las Cortes, poniendo de manifiesto sus diferentes pareceres en los pocos asuntos en los que intervinieron.


    La actividad del jefe político Folgueras en estos meses consistió en algo más que velar por el desarrollo de las instituciones constitucionales y preservar a Filipinas de posibles movimientos independentistas. El ejemplo de América, en especial el de Nueva España y sus históricas relaciones comerciales con la nao de Acapulco, era motivo suficiente para que Folgueras intentase, con todos los medios posibles, que el orden y la tranquilidad se mantuvieran. Este temor quedó también muy patente desde el Gobierno de Madrid, que mandó directrices para que se prohibiera la entrada y salida de nacionales y extranjeros sin permiso del rey y se limitara la libertad de imprenta. Es más, no se tuvo inconveniente en trasladar noticias falsas sobre el Tratado de Iguala y el de Córdoba. Había que aislar a Filipinas de la oleada de insurgencias. Y, especialmente, había que evitar que el caso mexicano se convirtiera en un modelo a seguir.


    Sin embargo, Folgueras no lo consiguió. Como relata García Gimeno146, a principios de octubre se extendió una epidemia de cólera en Manila. Por la ciudad corrió el rumor de que los responsables habían sido los extranjeros envenenando el agua. Esta problemática fue toda una constante en la primera mitad del siglo XIX hispano. Unas veces, con el cólera como causa; en otras, diferentes epidemias, pero casi siempre responsabilizando a sectores sociales odiados por las clases populares: bien eclesiásticos —jesuitas o exclaustrados—, bien extranjeros —franceses o chinos—.


    Lo cierto es que la población, enfurecida, atacó los días 9 y 10 de octubre de 1820 a los extranjeros; especialmente a la población china, acusada de envenenar el agua. Como explica Llobet147, el jefe político se vio desbordado por los acontecimientos, suspendió la Constitución y creó tribunales para juzgar a los sediciosos. En este contexto, se produjo una conspiración de oficiales del Regimiento del Rey, liderados por los hermanos Bayot. Estos tenían conexiones con las clases dominantes filipinas para derrocar al gobernador, al que acusaban de indolencia y pasividad. La conspiración fracasó y fueron detenidos.


    Política de orden en el Pacífico


    Folgueras fue sustituido por Juan Antonio Martínez como jefe político en octubre de 1822. Martínez era un mariscal de campo con una larga hoja de servicios148. Este realizó una serie de cambios en la jerarquía del cuerpo de oficiales. Así, comenzó por reemplazar a buena parte de la estructura de la oficialidad —muchos de origen filipino— por oficiales de su confianza, de mayoría peninsular. Además de ello, Martínez empezó a restringir las libertades constitucionales esgrimiendo como justificación la preservación del orden, la tranquilidad pública y la fidelidad a la monarquía. La aplicación más relevante de estas medidas coercitivas se produjo en enero de 1823 cuando fueron detenidos, sin pruebas, 18 “sospechosos”. Sin tampoco juicio previo, los detenidos fueron embarcados a la península. Esta actuación le enemistó con los poderes civiles. La Diputación Provincial veía en su jefe político a un militar más adicto al Antiguo Régimen que al sistema constitucional. El poder provincial no se arredró y denunció estos arrestos y deportaciones como “un crimen de inventada sublevación”149.


    Como mantiene García Gimeno150, estos aspectos condujeron a ciertos oficiales liderados por Andrés Novales, un oficial de ascendencia filipina y con gran prestigio entre sus tropas, a una sublevación el 2 de junio de 1823. Novales entró en la ciudad de Manila con sus fuerzas armadas, quienes profirieron gritos en favor de la independencia y dando vivas al “Emperador Novales”. Los peores presagios de las autoridades militares se cumplieron. El modelo iturbi­­dista se hizo presente en la capital filipina en modo de sublevación. Sin embargo, hubo cierta resistencia. Folgares, el antiguo capitán general, se opuso activamente. Lo cual le costó la vida al enfrentarse belicosamente a los insurrectos.


    La insurrección de Novales no contó con el apoyo de la población. Ello contribuyó a que Martínez, con el resto de tropas que le eran adictas y el apoyo de los indígenas de la Pampanga —zona cercana a Manila y distinguida por su fidelidad a la monarquía151—, recuperaron la ciudad en un solo día. La represión fue rápida y contundente. Novales y sus oficiales fueron ejecutados ese mismo día. Con ello terminó esta escaramuza de proclamación de independencia en Manila. No obstante, sirvió para que el jefe político Martínez actuara de forma omnímoda en Filipinas.


    Tal y como vimos en el caso de Cuba, tampoco en Filipinas se notó mucho el paso del sistema constitucional al Antiguo Régimen. En 1825, cuando el gobernador Mariano Ricafort, ya con la restauración absolutista, llegó a la ciudad de Manila, las instituciones constitucionales habían sido prácticamente neutralizadas por Martínez. Ricafort entró en Manila a guisa de virrey. Paseó los retratos de Fernando VII, proclamándolo rey absoluto, y, por orden del propio monarca, bautizó a la ciudad como la “siempre fiel ciudad de Ma­­nila”152. El Antiguo Régimen había regresado a Filipinas.

  


  
    


    



    CAPÍTULO 9


    LA REACCIÓN


    El primer periodo de sesiones de las Cortes de 1822 se clausuró el día 30 de junio. El rey asistió a la ceremonia y en su discurso hizo referencia a los esfuerzos realizados para ajustar la economía y al decreto publicado para iniciar el reclutamiento de un ejército permanente. Asimismo, mostró su preocupación por el incremento de la insurrección en Cataluña y se complació de que el Gobierno hubiera sido autorizado por la Cámara para utilizar a la milicia nacional activa más allá de la provincia a la que perteneciese. Para concluir, instó a los diputados que, al restituirse a sus hogares, siguiesen “contribuyendo al bien público, ilustrando la opinión de los pueblos, procurando la conciliación de los ánimos y afianzando con vuestra persuasión y vuestro influjo aquella justa confianza en los súbditos y el Gobierno que aumenta el respeto a las leyes, añade vigor a la autoridad y ayuda a proteger a su sombra benéfica los derechos de los particulares”. Un breve y poco alambicado discurso que transmitía normalidad institucional al que siguió la réplica del presidente de la Cámara que, aunque cortés, incluía algunos reproches sobre el estado de la economía heredada del periodo absoluto, sobre la injerencia internacional en asuntos internos y sobre los enemigos interiores, “seducidos por la malignidad y por el horroroso fanatismo”153. A continuación, finalizados los discursos, el rey descendió del trono que le había sido preparado y, en compañía de la reina, los infantes y de una comisión de diputados, salió camino del palacio.


    En el recorrido entre la sede de las Cortes y el Palacio Real, las gentes, como era costumbre, y más en un día excepcional como aquel, se agolpaban ante el paso de la comitiva real. Y como también empezaba a ser habitual, pudieron oírse voces a favor de la Cons­­titución que salían de entre la multitud. Desde las filas de la Guardia Real respondieron con vivas al rey absoluto. La situación degeneró primero en disputa y después, en violento enfrentamiento entre los paisanos y los guardias. La refriega se mantuvo hasta llegar al palacio. Allí, la Guardia tomó posiciones en la plaza de Oriente, expulsó al retén de la milicia voluntaria que se ocupaba de la seguridad de la zona y acordonó el perímetro. La escena parecía una operación militar de retirada hacia el palacio para proteger al rey. Desde las ventanas del edificio algunas mujeres alentaban a los guardias agitando pañuelos blancos. El rey contemplaba toda la escena desde el balcón. Poco después, tendría lugar en el interior del palacio el asesinato, por sus propios compañeros, del oficial Mamerto Landá­­buru, reconocido como liberal. Se había encarado con ellos reprochándoles su comportamiento y sus expresiones en favor del rey absoluto. La noticia de este asesinato, junto a la violencia anterior ejercida contra la población civil y los milicianos y la agitación que reinaba en torno al palacio, circuló con rapidez por la ciudad ofreciendo la impresión de que se estaban produciendo acontecimientos trascendentales. La circunstancia de que las Cortes estuvieran cerradas añadía incertidumbre a la situación. La gravedad del momento pudo comprobarse, al día siguiente, el 1 de julio de 1822, cuando cuatro de las seis compañías de guardias salieron de la ciudad y se establecieron en emplazamientos elevados en dirección al Pardo, mientras las dos restantes permanecían junto al rey en actitud protectora.


    Este movimiento constituía el primer acto de una operación de asalto al orden constitucional que tendría en vilo al país durante siete días. La crisis de julio marcó de manera traumática la evolución del régimen constitucional. Durante toda una interminable semana el palacio fue el centro de una ambiciosa acción contrarrevolucionaria. Madrid se convirtió en rehén de las fuerzas de la Guardia del rey, y el propio monarca, con su actitud ambigua y silente, atenazó al Ejecutivo impidiéndole tomar medidas y dejó la iniciativa a los rebeldes. Sin embargo, este no era el primer episodio contrarrevolucionario que vivía el sistema constitucional. Ha llegado el momento de recapitular sobre la trayectoria de la reacción absolutista hasta entonces y las vías a través de las cuales había articulado su actividad.


    La lógica de la reacción


    Existen distintas razones por las que resulta complejo explicar la lógica de la reacción absolutista durante el Trienio. La primera de ellas es el papel que el rey representa en todo el entramado. Fernando VII se mantuvo hasta el último momento al frente del Ejecutivo y no renunció a las atribuciones que le reconocía la Constitución. Exteriormente nunca rompió con el régimen, de ahí que sus acciones contrarias a este siempre se desarrollaran en un plano clandestino, oculto a las miradas extrañas. El rey carecía, por lo tanto, de una estructura como tal para desarrollar su voluntad contrarrevolucionaria y, sin embargo, de un modo u otro, toda la reacción pasaba por él, ya fuera por inducción o como fuente de legitimación. Calatrava se había expresado con claridad ante el Congreso, subrayando esta evidencia: “Los malvados tomaban al Rey por pretexto de sus maquinaciones”154.


    Ciertamente, el rey indujo la acción de numerosos agentes que llevaron su voluntad contrarrevolucionaria a distintos lugares del país y a las cortes absolutistas europeas. Sin embargo, la reacción antiliberal fue mucho más lejos de lo que el propio rey estaba en con­­diciones de organizar. El monarca fue solo la cúspide de una pirámide contrarrevolucionaria que tenía una lógica político-social propia. Es lo que podríamos denominar la cultura política del realismo, que combinaba el apego a unos valores conocidos y seguros como los del Antiguo Régimen con la experiencia colectiva y corporativa de conflictos anteriores, que habían sido resueltos recurriendo a la religión y a la monarquía como instrumentos de cohesión155.


    La pertenencia a la cultura realista tenía algo de patrimonial, que hacía muy fácil a sus miembros convertirse en agentes contrarrevolucionarios. En estas condiciones, su capacidad para actuar de manera descentralizada era enorme. Clérigos, militares, empleados, guerrilleros, campesinos, artesanos o simples jornaleros podían fácilmente convertirse en brazos ejecutores del realismo a partir de una interpretación personal de lo que el rey podía pretender. De hecho, esto no era demasiado importante, porque el monarca, para la mayor parte de ellos, no era una realidad física, sino una idea de referencia en torno a la que construir una cosmovisión de naturaleza política. La oportunidad de las acciones venía refrendada por la aceptación en el ámbito corporativo o de la comunidad, no tanto por la sanción de una cúpula directiva. Esta concepción del realismo, a medio plazo, le restó eficacia, pero a cambio le proporcionó una enorme difusión social y una amplia capacidad de movilización. No obstante, la reacción realista necesitaba consolidar un repertorio de acciones que se mostraran eficaces a la hora de conseguir sus objetivos, y esto llevaba su tiempo.


    La primera reacción: 1820


    Los primeros tiempos del régimen liberal no estuvieron muy marcados por la reacción absolutista, aunque hubo tempranos gestos contrarrevolucionarios, como el ataque contra la población que manifestaba su voluntad de proclamar la Constitución en Cádiz el 10 de marzo. Pero esto sucedió antes de que se supiera que el rey ya había jurado el código gaditano. Muy pronto tuvieron lugar acciones de poderosa carga simbólica, como la destrucción de las lápidas constitucionales que se habían instalado en medio de grandes festejos en la mayoría de las plazas de las poblaciones españolas. El 14 de mayo se produjo en Zaragoza un multitudinario asalto de gente armada contra la lápida de la constitución que, si bien fue rechazado por la milicia, dejó un saldo de 2 muertos y 40 dete­­nidos156.


    Posiblemente, la primera acción organizada que pretendía echar abajo el régimen se llevó a cabo el 8 de junio, víspera de la apertura de las Cortes. Ese día hubo algunos movimientos en la Guardia Real, que fueron neutralizados antes de estallar, cuyo objetivo era impedir la reunión de la primera asamblea del periodo constitucional. En esa fecha confluyeron otras acciones, como la intentona de sacar al rey clandestinamente de Madrid e inducirle a que proclamara el absolutismo o la creación, en Galicia, de una junta apostólica con la intención de subvertir el país.


    Los realistas no consiguieron su objetivo de impedir la apertura de las Cortes, lo que serenó su excitación durante algunos meses. Sin embargo, la negativa del rey a sancionar el decreto sobre los regulares y su reclusión en El Escorial tras las presiones que lo llevarían a firmarlo a finales de octubre de 1820, transmitieron la idea de que el rey estaba desafiando al régimen, y sus partidarios lo entendieron como una oportunidad para retomar las movilizaciones. Por estas fechas “se conferenciaba con los descontentos audaces, y los satélites de 1814 salían ya de sus guaridas y aparecían en público llenos de confianza y ansiosos de sangre”157.


    El clero, en particular el alto clero, cumplió un papel importante en la difusión de este clima de malestar realista por el país. El obispo de Orihuela se negó a que en su diócesis los párrocos explicaran la Constitución. El nuncio en Madrid informaba en términos alarmantes de la política emprendida por el Gobierno, lo que propició una carta del papa al rey lamentándose de ella. Al mismo tiempo, se establecía en Roma una junta apostólica encabezada por el embajador Antonio Vargas Laguna. Por su parte, el arzobispo de Valencia se manifestaba hostil al sistema, así como los obispos de Pamplona y Barcelona y el general de los capuchinos. En Galicia el clero se expresaba con hostilidad hacia la Constitución. Además, aparecieron partidas armadas en las Amezcoas, en la sierra de Burgos, en Asturias y en Orense y la correspondencia fue interceptada muy cerca de Vitoria158.


    El dictamen sobre orden público elaborado por una comisión de diputados y leído ante las Cortes en marzo de 1821 denunciaba la existencia de una junta suprema a la que se subordinaban otras juntas de nivel inferior repartidas por todo el territorio. Esta junta centralizaba la información y daba órdenes para coordinar las acciones. Tenía, además, ramificaciones en el extranjero; especialmente en Francia:


    En París hay una reunión para fomentar el descontento entre nosotros y sublevar las provincias. Tiene su despacho en la calle de Richelieu y se sabe el nombre del emigrado que la preside —posiblemente José Morejón, oficial de la secretaría de Guerra o Antonio Calderón, exfiscal del Consejo de Indias—. En Bayona hay otra con el mismo objeto, a cuya cabeza está Mozo de Rosales159.


    Se atribuye a la Junta Suprema la responsabilidad de financiar las armas y los caballos que alimentaban el levantamiento de partidas. El dictamen señalaba que los procesos abiertos por conspiración ofrecían datos sobre la existencia de “un centro común de maquinaciones” y de una red organizada:“[E]l mayor número de arrestados por estas tramas están relacionados entre sí y con tantos puntos de contacto, que esto solo convence y obliga a mirarlos como eslabones de una misma cadena, o más bien radios de un mismo centro”. Subraya, asimismo, que “entre los agentes subalternos ocupan un lugar muy señalado los individuos ricos del clero”. Finalmente, el objetivo de esta trama no ofrecía dudas, era “el restablecimiento del régimen absoluto”160.


    El oscuro plan del canónigo Vinuesa


    Una de las tramas realistas que tuvo más repercusión en los primeros tiempos del régimen constitucional fue la orquestada por el capellán honorario del rey y canónigo de Tarazona, Matías Vinuesa. Se trataba de un plan que tenía como eje el Palacio Real y contaba con la participación activa de Fernando VII161. De hecho, solo necesitaba que estuvieran en antecedentes el monarca, su hermano —el infante don Carlos—, el duque del Infantado y el marqués de Castelar. El proyecto contemplaba tres aspectos: el golpe de Estado contra las instituciones constitucionales, la destrucción simbólica del régimen y, finalmente, un detallado plan de represión.


    El golpe consistía en hacer llegar hasta el palacio, al anochecer, al Gobierno, al capitán general y al Consejo de Estado. Don Carlos, al frente de una partida de guardias de Corps, se ocuparía de asegurarse de que todos permanecieran secuestrados en una misma estancia. A continuación, el propio infante arrestaría a los miembros de la Guardia poco afectos al rey, mientras el duque del In­­fantado se pondría al frente del resto de las unidades de la Guardia. Hacia las tres de la mañana, estas tropas, en colaboración con el regimiento del Príncipe, debían apoderarse de las puertas principales de Madrid; y antes del amanecer, a las cinco y media de la ma­­­­drugada, la tropa y el pueblo saldrían a las calles gritando “¡Viva la religión!”, “¡Viva el rey y la patria!” y “¡Muera la Constitución!”. La milicia sería desarmada y las reuniones de hombres quedarían prohibidas.


    La destrucción simbólica del régimen consistía en invertir los rituales realizados con motivo de la instauración del régimen. Aquellos que habían llevado en triunfo a la Constitución, es decir, el obispo y el Ayuntamiento, debían sacarla ahora de las casas consistoriales y llevarla en procesión a la plaza pública para que fuese quemada por el verdugo a la vista de todos. A continuación, la lápida constitucional, previamente arrancada de su emplazamiento, debía ser hecha pedazos. Una vez consumado el golpe, las tropas saldrían hacia las provincias con un manifiesto donde se darían instrucciones para acomodarse a la nueva situación.


    El plan ponía especial atención en los aspectos represivos. Durante el movimiento se impediría que nadie saliera de la ciudad. Con antelación se tendría preparada una lista con aquellos hombres que debían ser detenidos y los lugares donde serían encarcelados. Todos los que hubieran dado pruebas de afinidad al régimen perderían sus empleos. Y se tomarían medidas para que los libe­­rales no pudieran abandonar el país, al tiempo que serían clasificados en tres categorías: “los de la primera deberán sufrir la pena capital como reos de lesa majestad; los de la 2ª serán desterrados o condenados a castillos y conventos; y los de la 3ª serán indultados para mezclar la justicia con la indulgencia y clemencia”162 .


    Algunas de las medidas represivas previstas eran toda una sociología de la revolución desde los ojos de sus enemigos. “Puesto que los comerciantes han sido los principales en promover las ideas de la facción democrática —decía— se les podrá obligar a que entreguen algunos millones por vía de impuesto forzoso”163. Y otro tanto se pretendía aplicar a los impresores y libreros “por las ganancias extraordinarias que han tenido en este tiempo” y a la alta nobleza; “los grandes” que se habían mostrado partidarios del régimen constitucional.


    En definitiva, el plan se proponía devolver “las cosas al ser y estado que tenían el 6 de marzo [de 1820]”. Además, contaba convocar unas Cortes estamentales, sustituir a las autoridades y premiar con empleos a los afines. El clero debía recuperar su papel económico, político y espiritual perdido con el cambio de régimen, aunque aquellos de sus miembros que habían mostrado opiniones favorables al liberalismo serían apartados de sus puestos. Un solo periódico se ocuparía de “dirigir la opinión pública”. Los monjes debían volver a sus conventos y los oficiales del Ejército en los que no se tuviera confianza serían licenciados. Finalmente, en las obras de la plaza de Oriente, “en el sitio destinado para teatro se levantará una iglesia”.


    Eguía y Mataflorida: grandes planes, pequeños resultados


    De un modo u otro, Fernando VII siempre estuvo detrás de las tramas realistas, bien como autoridad legitimadora de las operaciones o bien como instigador directo de las mismas. En esta segunda dimensión, el rey contó con dos hombres de confianza cuya trayectoria de servicio en los decisivos combates por el absolutismo les conver­­tía en sólidos agentes de la voluntad real. No obstante, a pesar de que tenían contacto entre ellos, actuaron de manera independiente, incluso llegaron a colisionar con motivo de la línea política que debía seguir la acción conspirativa exterior del realismo.


    El primero de ellos fue el general Eguía, un hombre que lo había sido todo en tiempos del absolutismo. Militar de carrera, había combatido en Argel y en América, luchó contra los franceses en las guerras de la Convención y de la Independencia, participó en el conflicto contra Portugal y había desempeñado altos puestos en la monarquía como consejero de Estado y secretario de Despacho de Guerra. Aunque, sobre todo, se le recuerda por su papel en el golpe de Estado de 1814, pues había sido el brazo militar de Fernando VII en Madrid para neutralizar a las Cortes y a los principales liberales y para preparar la llegada del rey a la capital. En 1820 era capitán general de Granada y con el triunfo de la revolución, fue destinado en cuartel a Vizcaya164. El 26 de junio de 1821 se fugó a Francia y estableció su residencia en Bayona, desde donde gestionaba, con la autorización del rey, las relaciones con el Gobierno francés. Estaba muy interesado en que se produjera una mo­­dificación del régimen constitucional español, introduciendo una segunda cámara que moderara el perfil avanzado del régimen liberal, en sintonía con el modelo francés establecido por Luis XVIII a su regreso.


    La otra figura relevante de las tramas exteriores del realismo era Bernardo Mozo de Rosales, marqués de Mataflorida, un abogado sevillano que había desempeñado un activo papel en la restauración absolutista de 1814 y a quien se le atribuye la redacción del Manifiesto de los Persas, del que es el primer firmante. Había sido fiscal del Consejo Real de Hacienda y en el momento del triunfo de la revolución formaba parte del Gobierno, desempeñando las secretarías de Estado y de Gracia y Justica. Una de las primeras medidas de la Junta Provisional tras la revolución fue su destitución, y en los debates parlamentarios su nombre quedó destacado de los demás “persas” en el momento de hablar de responsabilidades. Huyó a Francia instalándose provisionalmente en Bayona donde, por entonces, se estaban dando cita algunos otros realistas exiliados como Carlos O’Donnell o los obispos de Tarragona, Jaime Creus y de Pamplona, Joaquín Uriz, con los que formó la Junta de Bayona165.


    Un tercer personaje que hay que tener en cuenta es José Morejón, un oficial de la Secretaría de Guerra, cuyo destino fue París. Allí contactó con el ministerio francés, al cual transmitió la idea de que el rey estaba cautivo y dispuesto a reformar la Constitución. Morejón trabajaría en la capital francesa bajo el paraguas del primer ministro francés, Villèle, partidario de resolver el problema español por el mecanismo de una reforma constitucional. Cabría añadir a esta red internacional la presencia de diplomáticos fernandinos que habían sido sustituidos con el cambio de régimen, pero que habían permanecido en sus destinos como agentes del rey. Es el caso del conde de Fernán Núñez en París, sustituido tras su muerte por el marqués de Casa Irujo, o del veterano diplomático Pedro Gómez Labrador, en Nápoles. Otro tanto sucedió con Vargas Laguna, que durante dos décadas había sido el titular de la Embajada española en Roma y se negó a acatar la Constitución. Ofreció sus servicios a Fernando VII, que lo utilizaría para comunicarse con las cortes europeas en busca de ayuda166. También el cónsul español en Burdeos, Isidro Montenegro, se sumó a esta red intentando con sus gestiones paliar la escasez de recursos económicos con la que se movían los realistas.


    En octubre de 1821, Mataflorida, que por entonces residía en Toulouse, fue invitado por Eguía para que escribiera un manifiesto en el que se mostrara a la opinión pública europea la perversión del régimen constitucional desde sus orígenes gaditanos. El texto defendía posiciones de un absolutismo exaltado que podían colisionar con la idea de una monarquía templada defendida por el Gobierno francés, de modo que Morejón se negó a imprimirla. Mataflorida reaccionó llevándolo él mismo a la imprenta en diciembre. Lo envió después a los emperadores de Rusia y Austria, presentándose como el representante del rey y reclamando ayuda para salvarle de su cautiverio. La rivalidad entre Eguía y Mataflorida era evidente, y cada uno intentó presentarse ante el exterior como portavoz de la voluntad del rey. El documento en cuestión se titulaba Manifiesto que hacen los amantes de la monarquía a la nación española y las demás de la Europa y era una revisión de la historia de la Constitución —que “trastornó el orden y derechos más caros a los españoles y por cuya defensa en todos tiempos habían derramado su sangre”—, de los últimos acontecimientos revolucionarios —en los que el rey tuvo que “ceder a sus enemigos para salvar su real persona”— y del sistema constitucional —un “Gobierno democrático o soberanía popular, que es lo más próximo a la república”—. Responsabilizaba a las novedades introducidas en 1812 en Cádiz de haber precipitado a América hacia la independencia. Denunciaba este texto a los “llamados políticos”, a los “agentes de la novedad” que, “desde los cafés, donde habían establecido sus asociaciones revolucionarias”, habían manipulado las elecciones y puesto en pie un sistema que despojaba al rey, rebajaba a la nobleza y pretendía acabar con la religión persiguiendo a sus ministros y apropiándose de sus propiedades. Creaba, además, un escenario ficticio de anarquía, de persecuciones de los realistas y de amenazas a la vida del rey. Y mostraba la similitud de las revoluciones vividas en Nápoles, Portugal y Piamonte, “Idénticas” defendía que eran, porque coincidían en varios puntos:


    [E]n extinguir la Religión, que es el apoyo de los Soberanos, produce orden y da costumbre; en destruir los tronos legítimos, porque solo en la anarquía puede soltarse la rienda a las pasiones; en establecer soberanía popular, origen de todos los males; en seducir la tropa para introducir con la fuerza la novedad; en desmoralizar al pueblo y recoger sus empleos, bienes y caudales; en ocasionar millares de muertes y ruinas; y en atizar desde sus cavernas la tea de la discordia por todas partes167.


    Y concluía invocando la ayuda de los soberanos europeos: “desplegad vuestra energía, y dad a los impíos la humillación que quieren daros”.


    La contrarrevolución armada


    Decía Mataflorida en su manifiesto que, “por efecto de [la] opresión, partidas armadas han aparecido en todas partes, que pesan sobre los pueblos, pero los ayudan a mantener su independencia y la insubordinación a toda autoridad constitucional, de cuya legitimidad no pueden convencerse”168. En realidad, las partidas absolutistas aparecieron pronto y se extendieron rápido, pero durante algún tiempo no tuvieron demasiada entidad. El fenómeno de las partidas conectaba directamente con el uso de las armas en la sociedad española durante la guerra de la Independencia. Muchos de los combatientes contra los franceses habían adquirido no solo la costumbre de usar las armas y de reunirse para defender con ellas los intereses de la comunidad local, sino que se habían familiarizado con discursos legitimadores de sus acciones que remitían al rey, a la religión y a la patria. Poner en marcha estos mecanismos ya aprendidos no costo demasiado, sobre todo si desde distintos sectores de esa misma sociedad se estimulaba la contestación al régimen al que se atribuían toda una suerte de problemas, tanto económicos como sociales.


    Antes del verano de 1821 se habían visto partidas realistas por distintos lugares. Estaban muy presentes en el País Vasco y también aparecieron en Galicia y Asturias. En Castilla salió al campo en de­­fensa de las ideas absolutistas Jerónimo Merino, el guerrillero de la independencia, el Cura Merino, pero fue derrotado en Salvatierra por otro de los que había ganado renombre luchando contra los franceses, Juan Martín, el Empecinado.


    A pesar de las derrotas, la conflictividad se fue manteniendo, e incluso incrementando, hacia el final del año. En Navarra y las provincias vascas actuaban Santos Ladrón, Juanito o Gorostidi, a los que no tardó en unirse el mariscal de campo Vicente Quesada procedente de Francia. En Aragón hubo movimientos realistas en núcleos urbanos de importancia, como Alcañiz, Caspe, Calatayud y Huesca. Cataluña era el campo de actividad de numerosos cabecillas como Tomás Costa, Misas; Antonio Coll, Mossèn Anton; José Montaner, el Chocolatero de Berga; Josep Busoms, el Jep dels Estanys, Antonio Marañón, el Trapense, o Juan Romagosa169. A ellos se unió en marzo de 1822 Joaquín Ibáñez Cuevas, que era barón de Eroles, huido de su confinamiento en Mallorca. En Castilla, el Cura Merino se había reforzado en sus acciones con Saturnino Abuín, el Manco, y en Ex­­tremadura actuaba el cabecilla Cuesta.


    Mataflorida defendió con todas sus fuerzas la necesidad de establecer una regencia mientras el rey estuviera cautivo, cuyo primer objetivo sería conseguir la libertad del monarca. Para ello animó la insurrección en el interior de Cataluña, con la intención de conseguir una población importante donde establecerse, lo que estaba en consonancia con las exigencias francesas para prestarle su apoyo170. Con este objetivo contactó con Fermín Martín Balmaseda, emisario del Gobierno francés, que le manifestó la escasa confianza que París tenía en el atrabiliario Eguía y la voluntad de apoyar su plan de regencia. La confianza gala no se mantuvo mucho tiempo al tomar conciencia de las ideas radicales que inspiraban a Mataflorida, pero él siguió adelante con sus planes. De hecho, a comienzos de junio de 1822, recibió poderes del rey para establecer la regencia.


    Los planes del marqués se fueron haciendo realidad cuando el 21 de junio Romagosa y el Trapense, con una tropa de dos mil hombres, se apoderaron de la Seo de Urgel. Un día después se estableció en esta población la Junta Superior Provisional de Cataluña. A partir de este momento se incrementó la actividad del realismo en el interior de Cataluña, que se esforzaría por crear un ejército regular y establecer una administración para las zonas ocupadas171. La regencia se estableció en Seo de Urgel un poco después, el 15 de agosto, presidida por el propio Mataflorida e integrada por Jaime Creus, obispo de Tarragona, que estaba emigrado en Toulouse, y al barón de Eroles, un hacendado y militar de cierto prestigio que no tardaría en discrepar con el presidente sobre la orientación política de la regencia.


    Las relaciones clandestinas del rey


    Fernando VII mantuvo a lo largo del todo el Trienio una actitud formal de acatamiento a la Constitución. De hecho, no dudó en reclamar a las instituciones liberales que cumplieran con sus obligaciones y, de acuerdo con la ley en vigor, defendieran la dignidad real de acuerdo con el ordenamiento constitucional. Es evidente que no consiguió convencer a la opinión pública de su adhesión entusiasta al régimen, como puso de manifiesto la dificultad que tenía para recorrer las calles de Madrid sin ser provocado por los ciudadanos, que proclamaban “¡Viva el rey constitucional!” o “¡Viva la Cons­­titución!” (en un claro intento de provocarle), cuando no le cantaban, directamente, el “Trágala”, convencidos de su escasa simpatía hacia el código gaditano. Sin embargo, formalmente, el rey nunca rompió con la Constitución, y cuando se le hizo notar que alguna de sus acciones no se acomodaba a ella, con mayor o menor gusto, se plegó a los dictados de la ley.


    Cuestión distinta es lo que hizo de puertas adentro de palacio. A la sombra del espacio oficial, Fernando desarrolló una compleja actividad en contra del régimen liberal orientada preferentemente a recuperar el poder absoluto. En este plano el elemento principal era él mismo, el propio rey, y no había normas. Fernando VII se comportó de manera absoluta, es decir, sin importarle ninguna otra cosa que no fuera desprenderse de la tutela constitucional y recuperar sus atribuciones como monarca pleno. Para eso conspiró, traicionó, simuló, engañó, se desdijo… y todo ello para conseguir ese objetivo mayor que era poner fin al régimen constitucional.


    Emilio La Parra ha llamado la atención sobre la importancia que adquirieron personajes de su entorno más cercano, como el intrigante Antonio Ugarte172 o el secretario del rey, Antonio Martínez Salcedo173, en la creación de un dispositivo que le permitía coordinar sus relaciones extraoficiales con diplomáticos, clérigos, militares y, en general, con todo tipo de agentes contrarrevolucionarios. Para facilitar estos contactos se trasladó a los reales sitios, donde las relaciones eran mucho más discretas. Es lo que sucedió el 6 de marzo de 1822, cuando se instaló en Aranjuez. Allí, a resguardo de las miradas, se reunía la camarilla e iban a visitarle los embajadores extranjeros más cercanos, como el conde de Bulgari, ruso, el francés Lagarde o el nuncio Giustiniani; la nobleza afín, diplomáticos, como Antonio Vargas Laguna, ministro ante la Santa Sede, correos, militares como Longa, etc.


    En la primavera de 1822, la presión de las potencias absolutistas sobre Fernando VII para que pusiese fin a una constitución que limitaba los poderes del rey era grande. La cuestión para él no era esta, ya que su voluntad en este sentido es clara y firme. Sus dudas estaban en si podía acabar totalmente con el régimen, arrasando el legado constitucional de Cádiz y volviendo al régimen absolutista de 1814 o si debía aceptar que la situación había cambiado, de manera que resultase más eficaz una reforma de la carta, introduciendo una segunda cámara que moderara el régimen y devolviera a rey las atribuciones que había perdido con la revolución. Pero Fernando VII lo tenía bastante claro. Deseaba regresar al absolutismo y no ceder un ápice de poder. Para ello contaba con el apoyo de Rusia, fundamentalmente. El informe que él mismo había redactado de su entrevista con el embajador ruso, el conde de Bulgari, no dejaba ninguna duda sobre este planteamiento:


    [La conferencia] fue muy larga y en sustancia vino a decir que tanto los del anillo como Comuneros y compañía eran unos verdaderos pasteleros; que la constitución actual no podía seguir de ningún modo, pues yo no tenía ningún poder; que era preciso adoptar otra que fuese todavía más monárquica que la de Francia, pues que la que regía aquí en la actualidad no me permitía tomar ninguna providencia porque al momento salían con que era anticonstitucional, y que con la otra era menester que yo se lo pudiera decir a ellos174.


    Sin embargo, la decisión de Fernando estaba condicionada por lo que opinara el Gobierno francés, y en este punto, la diplomacia del país vecino era más partidaria de la fórmula de la reforma constitucional. En esta dirección actuó el primer ministro, Villèle, apoyando a los agentes españoles en el exterior y también a través de su embajador en Madrid, Lagarde, presionando al rey para que se acercara a la formula monárquica vigente en ese momento en Francia. En junio, Lagarde recibió instrucciones directas de París para reforzar esta línea política, ya que París no quería arriesgarse a posiciones extremas que vinieran acompañadas de un derramamiento de sangre y cuyo resultado sería inestable175. Para los franceses lo mejor sería una declaración del rey a favor de una monarquía moderada —“hacer el sacrificio de una parte de la autoridad absoluta”— que diera garantías del sentido de su acción a quienes se posicionasen de su parte. Fernando, sin embargo, siempre se encontró más cómodo en la indefinición de su posición política y de su compromiso con quienes le apoyaban, lo que le permitía decidir sin condicionantes externos lo que más le interesa en cada caso.


    El ambiente realista que rodeaba al rey se puso de manifiesto el 30 de mayo de 1822, festividad de San Fernando. Ese día fueron llegando a Aranjuez habitantes de la zona que, mezclados con vecinos del lugar, empleados del real sitio, incluso con la Guardia Real, aclamaron a Fernando VII a la voz de “Viva el rey absoluto”. La milicia quedó sorprendida ante la cantidad de los que jaleaban al rey, pensando que se trataba de un movimiento de gran magnitud. No tardaron, sin embargo, en percatarse de que, a pesar del atrevimiento, era poco más que una ruidosa puesta en escena, sin verdadera fuerza detrás. Por eso, por la tarde, cuando a la hora del paseo la comitiva volvió a ser jaleada con los mismos gritos, la milicia nacional cargó contra ellos y disolvió a los congregados176. Pese a todo, aquella jornada en Aranjuez se evoca siempre como un episodio que anticipaba los graves hechos de julio.


    El golpe de la Guardia Real: julio de 1822


    Volvamos ya al 1 de julio de 1822 en Madrid. El movimiento de tropas de la Guardia que habían salido repentinamente de la capital alarmó a las autoridades madrileñas, que pusieron sobre las armas a todas las fuerzas que estaban a su alcance intentando controlar la situación. La base de esas fuerzas eran la guarnición y la milicia nacional, y el responsable de todas ellas era el capitán general Morillo. Este intentó negociar con los rebeldes para que depusieran su actitud, pero no consiguió ningún resultado. Fue entonces cuando la Guardia, con una fuerza de 1.500 hombres, entró en El Pardo, destruyó la lápida constitucional y se acantonó en la población.


    Pero las cosas no avanzaron como habían previsto los sublevados. La población de Madrid no se movilizó en su apoyo, y el rey permaneció en el palacio en lugar de salir de la ciudad hacia alguno de los reales sitios para ponerse del lado de los rebeldes y proclamarse rey absoluto. Así, se llegó a una situación transitoria de calma tensa en la que, bajo la amenaza de la tropa sublevada, la capital trataba de organizar militarmente a los empleados, militares y paisanos que acudían ofreciéndose a la defensa. El Ayuntamiento coordinaba toda la actividad, orientada a mantener el orden de la ciudad. Mientras, la prensa se preguntaba sobre el sentido de lo que estaba sucediendo:


    Pero ¿qué intentan estos ilusos?, ¿cuál es su plan?, ¿qué desenlace prevén que podrá tener esta sedición tan escandalosa?, ¿esperan acaso que los habitantes de la capital, que su valerosa guarnición, que su denodada milicia, y que tantos valientes y decididos patriotas, como en este momento se hallan con las armas en la mano, resueltos a morir por la constitución, se humillarán con recibir la ley de un puñado de soldados indisciplinados?177.


    El día 3, el jefe político San Martín intentó combatir con un bando los rumores de que el rey formaba parte de la conspiración. Denunciaba como falsa la noticia de que el monarca “trata de ausentarse de esta capital” y argumentaba que “el rey, sin embargo de que había resuelto trasladarse al real sitio de San Ildefonso con anterioridad a los sucesos actuales, en vista de ellos acordó en el día de ayer que se suspendiese su marcha, estando firmemente resuelto a continuar en Madrid hasta que se restituya completamente la tranquili­­dad”178. Difícil empresa la de conseguir que la opinión pública no desconfiara del papel que el rey estaba interpretando en toda aquella operación.


    Por su parte los rebeldes conferenciaron con el Gobierno el día 4 intentando negociar con él. Los rumores sobre la inexplicable parálisis del rey crecían.


    Creemos —afirmaba El Universal— que una palabra, una resolución firme de su majestad, podrían sacarnos en un instante de la peligrosa crisis en que nos hallamos. Póngase el rey al frente de su pueblo, que respeta en la constitución que ha jurado, y que está resuelto a defender la inviolabilidad de su sagrada persona, y entonces podrá distinguir quiénes son los leales y quiénes son los facciosos179.


    Una amplia movilización ciudadana parecía tomar conciencia del momento crucial que se estaba viviendo. Además de la guarnición y la milicia, “gran número de patriotas […] en estos días han tomado las armas resueltos a morir por la constitución. […] Los ciudadanos ricos se privan de sus comodidades, los artesanos tienen abandonados sus talleres, todos a porfía conservan impávidos el puesto que las autoridades les han confiado”180.


    Durante estos días el rey permaneció rodeado de los miembros de la camarilla, así como de algunos diplomáticos y del Consejo de Estado. También despachó con los ministros que le presentaron su dimisión hasta en tres ocasiones para no hacerse corresponsables de aquella extraña situación. Las gentes entraban y salían de palacio, pero la Guardia operaba como un cordón de protección del monarca181. Para explicar este extraño comportamiento del rey, sin acusarle abiertamente, se decía que había sido engañado por sus consejeros “haciéndole creer que hay actualmente en Madrid una facción anárquica, enemiga de su persona y del trono constitucional, la cual ha tomado las armas para derribarlo [y] que los pocos soldados que le rodean son los únicos que merecen el título de leales”182. Mientras, en el interior del palacio se estaban produciendo intensas discusiones sobre la decisión que debía adoptar el monarca. Un analista de la época afirmaba: “Querían unos que el Rey se declarase absoluto, y que anulase enteramente lo hecho por las Cortes; y pretendían otros que se modificase la constitución, o más bien que se estableciese un Gobierno representativo, en el cual la autoridad real quedase con todas las facultades y con todo el brillo que es necesario para sostener las monarquías”183.


    Las tropas gubernamentales más próximas a Madrid recibieron órdenes para dirigirse a la capital, de modo que el tiempo comenzaba a apremiar para los sublevados. Ante la inacción del rey y la parálisis de la población realista madrileña tenían que tomar la iniciativa para decidir la situación. El 7 de julio se desencadenó la acción definitiva. A las tres de la mañana, las compañías concentradas en El Pardo cayeron sobre Madrid en tres columnas, tratando de apoderarse de la capital al grito de “Viva el rey absoluto”. La primera de ellas se dirigió al parque de artillería; la segunda, a desarmar a la milicia nacional acampada en la plaza de la Constitución y la tercera, a apoderarse de la puerta del Sol. Sin embargo, la respuesta de la guarnición, la milicia y la población armada consiguió frenar su ataque en los dos primeros objetivos. Los principales combates tuvieron lugar en la Puerta del Sol, donde la milicia nacional y los granaderos se emplearon a fondo, consiguiendo forzar la retirada de los atacantes haciendo uso de los cañones.


    Al ver fracasado el ataque, algunos de los rebeldes se entregaron a las fuerzas leales, mientras otros huían de la ciudad perseguidos por la caballería intentando mantenerse lejos de allí. La defensa del orden constitucional en la capital se había apoyado en la milicia nacional y el resultado fue una victoria que fortalecía el papel de estas unidades de civiles comprometidos con el régimen. Estaban compuestas “de propietarios, comerciantes, artesanos honrados, y pa­­dres de familia que se sacrifican por defender nuestras libertades”184. La prensa ponderó su eficacia militar en estos términos: “Todos los que han presenciado los choques de esta mañana convienen en que jamás tropa de línea se ha batido con más orden ni más ardimiento que lo han hecho hoy los milicianos”185. Tras la victoria, los vivas a la Constitución resonaron por toda la ciudad.


    Durante la crisis de julio la diplomacia francesa intentó presionar para que Fernando VII cediera en sus posiciones maximalistas y aceptara un sistema constitucional. A Balmaseda se lo habían dicho con claridad en París: “lo ocurrido en Madrid el 7 de julio había sucedido por haber rehusado el rey firmar lo que habían tratado en París Fernán Núñez, Toreno, Labal y otros con Martínez de la Rosa y demás ministros para establecer las dos cámaras y modificar la Constitución”186.


    El rey actuó como si nada tuviera que ver con lo sucedido. Fe­­licitó a las fuerzas de la libertad, abrió causa a la Guardia y expulsó de su lado a los cortesanos —los marqueses de Castelar y Casa Sarriá, los generales Francisco Longa y José Aymerich y los duques de Montemart y Castroterreño— más identificados con la conspiración, e hizo llevar a su lado al marqués de Santa Cruz, al general José Palafox y al conde de Oñate. Los ministros que habían permanecido retenidos como rehenes durante seis días pudieron irse finalmente a sus casas. Habían presentado sus dimisiones para no hacerse cómplices de lo que estaba sucediendo en palacio. El rey les pidió apoyo en ese momento y siguió negándose a aceptar su renuncia. A pesar de los esfuerzos de Fernando por conservar a Martínez de la Rosa como secretario de Estado, la situación era insostenible y finalmente tuvo que aceptar su dimisión.


    Las sospechas sobre la responsabilidad del rey en los sucesos de julio, sumadas a la mayoría parlamentaria exaltada de las Cortes, exigía un nuevo Ejecutivo que estuviera más en sintonía con la representación nacional. En estas circunstancias, los primeros días de agosto de 1822 se formó el primer Gabinete integrado por ministros procedentes del partido exaltado. Destacan en él dos militares que habían estado entre las tropas sublevadas en la isla, Evaristo San Miguel para Estado y Miguel López de Baños para Guerra. El resto los integraban Mariano Egea en Hacienda, Felipe Navarro en Gracia y Justicia, Dionisio Capaz en Marina, José Fernández Gascó en Go­­ber­­nación y José Manuel Vadillo en Ultramar. La llegada al poder de este equipo de políticos exaltados coincide con una elevación del tono de las presiones internacionales sobre España, cuya incidencia en la evolución del régimen se fue haciendo cada vez más importante.

  


  
    


    



    CAPÍTULO 10


    LA AMENAZA EXTERIOR


    La revolución española de 1820 tuvo desde el inicio una repercusión que trascendía al espacio peninsular. En primer lugar, porque habiendo estallado en el seno de las tropas reunidas en Andalucía para combatir la insurrección de los territorios de ultramar, su triunfo supuso la paralización de la política de expediciones militares que pretendía devolver los territorios de América a la obediencia de la monarquía española. Desde entonces, en el mundo americano se abría un complejo proceso de respuesta que combinaba, de acuerdo con diversas fórmulas, las actitudes partidarias de la independencia y las leales a la monarquía, la defensa del liberalismo y la reacción desde posiciones realistas. Y, en segundo lugar, porque el triunfo del movimiento en España colocó en el primer plano de la actualidad el valor de la Constitución de 1812 como instrumento para transformar las monarquías en regímenes liberales. De un modo u otro, los fenómenos revolucionarios vividos entre 1820 y 1821 en los reinos de Dos Sicilias, Portugal y Piamonte estuvieron directamente influidos por el proceso revolucionario español y por el modelo constitucional propuesto por el código gaditano.


    La primera de las réplicas europeas de la revolución española fue la de Nápoles. Se produjo en julio de 1820. Un grupo de jóvenes militares situados en la escala media del Ejército sublevaron a sus tropas en Nola y se dirigieron a la capital pronunciándose a favor de la Constitución española. En las Cortes españolas, durante la sesión del 14 de julio, los diputados fueron informados de la adopción del modelo constitucional español tanto en Nápoles como en Sicilia187. El triunfo del movimiento liberal en el sur de Italia se vivió como un éxito propio. El secretario de Despacho de Gobernación aprovechó para señalar algunas similitudes con lo sucedido en España, como la voluntad de establecer un Gobierno representativo, la aceptación de la Constitución de Cádiz por el rey, el establecimiento de una Junta de Gobierno y la inminente reunión de la representación nacional. A ninguno de los presentes se les escapaba que la adopción del texto español fuera de las fronteras nacionales servía no solo para confirmar el acierto de la revolución consumada por los liberales hispanos en marzo de 1820 y el carácter universal de los principios proclamados por los representantes reunidos en Cádiz, sino también para consolidar las instituciones liberales españolas, que ya no navegaban en solitario en las hostiles aguas de la Europa de la restauración.


    La situación no quedó ahí. En septiembre de 1820 se formó en Lisboa la Junta Provisional do Supremo Governo do Reino que era la culminación del proceso revolucionario liberal iniciado en Oporto el mes anterior, muy influenciado por los sucesos que habían tenido lugar en España. A continuación, se celebraron elecciones y fueron reunidas unas Cortes constituyentes. Hasta que fuera aprobado el nuevo código, los portugueses se iban a regir por una constitución provisional que tenía como fuente de inspiración el modelo gaditano. La implantación del liberalismo en el territorio luso consolidó la península ibérica como un espacio revolucionario de gran coherencia.


    El triunfo de una revolución liberal en Piamonte, en marzo de 1821, vino a confirmar el potencial de cambio que contenía la Constitución de Cádiz en aquella coyuntura188. En menos de un año, tres grandes monarquías europeas habían abrazado su fórmula para limitar el poder monárquico sin acabar con el rey y elevar la soberanía nacional a fuente legitimadora del poder generando, al mismo tiempo, un efecto de descentralización del poder, ofreciendo mayor peso al territorio a través de los ayuntamientos electos y de las diputaciones provinciales. Sin embargo, el éxito fue efímero. Los tres regímenes inspirados en el código gaditano apenas coincidieron en pie durante unos días del mes de marzo de 1821. La suerte de estos regímenes liberales surgidos de aquella oleada revolucionaria se iba a dirimir en el tablero de la diplomacia internacional.


    La diplomacia europea frente

    a la revolución


    En el caso de la revolución española, la reacción inicial de las principales cortes europeas al cambio de régimen osciló entre la tibieza de Inglaterra o Francia y la desaprobación de la Santa Sede o de cortes como la de Rusia o Nápoles. Esta última había manifestado en un despacho su temor a que “la gran mudanza hecha en España produzca funestos efectos”189. Sin embargo, no hubo una respuesta inmediata. Los embajadores permanecieron expectantes en sus legaciones, ya que la sucesión de acontecimientos ofrecía cierta imagen de moderación. Lo explicaba con claridad Capefigue en estos términos:


    [L]a revolución española, desordenada en sus inicios, había adoptado en Madrid un carácter moderado. La nobleza de la nación española, sus severas costumbres, su espíritu religioso, la tradicional afección que el pueblo tenía por su rey, habían contribuido a circunscribir los tumultos militares dentro de unos estrictos límites. Después de algunos problemas momentáneos, la normalidad se había establecido en las instancias de Gobierno, el partido moderado se había impuesto en las elecciones a Cortes, la mayor parte de los diputados pertenecía a este partido centrado amigo del orden, las Cortes habían nombrado al arzobispo de Sevilla como presidente, el discurso que había precedido al juramento real, la respuesta de las Cortes, hacían presumir la mejor armonía entre el Gobierno y la nueva asamblea190.


    Las potencias europeas no se reunieron hasta finales de octubre de 1820 y, entonces, su atención estaba absorbida por el triunfo de la revolución en Nápoles. El Congreso de Troppau estableció, aunque solo apoyado por Rusia, Prusia y Austria, el principio de que las potencias tenían el derecho de intervenir en otros países cuando en estos se produjeran cambios que pudiesen alterar la seguridad y la paz en los territorios vecinos. Esta misma idea es la que se desarrollaría en el Congreso de Laibach (entre enero y mayo de 1821), aplicada a la revolución de Nápoles. Cuando en Madrid se tuvo noticia de lo acordado en Laibach se produjo una reacción airada en las calles. El 6 de marzo de 1821, un grupo salido de La Fontana de Oro se dirigió a las casas donde residían los representantes diplomáticos de las potencias partidarias de la intervención y las apedrearon. Por entonces, las tropas austriacas ya estaban atravesando la península italiana. Llegaron a la capital napolitana el 23 de marzo de 1821 para restaurar a Ferdinando I de Borbón en su poder absoluto. Apenas unos días después, el 2 de abril, tropas de la misma nacionalidad derrotaban en Novara a los liberales piamonteses y devolvían a los Saboya el pleno ejercicio de su poder real. Se cerraba de manera brusca la andadura italiana de la Constitución de Cádiz, aunque su mito continuó vigente en el imaginario liberal europeo. El hecho de que en la península ibérica siguieran en pie dos regímenes liberales surgidos de movimientos revolucionarios sería un recordatorio de su realidad y del potencial desestabilizador que contenía.


    La cuestión de España no formaba parte de las conclusiones adoptadas en el Congreso de Laibach, aunque se había hablado de ella en numerosas reuniones secretas. Solo después de haber acabado con las experiencias constitucionales italianas algunas miradas se dirigieron a España. Es el caso del Gobierno ruso, que había liderado el giro intervencionista de Troppau y Laibach. Con fecha 2 de mayo de 1821 enviaba una nota a sus embajadores sobre el caso español, en la que manifestaba la “aflicción” y el “dolor” que habían manifestado los soberanos europeos por los sucesos de marzo del año anterior y cómo desaprobaban “altamente los medios revolucionarios puestos en práctica para dar a España nuevas instituciones”191. A continuación, mostraban el camino a seguir para reparar el trastorno ocasionado. “Si estos consejos saludables son escuchados, si las Cortes ofrecen al rey a nombre de la nación pruebas de obediencia, si logran sentar sobre sólidas bases la tranquilidad de la España y la paz de las Américas del Sur, la revolución habrá sido vencida”192.


    Los distintos roles diplomáticos que iban a marcar las relaciones exteriores españolas durante buena parte del Trienio quedaron ya establecidos en los primeros tiempos del régimen constitucional. Las antiguas potencias de la Santa Alianza, lideradas por Rusia, iban a defender las posiciones más radicales exigiendo la devolución de los poderes absolutos al rey. Asimismo, la Santa Sede había puesto de manifiesto una actitud hostil y desconfiada con respecto al régimen constitucional, alarmada por los aspectos que podían afectar a la institución193. Inglaterra, por su parte, estaba poco interesada en inmiscuirse en la política continental mientras pudiera beneficiarse de la pérdida de control español sobre América, aunque tampoco estaba dispuesta a apoyar como principio la política de intervención. La pieza de equilibrio era Francia, que durante mucho tiempo defendió la vía diplomática y la utilización de agentes para conseguir una reforma constitucional sin necesidad de tener que recurrir a la intervención armada, como había sucedido en Italia. Ya en el Congreso de Laibach el canciller Metternich había intentado provocar al representante francés. “Es necesario quitarse de encima ese peligro que tenéis a las puertas; es una amenaza para vuestro Gobierno” le había dicho al duque de Caraman. Pero el plenipotenciario francés le había respondido sin mostrar impaciencia: “España no es una amenaza; la constitución se debilitará por si misma y se verá obligada a modificarla”194.


    España estaba ausente de estos centros de decisión diplomática, pero Fernando VII consiguió, valiéndose de la doble diplomacia, que hombres de confianza transmitieran a los soberanos europeos su distancia respecto del régimen constitucional y su deseo de ser “liberado”. “Te pido que lo hagas saber a los soberanos extranjeros —había dicho a Vargas Laguna— para que vengan a sacarme de la esclavitud en que me hallo y libertarme del peligro que me amenaza”195. Al mismo tiempo, los representantes de las potencias acreditados en Madrid intentaban moverse tras la cortina del espacio oficial y presionar directamente sobre el rey para cumplir con las instrucciones de sus gobiernos. La actitud del conde de Bulgari fue la más radical: trataba de provocar la acción del rey para recuperar su poder, pero por razones geográficas, Rusia no podía intervenir directamente sobre la península.


    Quien sí habría podido hacerlo era Francia, que había desplazado hasta la frontera un contingente militar considerable. Sirvió de excusa la epidemia de fiebre amarilla que desde Mallorca se extendió a Barcelona a mediados de 1821. La proliferación de la enfermedad obligó a tomar medidas profilácticas para detener la expansión. En España se estableció un cordón sanitario en la línea entre Aragón y Cataluña que interrumpió, casi por completo y durante algunos meses, la circulación de hombres y el comercio de productos en la región. Las tensiones económicas se reflejaron en términos de conflictividad, registrándose en la zona un importante incremento de las partidas realistas196. Fue entonces cuando, utilizando como excusa la necesidad de establecer un cordón sanitario en la frontera francesa, el Gobierno galo desplazó hasta ella un considerable ejército de observación cuyo verdadero objetivo final no era profiláctico, sino militar. Aquel ejército expedicionario adquirió a los ojos de todos tintes amenazantes que contribuyeron a aumentar la tensión.


    Sin embargo, el Gobierno francés no contaba con utilizar estas fuerzas en territorio español, por lo menos no antes de que existiera un movimiento de contestación interior que justificara políticamente la invasión. De ahí que durante mucho tiempo mantuviera la expectativa de forzar una reforma constitucional sin necesidad de utilizar la fuerza. En esto chochó con la intransigencia de Fernando VII, que se negaba a aceptar ninguna transacción que supusiera una renuncia de su poder absoluto. De una entrevista mantenida con Lagarde, el embajador francés, Fernando VII decía: “Le pregunté que si no entraban las tropas; me dijo que no, que más miedo infundían estando en la raya y que estuviera yo seguro que por más que dijesen no entrarían; me dijo también que sería bueno aguardar a que las cámaras se disolvieran […] y entonces se haría la reacción”197.


    Todas las miradas, por lo tanto, estaban puestas en el momento en que se cerraran las Cortes, es decir, en el 30 de junio de 1822. Precisamente la fecha en que se sublevó la Guardia Real y mantuvo a Madrid con el corazón en un puño durante siete días. En este tiempo se jugaron muchas cartas políticas. Los franceses intentaron aprovechar la crisis para convencer al rey de hacer, siguiendo las instrucciones recibidas por el embajador Lagarde, “el sacrificio de una parte de la autoridad absoluta de que gozaba en 1814”198. Algunos otros de los participantes en el motín eran partidarios también de la reforma constitucional199. Sin embargo, esta solución no satisfacía a todos, empezando por el propio rey. Había muchos de los actores implicados esos días que solo concebían la devolución de los plenos poderes al monarca, sin negociación ni condiciones. Fernando VII hubiera podido decantar la situación hacia cualquiera de los lados200, pero no quería pagar ningún precio por ello, de manera que alargó la situación sin aceptar recortar su poder hasta que la operación militar que debía amparar su decisión fue derrotada el 7 de julio de 1822.


    El primer gobierno exaltado


    En el verano de 1822 se anudan muchas de las líneas de fuerza del Trienio Liberal. En el espacio constitucional los moderados quedan muy debilitados al fracasar en su intento de atraer al rey al juego político llegando a contemplar seriamente la posibilidad de reformar la constitución para devolverle una posición central en el sistema. Los exaltados, que habían salido reforzados de las elecciones y tenían mayoría en la cámara, se sintieron con fuerza para exigir el cambio de gobierno y el derecho a guiar el timón de la nación. Tras el nombramiento del ministerio San Miguel en agosto, se vivieron momentos de entusiasmo patriótico con motivo de la celebración de la victoria sobre el movimiento contrarrevolucionario de julio201.


    Los actos de homenaje tuvieron lugar el 24 de septiembre. Desde la plazuela de Santa María, siguiendo por la calle Mayor, la Puerta del Sol y la calle de Alcalá estaban dispuestas las tropas que habían protagonizado los combates, es decir, la guarnición, la milicia, el batallón de sagrado —con Evaristo San Miguel al frente— y la compañía formada por Vicente Bertrán de Lis. A las once, el Ayun­­tamiento abandonó las casas consistoriales acompañado de los heridos del 7 de julio y los parientes de los fallecidos ese día. Al llegar a la plaza de la Constitución toda la corporación subió al balcón de la Casa de la Panadería, a excepción de los síndicos que permanecieron al pie, bajo la lápida constitucional. Entonces, ante ella comenzaron a desfilar las tropas, abriendo paso el mítico Batallón Sagrado. La plaza estaba repleta de gente que coreaba con fuerza los vivas a la na­­ción, a la Constitución, al rey constitucional y a los defensores de la libertad del 7 de julio, lanzados por las unidades mientras desfilaban. Los síndicos ponían una corona de laurel adornada con cintas verdes y moradas en cada una de sus banderas. Delante de la lápida había una banda de música militar que no dejó de tocar ni un solo momento.


    De allí las fuerzas que habían participado en el desfile se dirigieron, seguidas del Ayuntamiento, hasta el paseo del Prado y al llegar frente al Retiro formaron pabellones y dieron cuenta de una comida militar por cuenta del municipio. Hubo un discurso del jefe político Juan Palarea en homenaje a “los que defendieron su libertad en las plazas y calles de esta capital” y coplas alusivas al motivo de la celebración. Después, la multitud se dirigió a donde estaban los ministros, el comandante general, el jefe político y otras figuras de relevancia y, sin que pudieran hacer nada para impedirlo, los subió a sillas para llevarlos por encima de las cabezas de los congregados. Esta es la suerte que corrieron los dos héroes de la isla presentes, Miguel López Baños y Demetrio O’Daly, el general Ballesteros y el conde de La Bisbal, así como Fernández Gascó y Palarea e, incluso, el general italiano Guglielmo Pepe. Todo ello entre la música de la banda que interpretaba el Himno de Riego y las canciones patrióticas de los ciudadanos “formando el más agradable desorden y con­­fusión”. A las cinco de la tarde se puso a llover y la tropa, seguida de multitud de paisanos, emprendieron el regreso a la plaza de la Constitución acompañados por la música. Todavía seguían dando vivas a la nación, a la libertad y a los héroes restauradores. Como solía suceder, la jornada terminó por la noche en el teatro, donde se representó una obra de contenido político, Coletilla en Navarra. Mediocremente interpretada por actores que no se sabían bien los papeles, fue de todos modos muy apreciada por el público, que reconocía los guiños a personajes y situaciones familiares. Al salir del teatro la fiesta popular seguía en la plaza de la Constitución, con tres bandas de música que tocaban desde los balcones de la Casa de la Panadería y de los edificios situados enfrente.


    Pero las mismas celebraciones que hinchaban de orgullo los pechos patriotas confirmaban también los temores de las cortes extranjeras. Las monarquías que se habían manifestado abiertamente hostiles al régimen constitucional creyeron ver cómo cristalizaban sus sospechas. Fernando VII se encargaba de alimentar estos temores construyendo un retablo a la medida de la imaginación absolutista de sus aliados. Al emperador ruso Alejandro I le explicaba en correspondencia secreta que los liberales habían conspirado para separar América de la metrópoli, que habían estrangulado al país con empréstitos y que habían desmoralizado a la sociedad para acabar con los tronos y el altar202. Rebatía la imagen de monarca intransigente ofrecida por los liberales, arguyendo que lo retrataban “como el hombre más cruel y más tirano del mundo, cuando no hay un solo ejemplar de que yo haya abusado del poder que la divina providencia me tiene confiado”. Sin modestia ni ecuanimidad alguna se defendía: “Mi compasivo y clemente corazón jamás ha sido dominado de semejante defecto”. Dibujaba el escenario de un país que aborrecía la Constitución, que “solo la toleraba por estar subyugados por la rebelión militar y por el Gobierno” y en el que se había producido un levantamiento generalizado. “Las provincias de Cataluña, Navarra, Vizcaya y Guipúzcoa están levantadas en masa, y casi sucede lo mismo en Aragón, Valencia y Castilla, y no hay provincia en España que haya dejado de pronunciarse a mi favor”. Lo que le permitía afirmar que con muy poca ayuda exterior la insurrección habría acabado con el régimen constitucional. Toda esta argumentación le servía para expresar su total apoyo a la intervención exterior en España que se iba a tratar en el Congreso de Verona: “yo me pongo en manos de vuestra majestad ilustrísima dándole todas mis facultades para que tanto en el Congreso de soberanos que pronto debe reunirse, como en cualquiera otra parte, presente vuestra majestad ilustrísima mis derechos y acciones defendiéndolos en toda su integridad, ya que yo no puedo hacerlo por estar en una verdadera prisión”. Aunque, jugando con las palabras quería “evitar […] la entrada de ningún ejército extranjero en concepto de conquistador, sino de auxiliador”203. A partir de ese momento Fernando VII pudo hacer más verosímil su relato del monarca prisionero de una minoría intrigante y perversa en cuyas manos su vida y la de su familia corrían un grave riesgo.


    Para quienes habían mantenido una actitud contenida y expectante, como Francia, la situación comenzó a cambiar. El rey, entre ambigüedades y medias palabras, transmitió la idea de que estaba dispuesto a aceptar limitar su poder si con eso conseguía el apoyo exterior. Insistía una y otra vez en que se financiara a sus agentes dedicados a fomentar la insurrección realista. Lo que había sido tranquilidad se iba tornando inquietud. Los que defendían la no intervención lo tuvieron mucho más difícil desde entonces. Las voces partidarias de la intervención militar ganaron fuerza. No obstante Luis XVIII quería cubrirse las espaldas contando con la aquiescencia de los aliados en el Congreso de Verona. Fernando VII asumía que “no me darán auxilios hasta tratarlo con los soberanos aliados”204.


    El fracaso de la insurrección realista en la segunda mitad de 1822 reforzó todavía más la vía de la intervención militar exterior. La decadencia de las acciones absolutistas fue lenta y no exenta de altibajos. De entrada, la toma de Seo de Urgel a mediados de junio y la instalación el 15 de agosto de una regencia suprema de España durante el cautiverio de Fernando VII en esta localidad catalana habían supuesto un importante revulsivo para la actividad realista. Tanto en términos estratégicos como en términos simbólicos, el establecimiento de una capital que encarnaba la contestación al régimen constitucional suponía un importante avance. Sin embargo, la caída de esta población en manos de las tropas de Espoz y Mina en noviembre supuso una derrota de enormes dimensiones, ya que la regencia tuvo abandonar el territorio español y buscar refugio en Francia205. Otro tanto sucedió con los éxitos militares realistas en po­­blaciones como Balaguer, Puigcerdá, Castelfullit o Mequinenza, que si bien se conocieron como hitos en el avance de los rebeldes, la actividad de Espoz y Mina contra estas tropas y la recuperación de algunas de las poblaciones devolvió a los contrarrevolucionarios a una situación de itinerancia que no comprometía estratégicamente la supervivencia del Gobierno. En definitiva, las partidas realistas mostraron gran actividad, implicaron en su lucha a importantes comarcas del tercio noreste de la península, difundieron bandos y manifiestos, recaudaron dinero y raciones, hicieron muy populares a numerosos cabecillas y, sobre todo, se visualizaron como una fuerza que contestaba de manera continuada al Gobierno. Sin embargo, a pesar de haber sido capaces de movilizar a unos 20.000 hombres “armados todos, pero mal vestidos y por lo general apenas disciplinados”206, no llegaron a representar un verdadero problema para el mantenimiento del régimen. A finales del año 1822, la opinión del presidente del Consejo de Ministros francés, Villèle, acerca de las auténticas posibilidades de esta insurrección era muy clara: “aunque otros Gobiernos les apoyaran, los realistas españoles jamás podrían llevar a cabo la contrarrevolución en España sin la ayuda de un ejercito extranjero”207.


    El Congreso de Verona


    Esta vez, el congreso que se abrió el 20 de octubre de 1822 a orillas del Adigio, en la ciudad italiana de Verona, sí que llevaba a España en la agenda; de hecho, era uno de los principales temas a tratar208. El Gobierno español no tenía ningún representante y tan solo podía contar con el papel que Inglaterra pudiera desempeñar a su favor. Sin embargo, la regencia de Urgel disponía de un portavoz, el conde de España, que pudo transmitir de manera directa las instrucciones de los realistas españoles. No todos los presentes eran partidarios de la intervención militar209. Metternich temía tanto que Francia pudiera fortalecerse mediante una operación militar de este tipo, como que pudiera estallar una revolución si fracasaba en el intento. Por su parte, Inglaterra se negaba a aceptar una intervención en la política interior de un país soberano. Sin embargo Francia, respaldada por Rusia, había iniciado una escalada de tensión que tenía como objetivo justificar una posible intervención. El congreso no se opuso a esta estrategia y dejó las manos libres a Francia para actuar en el asunto de España si lo consideraba oportuno. El nombramiento de Chateaubriand, que había sido miembro de la delegación francesa en Verona, como ministro de Asuntos Exteriores supuso un importante paso adelante en el camino de la guerra.


    De momento, cuando las legaciones regresaron a sus países comenzaron por remitir las notas diplomáticas que expresaban sus posiciones respecto al régimen liberal español. Llegaron a Madrid los primeros días de enero. En ellas se exigía la liberación de Fernando VII y la corrección del sistema político español en sentido conservador. Tal vez sea la nota austriaca la que mejor resuma el espíritu de todas las recibidas. En ella se decía que la revolución española, antes de haber llegado a su madurez, había provocado ya “grandes desastres” y que, a través del contagio de sus principios y de sus ejemplos y mediante las intrigas de sus principales actores, “había dado lugar a las revoluciones de Nápoles y de Piamonte”, concluyendo que era “necesario que España ponga fin a este estado de separación del resto de Europa”210.


    Por su parte, Francia, haciéndose eco del discurso de los realistas españoles, discutía la legitimidad al régimen español porque Fernando VII, en 1814, se había negado a jurar la Constitución y porque consideraba que su origen estaba en un golpe militar. Fijando la atención en la contestación armada que sufría el régimen, y sobredimensionándola, justificaba que Francia hubiera tenido que tomar medidas para protegerse; de ahí que hubiera desplazado sobre los Pirineos un ejército de observación y que se planteara una intervención que pusiera fin a la amenaza en caso de que “la noble nación española no encuentre por sí misma remedio a sus males, males cuya naturaleza inquieta tanto a los Gobiernos de Europa que les fuerza a tomar precauciones siempre dolorosas”211.


    San Miguel respondió a las potencias el 9 de enero de forma taxativa y poco diplomática manifestando la adhesión del Gobierno al “invariable código fundamental jurado en 1812” y rechazando toda intromisión en los asuntos españoles. “La nación española, decía, no reconocerá jamás en ninguna potencia el derecho de intervenir ni de mezclarse en sus negocios”212. Las Cortes recibieron con entusiasmo esta respuesta, pero las potencias aliadas hallaron en ella la mejor excusa para justificar el cese de relaciones213. Uno tras otro, los embajadores de las potencias fueron pidiendo los pasaportes para regresar a sus países. La respuesta que dio el Gobierno a la solicitud del embajador austriaco pone de manifiesto el deterioro al que habían llegado las relaciones: “Señor, al Gobierno de Su Majestad Católica —decía San Miguel— le es completamente indiferente mantener o no relaciones con la Corte de Viena”214.


    Parecía reinar cierta confianza en que una nueva invasión francesa, esta vez sin Napoleón a la cabeza, podría ser rechazada recurriendo al espíritu patriótico, como había sucedido en la todavía muy presente guerra de la Independencia. Los más conscientes debieron darse cuenta de que el momento no era el más oportuno para comprometerse en una guerra europea, con las colonias americanas sublevadas y las arcas del Estado en una situación crítica. Sin embargo, el discurso general que pudo oírse en las Cortes o en los periódicos parecía ignorar esta situación. Para hacer frente a la amenaza militar, la fuerza militar española fue reorganizada en cinco ejércitos encargados de la defensa del territorio. Espoz y Mina al mando de Cataluña; Ballesteros en Navarra, Aragón y Valencia. De Castilla la Vieja, Asturias y Galicia se ocupaba Morillo; de Castilla la Nueva y Extremadura, el conde de La Bisbal, y Villacampa recibió el mando de Andalucía.


    Unos días más tarde, en la sesión de 28 de enero de 1823 celebrada en el Louvre, Luis XVIII dirigió a la Asamblea un discurso en el que hacía referencia a “la ceguera con la que han sido rechazadas las representaciones hechas a Madrid” y comunicaba lo siguiente:


    [C]ien mil franceses, comandados por un príncipe de mi familia hacia el que mi sentimiento se complace en llamar hijo, están dispuestos para ponerse en marcha invocando el Dios de San Luis, para mantener en el trono de España a un nieto de Enrique IV, salvar a ese hermoso reino de su ruina y reconciliarle con Europa215.


    Después de este discurso, el duque de San Lorenzo, embajador español en París, abandonó la capital francesa.


    La invasión francesa


    A pesar de la retórica francesa, la invasión de la península no solo pretendía restaurar en su poder a Fernando VII, como parte de la política contrarrevolucionaria definida en los congresos; también formaba parte de una operación de prestigio impulsada por la monarquía borbónica para recuperar su espacio en la escena internacional. Chateaubriand desde muy pronto consideró que la guerra de España era “una ocasión única de volver a situar a Francia entre las filas de las principales potencias militares”216.


    En términos militares las operaciones se organizaron a partir de cuatro cuerpos de ejército más uno de reserva, que sumaban 110.500 hombres, mandados cada uno de ellos por el mariscal Oudinot, el general Molitor, el príncipe Hohenlohe, el mariscal Moncey y el ge­­neral Bordesoulle. El Estado Mayor quedaba bajo las órdenes del general Guilleminot217. Hubo mucho cuidado de que entre estos oficiales no figurara ninguno de los nombres más importantes asociados a la guerra de la Independencia, aunque la mayor parte habían servido en los ejércitos imperiales.


    Al frente de la expedición francesa iba el duque de Angulema. El componente monárquico y contrarrevolucionario de la campaña estaba presente desde el primer momento. Las tropas iban a avanzar al grito de “Vive le roi” y el encargado de ejecutar la primera acción de la guerra, el cruce en barca del río Bidasoa el día 7 de abril, fue el mariscal Auguste de la Rochejaquelein, miembro de una de las familias vendeanas más célebres por su compromiso en la lucha contra la Revolución francesa.


    Se contaba con que la población estaba dividida y sería fácil apoyarse en una parte de ella para derrotar a la otra:


    Si los españoles estuvieran unidos como en 1809, no tendríamos ninguna posibilidad, ni siquiera emprenderíamos esta guerra. Pero la revolución actual, en este momento, solo interesa en España a las clases altas. La masa del pueblo no la ha comprendido. Será fácil desviar a esta multitud, atraerla hacia los excesos, armarla incluso excitando sus pasiones y satisfaciendo su codicia. Los españoles no tienen dinero; nosotros avanzaremos sembrando la corrupción, y estos miserables gritarán ante el ejército de un rey constitucional: ‘¡Viva el rey absoluto! ¡Viva la Inquisición! ¡Muerte a la libertad!’218.


    Como acertadamente apuntaba Bertier de Sauvigny, “los franceses venían esta vez a defender la misma causa que los guerrilleros de 1808: el rey legítimo y la santa religión”219.


    La campaña de 1823 apenas registró enfrentamientos de entidad220. Las tropas expedicionarias francesas avanzaron sin que el Ejército español se opusiera a ellas, presentando combate en campo abierto221. Les apoyaban las fuerzas realistas españolas, el Ejército de la Fe, que fue financiado con 23 millones de francos (casi un tercio del coste del propio Ejército francés) para garantizar su fidelidad y eficacia222. Los propios franceses tenían reticencias sobre la naturaleza de estas fuerzas, aunque aceptaban de buen grado su eficacia. Clerjon de Champagny recordaba la presencia del Trapense, “[una] especie de fanático que organizaba con éxito algunas bandas de malhechores de los cuales el ejército constitucional hubiera hecho bien dando cuenta de ellos, si no fuera porque constituían la vanguardia de nuestra vanguardia”223. Además, la simpatía de la población hacia las fuerzas ocupantes se había trabajado a conciencia pagando con generosidad a la población todo lo que las tropas iban a necesitar. “Había que comenzar por gastar el dinero a manos llenas para pagar todo diez veces por encima de su valor para atraer al almacén del asentador una gran concurrencia de vendedores”, explicaba Ouvrard, que fue el encargado de allanar este tipo de dificultades224. La resistencia se limitó a defender algunas ciudades, como San Sebastián, Pamplona, Santoña o La Coruña, mientras el grueso de las fuerzas se replegaba cediendo terreno.


    A grandes rasgos, el avance sobre suelo español se articuló en torno a dos fases225. La primera de ellas, que duró algo más de mes y medio, consistió en el avance de los tres primeros cuerpos del Ejército francés desde la frontera, dejando a un lado San Sebastián, ocupando Vitoria y Burgos, y entrando finalmente en Madrid. El 23 de mayo el duque de Angulema desfiló en la capital arropado por el sonido de las campanas que batían en todas las iglesias de la ciudad y se alojó en el palacio de Villahermosa. Culminaba, con rapidez, y un éxito algo inesperado, la primera parte de la invasión.


    Antes de poner pie en suelo español, Angulema había declarado que sus hombres actuaban en nombre del rey Fernando VII y que había formado una Junta Provisional de Gobierno de España e Indias que viajó con él y que estaba compuesta por el general Eguía, el barón de Eroles, Gómez Calderón y Juan Bautista Erro226. Ahora transformaba la Junta en Regencia, incorporaba algunos miembros nuevos y quedaba instalada bajo la presidencia del duque del Infantado. El eje principal del avance de las tropas expedicionarias hacia Madrid se había ramificado también a ambos lados: hacia el oeste, en dirección a Asturias, y hacia el este, siguiendo el valle del Ebro, donde el conde de Molitor tuvo que rodear Pamplona, aunque entró en Zaragoza el día 26 de mayo sin hallar resistencia227. Por su parte, el cuarto cuerpo, a las órdenes de Moncey, atravesó en solitario por la frontera de Cataluña encontrando mayores dificultades en el avance. Las fuerzas constitucionales de Espoz y Mina, Milans y Lloberas se movieron con rapidez oponiendo seria resistencia a aquel ejército compuesto de “amigos y de hermanos” al que se refería el barón de Eroles en su Proclama a los catalanes228.


    Una corte itinerante


    Sin embargo, los órganos de gobierno y las instituciones constitucionales ya no estaban en Madrid. Habían abandonado la capital para ponerse a salvo del avance del Ejército francés, a pesar de que el rey se había resistido al traslado, alegando que su estado de salud no le permitía emprender el viaje. No obstante, la salida se produjo el 20 de abril, dejando la ciudad al mando del conde de La Bisbal. El recorrido se realizó con gran lentitud. Después de veintiún días en­­traban en Sevilla, donde se recompusieron las instituciones constitucionales. El 23 de abril fue declarada oficialmente la guerra a Francia. Ese mismo día se reabrieron las Cortes y siguieron legislando, como si fueran conscientes de que el tiempo se agotaba y de que tenían una misión que cumplir antes de que fuera demasiado tarde. Aprobaron la ley de señoríos que tantos quebraderos de cabeza había producido en tiempos de paz, y se dieron atribuciones para atender a las necesidades económicas y militares que exigía la guerra. Durante su estancia en Sevilla, el 12 de mayo, se produjo la dimisión del Gobierno San Miguel, que se venía sosteniendo de manera precaria desde febrero. El nuevo gobierno estaba liderado por José María Calatrava en la cartera de Gracia y Justicia. Junto a él estaban José María Pando en Estado, Pedro de la Bárcena en Guerra, Dionisio Capaz en Marina, Juan Antonio Yandiola en Hacienda y Pedro Urquinaona en Ultramar229.


    A pesar de que en Cataluña el general Espoz y Mina había podido contener el avance de las tropas francesas, en el centro seguían su camino hacia Andalucía 17.000 hombres al mando de Bourmont y Bordesoulle en lo que constituye la segunda fase de las operaciones de Angulema. Entre ellos y Sevilla los liberales solo se podían oponer a algunas tropas dispersas e inferiores en número, reunidas bajo el mando del general Ballesteros. La situación era tan precaria que obligó a contemplar la necesidad de abandonar la ciudad buscando refugio en Cádiz o negociar con Angulema el fin de las hostilidades. En apariencia, el escenario mostraba algunas similitudes con lo que había sucedido en la guerra de la Independencia, pero esta vez las fuerzas españolas estaban divididas por una guerra civil y sin tropas británicas operando sobre el suelo peninsular que pudieran reforzar su posición. La posibilidad de transacción se abandonó al ser acusados de traidores sus partidarios, lo que llevó a iniciar los preparativos del viaje. En esta ocasión, la oposición del rey al traslado subió de grado, negándose en rotundo a emprender el camino. “Ni mi conciencia, ni el amor a mis pueblos me permiten salir de Sevilla; como particular haría este sacrificio; como Rey no puedo”, fueron las palabras de Fernando VII a los diputados que habían ido a comunicarle la necesidad de trasladarse a Cádiz. Estos trataron de argumentar, pero el rey les interrumpió. “He dicho”, pudieron oír, al tiempo que se levantaba girándose de espaldas y les dejaba con la palabra en la boca, dando por terminada la entrevista230.


    En estas circunstancias, y ante la imperiosa necesidad de superar el bloqueo del rey para abandonar la ciudad, las Cortes decidieron aplicar el artículo 187 de la Constitución, que contemplaba la sustitución del rey por una regencia cuando estuviera imposibilitado de ejercer su autoridad por causas físicas o morales. A continuación fue nombrada una regencia temporal, compuesta por Cayetano Valdés, Gabriel Ciscar y Gaspar Vigodet, que duraría desde el día 12 de junio hasta el traslado del rey a San Fernando; el día 15 los tres regentes comunicaron al rey el final de la regencia, a lo que el rey les contestó: “Está bien. ¿Conque ha cesado mi locura?”. Como acertadamente afirma Emilio La Parra, el traslado de las instituciones constitucionales a Cádiz permitió prolongar la vida del régimen liberal durante dos meses231.


    Invasores y realistas


    Las relaciones entre el Ejército francés y sus aliados realistas no fueron todo lo armoniosas que cabría esperar. La virulencia con la que se comportaban los soldados del absolutismo solo era comparable con el ánimo de venganza que inspiraba las instituciones que se estaban poniendo en pie en representación del rey a medida que eran dueños de una parte del territorio español. El grito “¡Mueran los constitucionales!” sonó en Madrid a la llegada de las tropas realistas y la oleada de violencia que sufrió la capital hizo añorar a muchos los tiempos de las asonadas liberales. Con la llegada de Angulema a la capital el 24 de mayo, las cosas recobraron cierta normalidad. Se conoció la proclama firmada por el duque el día anterior en Alcobendas, en la que decía que el gobierno de España no podían desempeñarlo extranjeros y puso los medios para formar una regencia que quedó constituida el 4 de junio. Estaba compuesta por los duques de Infantado y Monemar, además del barón de Eroles, el obispo de Osma, Cavia y Antonio Gómez Calderón. Y, a continuación, se formó un Gobierno que estaba integrado por algunos de los más señalados reaccionarios del momento, como el diplomático Antonio Vargas Laguna en Estado —sustituido hasta su llegada por el canónigo Víctor Damián Sáez—, José García de la Torre en Gracia y Justicia, Juan Bautista Erro en Hacienda, José San Juan y Luis de Salazar en Guerra y Marina, respectivamente, y José Aznárez en Interior.


    Cuando se recibió en Madrid la noticia de la inhabilitación temporal del rey fue como si todas las sospechas fraguadas hasta entonces se confirmaran. Si alguna duda había sobre la necesidad de asaltar al Gobierno constitucional aliados con tropas de una nación extranjera, en ese momento desapareció cualquier reparo. Así puede comprobarse en la proclama del 19 de junio, que excitaba la constancia del Gobierno en “perseguir” a los enemigos y, sobre todo, el Decreto de 23 de junio en el que, alegando el “atentado cometido en la traslación a Cádiz de la sagrada persona del rey nuestro señor y su real familia”, la regencia justificaba una durísima serie de medidas que comenzaban por ordenar formar la lista “exacta” de los miembros de las Cortes, de la regencia liberal, de los ministros y de los oficiales de milicias implicados en el traslado del rey. Seguía con el secuestro de sus bienes, la declaración de los diputados como reos de lesa majestad que debían ser ejecutados en cuanto fueran apresados y responsabilizaba de la vida del rey y su familia a los generales, oficiales y milicianos que participaban en el traslado. Concluía ordenando ocho días de rogativas durante los cuales se cerrarían los teatros y se prohibirían las diversiones públicas232. Casi al mismo tiempo, el juez de imprentas publicaba una orden atenazando a la opinión pública, cuyo primer artículo estaba redactado en estos términos: “Que ningún impresor imprima ni reimprima libros, folletos, periódicos ni otros papeles de cualquiera clase, excepto las esquelas de convite, sin preceder permiso del consejo o de este juzgado”233. Se cerraba en Madrid la ventana de libertad de expresión que había inaugurado el Trienio Liberal.


    Las medidas represivas contra los que habían dado muestras de adhesión al régimen constitucional estaban acompañadas de una amplia campaña de opinión que codificaba como delitos infames casi todo lo que en el régimen anterior formaba parte del normal funcionamiento del sistema. Los clérigos desempeñaron un papel muy importante en la difusión de la idea de delito político añadiendo un juicio moral sobre las acciones de los liberales y exigiendo el castigo correspondiente. El efecto de esta mediación eclesiástica en la identificación del enemigo fue que la represión adquirió una violentísima dimensión popular, tanto contra las personas como contra los bienes de los liberales. Grupos incontrolados se arrogaron localmente la función represiva en nombre de las autoridades realistas produciendo una oleada de violencia de enorme amplitud. “El furor que en esta época comenzó a apoderarse de los realistas superaba a cuanto habían llegado a imaginarse los hombres que mejor los co­­nocían. Insultos, amenazas, violentos despojos, atropellos de todo género y muertes por do quiera fueron los castigos con que el bando vencedor aterró desde luego a sus contrarios”234. Contri­­buyeron a alimentar el clima de reacción la creación del cuerpo de voluntarios realistas, una milicia absolutista que permitió la incorporación de un importante número de miembros de las clases populares a la reacción. Y en la misma dirección actuaron las juntas de purificación, que perseguían depurar las responsabilidades políticas de los empleados públicos.


    Los franceses, escandalizados por el carácter desenfrenado y arbitrario de aquella violencia incontrolada que se extendía por el país se vieron en la obligación de intervenir con la intención, si no de pararla, por lo menos de contenerla235. Momento crítico en las relaciones entre Angulema y los realistas fue la publicación de la llamada ordenanza de Andújar. Breve y rotundo, este bando impedía a las autoridades españolas de los respectivos distritos “hacer ningún arresto sin la autorización del comandante de nuestras tropas”. Además, debían “poner en libertad a todos los que hayan sido presos arbitrariamente, y por ideas políticas, particularmente a los milicianos que se restituyan a sus hogares”; los comandantes franceses estaban autorizados para arrestar a cualquiera que incumpliera esta ordenanza. No es necesaria más explicación. A riesgo de entrar en conflicto con sus aliados, los franceses se habían visto en la obligación de poner freno al huracán de violencia incontrolada en que los realistas habían convertido el avance de las tropas236.


    Otra vez, Cádiz


    A lo largo del verano, muchas de las fuerzas que combatían en la península, como las de Morillo, Quiroga o Palarea en Galicia o las de Ballesteros, Zayas o Riego en Andalucía, fueron cediendo el campo a las tropas francesas. El rey estaba en Cádiz desde el 15 de junio y con él las instituciones constitucionales, a excepción del Consejo de Estado. Las Cortes reanudaron sus sesiones hasta el 5 de agosto, aunque cuarenta de sus miembros ya no habían hecho la última parte del trayecto y se habían quedado en Sevilla. La responsabilidad de la defensa correspondió al general Cayetano Valdés, gobernador político y militar de Cádiz.


    Los franceses se encontraban a las puertas de la Isla de León el 23 de junio. El propio duque de Angulema llegó con un importante contingente de tropas el 16 de agosto y se instaló en el Puerto de Santa María. Las operaciones cobraron energía y el 31 de agosto tuvo lugar la operación más sonada de la guerra: la toma del Tro­­cadero, que supuso un adelanto importante para la rendición de la ciudad. A partir de ese momento, Angulema rechazó las demandas de alto el fuego. Las Cortes volvieron a reunirse de forma ex­­traordinaria a petición del Gobierno el 6 de septiembre para contribuir a evaluar la situación. Un nuevo retroceso en la defensa fue la pérdida, el día 18, del castillo de Sancti Petri. Los franceses de­­cidieron bombardear la plaza el día 23 consiguiendo aumentar la tensión que se vivía en su interior y que se oyeran algunas voces de rebelión. Eran los instantes finales de la defensa. Antes de capitular el día 30 de septiembre, Calatrava pasó a la firma del rey un decreto en el que prometía el olvido general del pasado, el reconocimiento de todas las deudas y obligaciones contraídas durante el periodo constitucional y la conservación de los grados, empleos, sueldos y honores de los miembros del Ejército, de la Administración y del clero que habían acompañado a las instituciones hasta Cádiz. Fernando VII leyó el texto propuesto, realizó algunos añadidos y enmiendas y lo devolvió firmado al Gobierno para que fuera publicado. Al día siguiente, el 1 de octubre de 1823, el monarca fue liberado y dos días después las tropas francesas entraban en la isla gaditana.


    Por esa fecha la ocupación de la península casi se había completado en el oeste hasta Galicia y en el este hacia Valencia y la zona levantina, pero en Cataluña todavía resistían Barcelona y Tarragona. No obstante, desde ese momento, la continuación de la guerra estaba seriamente comprometida. Cuenta el general Espoz y Mina en sus memorias: “El 26 [de octubre] mandé reunir los gremios de la ciudad, y que nombrasen diez y seis individuos que en comisión se me presentasen a las doce de aquel día con dos miembros del Ayunta­­miento Constitucional” para tratar, junto a algunos militares sobre “la indispensable necesidad de convenirse con el enemigo”237. El tratado que entregaba las últimas plazas fue ratificado por el mariscal Moncey el 2 de noviembre. Con él finalizaban las operaciones de la guerra.


    Victoria y venganza


    Tras la rendición de Cádiz, las Cortes fueron disueltas y el 1 de octubre, el rey y su familia cruzaron la bahía y desembarcaron en el Puerto de Santa María, donde los aguardaban los duques de Angulema y del Infantado, el canónigo Víctor Sáez, el general Ballesteros, los embajadores de la Santa Alianza y una gran muchedumbre238. Ya en tierra, fueron acogidos por una ceremonia que podía entenderse como el recibimiento después de un largo viaje. Se estaba representando la vuelta al orden mediante una dramatización del regreso del monarca desde un lugar muy distante para la óptica realista —el “cautiverio” de los liberales— y la recuperación de un tiempo —el de la legitimidad monárquica— que había sido suspendido mientras estuvo vigente la Constitución. La simulación del viaje permitía, pues, transmitir el mensaje de regreso, que era verdaderamente la idea que aquel retorno ritualizado pretendía comunicar.


    Se produjo una entrevista entre el comandante de las tropas francesas y Fernando VII. Angulema había visto con desagrado, y sin poder hacer mucho por impedirlo, cundir la represión realista en los territorios que dejaban de estar bajo control liberal. En una carta a Villèle, le había confesado con amargura: “allí donde están nuestras tropas, mantenemos la paz a duras penas, pero donde no estamos presentes, se masacra, se quema, se somete al pillaje, se roba… Las fuerzas españolas, aunque se llaman realistas no buscan más que robar y darse al pillaje, y rechazan cualquier orden regular”239. Con el país bajo control y liberado el monarca, le planteó directamente su desacuerdo sobre la violencia desatada contra los liberales y la necesidad de asentar el nuevo tiempo sobre la base de una amnistía240. El rey no pareció darse por enterado y por toda respuesta, pronunció: “¡Viva el rey Absoluto!”241. Es decir, que aquella era una cuestión suya en la que no iba a aceptar consejos. Y así fue. Ese mismo día firmó un decreto arrogante y vengativo, redactado en un tono tan soberbio que resulta casi obsceno por su exhibición de retórica anticonstitucional. En medio de términos de resonancias teocráticas y absolutistas declaraba “nulos y de ningún valor todos los actos del Gobierno llamado constitucional”. Con él borraba todos los compromisos adquiridos en la isla tan solo dos días atrás. La restauración de Fernando VII como rey absoluto abría un nuevo tiempo de contrarrevolución ciega y vengativa que llevó a los liberales al exilio o a prisión242, y que hizo temer lo peor, incluso a sus aliados, que tuvieron que dejar una parte importante de sus tropas en el país para ayudar a la monarquía a controlar la inestable situación derivada de una restauración sin concesiones. Viendo la actitud con la que el rey se disponía a ejercer el poder, cobra todo su sentido aquella máxima que había trasmitido algunos meses atrás en una carta clandestina al zar de Rusia: “las caridades mal entendidas son el fomento de las revoluciones y el exterminio de los tronos”243. Siempre que pudo, Fernando VII actuó en consecuencia.

  


  
    Cronología


    1820


    



    Enero


    1 Pronunciamiento del comandante Riego en Cabezas de San Juan.


    27 Riego inicia la expedición por Andalucía.


    



    Febrero


    21 Movimiento constitucional en La Coruña.


    



    Marzo


    3 Decreto formando una junta presidida por el infante don Carlos.


    5 Proclamación de la Constitución en Zaragoza.


    9 El rey jura la Constitución. Establecimiento de una Junta Provisional Consultiva.


    10 Manifiesto del rey a la nación.


    22 Publicado el decreto de convocatoria de Cortes.


    



    Abril


    17/18 Jura de la Constitución en La Habana.


    



    Mayo


    3 Jura de la Constitución en Santiago de Cuba.


    14 Intento de arrancar la lápida constitucional en Zaragoza.


    28/29 La Junta Provisional Consultiva convoca elecciones para Cortes de los americanos residentes en la península.


    31 Jura de la Constitución en la ciudad de México.


    



    Julio


    8/9 La Guardia Real protagoniza un alboroto orientado a impedir la reunión de Cortes.


    9 Apertura de Cortes. El rey jura la Constitución ante la Cámara.


    9 Jura de la Constitución en Guatemala.


    



    Agosto


    4 Disolución del Ejército de la Isla.


    18 Cae el ministro de Guerra, marqués de las Amarillas.


    31 Riego en Madrid.


    



    Septiembre


    1 Instalación de la Diputación Provincial de Guatemala.


    3 Homenaje a Riego en Madrid. Canciones patrióticas en el teatro contra las autoridades.


    6 Alboroto en la Puerta del Sol con voces de ¡viva Riego!


    27 Decreto de amnistía de las Cortes a los encausados en la insurgencia.


    27 Jura de la Constitución de 1812 en Manila.


    



    Octubre


    1 Las Cortes aprueban el decreto de monacales.


    9 Independencia de Guayaquil.


    21 Ley que regula las sociedades patrióticas.


    25 [o 23] Movimiento popular. Obliga al rey a sancionar la ley de monacales.


    24 El rey se traslada a El Escorial.


    



    Noviembre


    9 Clausura de la primera legislatura de Cortes.


    16 El rey nombra capitán general de Castilla la Nueva a José Carvajal, sin re­­frendo ministerial.


    27 Armisticio y regularización de la guerra en Santa Ana de Trujillo entre Pablo Morillo y Simón Bolívar. Cese de hostilidades en la Gran Colombia.


    30 Riego nombrado capitán general de Aragón.


    



    Diciembre


    27 Clausura de las sociedades patrióticas de los cafés de Malta y La Fontana de Oro.


    



    1821


    



    Enero


    29 Apresado el canónigo Vinuesa.


    29 Manifiesto de Aznapuquio, golpe de José de La Serna contra Joaquín de la Pezuela para deponerlo como capitán general y jefe superior en Perú.


    



    Febrero


    5 La Guardia de Corps se emplea con violencia contra civiles. Se decreta su licenciamiento.


    8 Las tropas austriacas cruzan el Po.


    24 Proclamación del Plan de Iguala.


    



    Marzo


    1 Apertura del segundo periodo de sesiones de Cortes. Crisis de la “coletilla”.


    4 Nombramiento del ministerio Bardají.


    10 Una insurrección en Turín proclama la Constitución española.


    23 Las tropas austriacas entran en Nápoles y disuelven el Parlamento.


    



    Abril


    2 Derrotados en Novara los constitucionales piamonteses.


    17 El Parlamento aprueba la ley de represión de los conspiradores contra la Constitución.


    26 Decreto de disolución de las Guardias de Corps.


    



    Mayo


    1 El Empecinado derrota a Merino en Salvatierra.


    4 Asesinato del canónigo Vinuesa.


    5 Mensaje del rey al Parlamento.


    14 Decreto de las Cortes por el que se crea una diputación en cada intendencia americana.


    



    Junio


    4 Llegan a las Cortes las noticias del Plan de Iguala.


    25 Propuesta de los diputados americanos en las Cortes de 15 propuestas de federación hispana.


    29 Decreto de medio diezmo y restablecimiento de consumos.


    30 Cierre de las Cortes. Elecciones.


    



    Julio


    28 Juan San Martín proclamaba en Lima la independencia del Perú.


    Descubrimiento en Barcelona de una trama republicana encabezada por Bessières.


    



    Agosto


    23 Firma de los Tratados de Córdoba entre Agustín de Iturbide, comandante del Ejército Trigarante, y Juan de O’Donojú, jefe superior político, por los que España reconocía la independencia de México.


    29 Trama de Cugnet de Montarlot en Zaragoza.


    



    Septiembre


    1 Declaración de una epidemia de fiebre amarilla en Barcelona.


    1 Destitución de Riego como capitán general de Aragón.


    15 Firma del Acta de Independencia de América Central (Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua y Costa Rica).


    18 Procesión cívica y batalla de las Platerías.


    22 El rey regresa de San Ildefonso.


    27 Proclamación de la independencia de México.


    28 Apertura de nuevas Cortes. Periodo extraordinario.


    



    Octubre


    7 Comienzan las elecciones para las nuevas Cortes.


    22 El rey se traslada a El Escorial.


    29 Insurrección de Cádiz. Protestas en Sevilla alentadas por los exaltados.


    29 Una algarada en Zaragoza destituye al jefe político Moreda.


    



    Noviembre


    10/28 Independencia de Panamá.


    12/15 Algaradas en Valencia.


    17 Algaradas en La Coruña.


    25 El rey dirige un mensaje a las Cortes.


    



    Diciembre


    1 Proclamación del Estado Independiente del Haití español (primera independencia de la República Dominicana).


    15 Las Cortes “piden” al rey cambio de ministerio (Feliú). El rey se niega.


    22 Discurso de Romero Alpuente ante las Cortes.


    



    1822


    



    Enero


    2 La Junta Provisional Consultiva del Reino de Guatemala proclama la anexión al Imperio mexicano.


    8 Dimiten Feliú y tres de sus ministros por falta de confianza de las Cortes.


    9 Motín de la milicia nacional en Valencia.


    



    Febrero


    9 Anexión del Estado Independiente del Haití español a la República de Haití.


    14 Clausura de las Cortes y fin de la legislatura.


    28 Gobierno Martínez de la Rosa.


    



    Marzo


    1 Apertura de nuevas Cortes.


    9/10 Los ministros comparecen ante el Congreso. Es evidente la hostilidad con la mayoría exaltada.


    



    Mayo


    24 Independencia del Reino de Quito tras la batalla de Pichincha.


    



    Junio


    21 Toma de Seo de Urgel por los realistas de Romagosa y El Trapene.


    30 Cierre de las Cortes. Movimiento de la Guardia Real. Asesinato del teniente Landáburu.


    



    Agosto


    5 Nombramiento del cuarto Gobierno del Trienio, liderado por Evaristo San Miguel.


    14 Los realistas establecen una regencia suprema en Urgel.


    



    Septiembre


    7 Fusilamiento de Elío.


    [23] Mina toma Castelfullit a los realistas.


    



    Octubre


    7 Apertura de las Cortes extraordinarias.


    20 Apertura del Congreso de Verona.


    



    Noviembre


    11 La regencia de Urgel abandona esta localidad ante el avance de Mina y se retira a Puigcerdá y, de allí, a Francia (28).


    



    1823


    



    Febrero


    19 Clausura de las sesiones del Congreso. El rey no asiste por enfermedad.


    



    Marzo


    1 Apertura del Congreso en su legislatura ordinaria. Fernando VII no asiste.


    20 El rey sale para Sevilla.


    



    Abril


    6 Se crea en Bayona una Junta realista compuesta por Eroles, Eguía, Erro y Gómez Calderón.


    7 Las tropas francesas cruzan el Bidasoa.


    23 Las Cortes abren sus sesiones en Sevilla. Declaración de guerra a Francia.


    



    Mayo


    12 Dimisión del Gobierno San Miguel y constitución del liderado por José María Calatrava.


    20 Zayas derrota a Bessières a las puertas de Madrid.


    23 Los franceses en Madrid. Al día siguiente entra Angulema y nombra una regencia.


    



    Junio


    10 Decreto de creación de los voluntarios realistas.


    11 Inhabilitación del rey.


    15 El rey en Cádiz.


    26 Los franceses llegan a las puertas de Cádiz.


    



    Julio


    1 Independencia de México y de España de las Provincias Unidas del Centro de América.


    28 Angulema sale de Madrid.


    



    Agosto


    8 Ordenanza de Andújar.


    16 Angulema llega al Puerto de Santa María.


    



    Septiembre


    30 Manifiesto de Fernando VII prometiendo el “olvido” de lo pasado.


    



    Octubre


    1 Fernando VII llega al cuartel general francés en El Puerto de Santa María. Manifiesto de Fernando VII suspendiendo la Constitución y declarando nulo todo lo actuado desde el 7 de marzo de 1820.


    



    1824


    



    Agosto


    6 Batalla de Junín, derrota del ejército realista en la Puna peruana.


    



    Diciembre


    9 Independencia de los territorios de la sierra peruana tras la batalla de Ayacucho. Prácticamente termina la guerra en la América continental.
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